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RESUMEN 

El Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable 

y duradera del año 2016, pactado entre la ex guerrilla de las FARC-EP y el Estado 

colombiano, proporcionó un modelo de justicia transicional denominado Sistema Integral de 

Verdad Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR), el cual supo condensar la 

satisfacción de los derechos de las víctimas con las exigencias de justicia, paz y verdad de la 

sociedad y los territorios. En concordancia a ello, el presente documento tiene como 

propósito, analizar las perspectivas que tienen los ciudadanos del municipio de Tuluá sobre 

el SIVJRNR, de tal forma que es un estudio socio-jurídico basado primeramente en el análisis 

de los ejes normativos, jurisprudenciales y dogmáticos que rigen al sistema, y que 

metodológicamente se ejecuta mediante el instrumento estadístico de la encuesta, la 

correlación de datos con el coeficiente de Pearson y la escala de Licker. Posteriormente, la 

realización del análisis descriptivo de los resultados y sus conclusiones, se encaminan a 

generar las recomendaciones pertinentes para la creación de espacios sociales y educativos 

para el conocimiento del valor de la justicia transicional, la paz y los derechos humanos. 

Palabras clave: Percepciones, derechos humanos, justicia transicional, verdad, reparación, 

no repetición, paz, conflicto armado, víctimas. 

 

ABSTRACT 

The General agreement for the termination of the conflict and the construction of a 

stable and lasting peace on 2016, agreed between the former FARC-EP guerrilla and the 

Colombian State, provided a model of transitional justice called System of Truth, Justice, 

Reparation and Non-Repetition, which knew how to condense the satisfaction of the victims' 

rights with the demands for justice, peace and truth of society and the territories. According 

to this, this document has the purpose of analyzing the perspectives that the citizens of the 

municipality of Tuluá have about the SIVJRNR (Spanish), therefore this is a socio-legal 

study based primarily on the analysis of the normative, jurisprudential and dogmatic axes 

that govern the system, and methodologically it is executed through the statistical instrument 
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of the survey, the correlation of data with the Pearson coefficient and the Licker scale. 

Subsequently, the descriptive analysis of the results and their conclusions are headed to 

generating pertinent recommendations for the creation of social and educational spaces for 

the knowledge of the value of transitional justice, peace and human rights. 

Keywords: Perceptions, human rights, transitional justice, truth, reparation, non-repetition, 

peace, armed conflict, victims. 
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INTRODUCCIÓN 

En Colombia, la profundización y la masividad del conflicto, conllevaron a que la guerra 

se posicionara como ese eje transversal que dictaminó las realidades sociales, políticas y 

económicas de la nación, evidenciando una paradójica tragedia en cómo un pueblo y un 

Estado comprometidos internacionalmente con los más altos estándares de derechos 

humanos, tuvieron que adaptar sus dinámicas de vida  y funcionamiento a un desdeñable  

conflicto donde las prácticas violatorias de  esas garantías innatas y superiores de la condición 

humana eran el común denominador.  

En tal situación, es donde Colombia reconoce la necesidad imperiosa de alcanzar y 

legitimar la paz, por lo que el Estado junto a las FARC-EP, deciden cesar medio siglo de 

confrontación mediante el “Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción 

de una paz estable y duradera” en el año 2016. Este Acuerdo representa un hito histórico, 

jurídico y social para Colombia, pues en él, se recopilaron las principales deudas que en 

materia social y de derechos humanos ha tenido el Estado colombiano para lograr una 

transición de un contexto de violencia masiva a una era de paz, pero  el Acuerdo de paz 

supuso la implementación de una justicia transicional materializada en el Sistema Integral de 

Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR), el cual marca la diferencia 

positivamente con experiencias nacionales e internacionales  en el tratamiento de procesos 

de transición en países con violación masiva de los derechos humanos, en el entendido de 

que sus componentes judiciales y extrajudiciales se rigen por  la centralización de  las 

víctimas, la satisfacción y protección de  los derechos humanos y de la garantía a  la no 

repetición de los vejámenes de la guerra. De esta forma Colombia logra superar el contraste 

que se ha creído imperante frente a la obtención de la paz o la justicia.   

Por lo anterior, el SIVJRNR ha adquirido una relevancia irrefutable para la sociedad 

colombiana, por lo que la presentación de un análisis sobre el sistema de justicia en mención, 

aproxima al ciudadano y a la academia a la realidad del país, pues, Colombia en la actualidad 

se encuentra inmersa en un proceso de transición, donde la sociedad busca adaptarse a nuevas 

realidades sin renunciar a sus expectativas de paz y desarrollo. Por lo tanto, los preceptos del 
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Acuerdo de paz y de los derechos humanos serán obligatoriamente los postulados que guíen 

el devenir político, económico y social de todo el país.  

Para el caso particular del profesional en derecho, el familiarizarse con un 

conocimiento profundo sobre dicho sistema, conlleva a que el profesional obtenga una 

apropiación pertinente de los derechos humanos, en que trascienda sus perspectivas 

académicas frente a las complejidades que supone garantizar, defender y promover los 

derechos humanos en un contexto tan particular como el colombiano. Igualmente, el 

SIVJRNR, entre sus funciones permite que la sociedad y las comunidades participen en sus 

procesos judiciales y extrajudiciales, de tal forma que al analizar el SIVJRNR, se hace 

imperativo conocer el cómo la sociedad ha entendido o asimilado la trascendencia del 

SIVJRNR   para la ciudadanía.  En tal sentido, la monografía estuvo encaminada con un 

objetivo general, que fue analizar las perspectivas de los habitantes del Municipio de Tuluá  

frente al SIVJRNR, por lo cual, los objetivos específicos fueron analizar los preceptos 

normativos, doctrinales  y jurisprudenciales que rigen el SIVJRNR, como también  se 

identificaron las acciones que ha realizado el Sistema en el municipio de Tuluá y además de 

ello, fue necesario determinar las percepciones ciudadanas sobre cada uno de los órganos que 

componen el sistema (Comisión para el Esclarecimiento de la verdad, Unidad de Búsqueda 

de Personas dadas por Desaparecidas y la Jurisdicción Especial para la Paz).  

En la materialización de los objetivos de la monografía, se procedió a  utilizar la 

investigación socio-jurídica, pues al abordar  una complejidad tan diversa como son las 

percepciones ciudadanas (que son estrictamente una construcción subjetiva) sobre un 

mecanismo jurídico representativo del Estado como es el SIVJRNR, obliga a que se estudie 

la eficacia del mecanismo frente a la sociedad;  por lo que el método utilizado fue mixto 

(cualitativo y cuantitativo), donde  la técnica estadística de la encuesta, realizada a 149 

personas, facilitó obtener unas mediciones y  unas categorizaciones de las percepciones  

ciudadanas de forma precisa.  

Para ejecutar y obtener los resultados esperados, el trabajo se estructuró en 3 

capítulos. En el primero, se estudió y analizó el compendio normativo, doctrinal y 

jurisprudencial que rige el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No repetición, 
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como, por ejemplo, el Acto Legislativo 01 de 2017 y la sentencia C-080 de 2018, además se 

trajeron a colación doctrinantes como Johan Galtung y Rodrigo Uprimny. Igualmente, se 

realiza un estudio comparado entre el modelo de justicia del SIVJRNR usado en Colombia 

en contraste a las experiencias de justicia alternativas adoptadas en modelos de transición 

como El Salvador y Sudáfrica.  

En el segundo capítulo, para identificar las acciones realizadas  en Tuluá por cada uno 

de los órganos del Sistema integral de justicia, se remiten derechos de petición  solicitando 

información a cada uno de los órganos (Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, 

Unidad de Búsqueda de Persona dadas por Desaparecidas   y la Jurisdicción Especial para la 

Paz), estas instituciones brindan una información general sobre lo que han realizado a la 

fecha en el municipio,  pues el principio de confidencialidad que las rige les prohíbe brindar 

mayor información y por lo tanto se describen y se analizan sus acciones bajo esas 

condiciones. 

Finalmente, con la aplicación de las encuestas a 149 habitantes del municipio de 

Tuluá, se logra obtener una gran variedad de percepciones que tienen los encuestados frente 

a cada uno de los órganos del SIVJRNR, posteriormente por el carácter subjetivo de las 

percepciones,  para lograr determinarlas se efectuó  primeramente una categorización 

conceptual sobre los conceptos de paz, verdad, justicia y reparación  y posteriormente se 

realiza un cruce de variables mediante el programa estadístico SPSS (Statiscal Package for 

Social Sciences), para así lograr una aproximación categórica de cuáles son las percepciones 

que tienen los tulueños sobre el SIVJRNR y sus respectivas conclusiones. 
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1. DEFINICIÓN DEL PROBLEMA 

El conflicto armado en Colombia ha estado marcado por ciclos de violencia, 

determinados por factores estructurales de orden social, económico y político, tales como 

desigualdad social, inequidad, exclusión política, sectarismo, los cuales se fueron 

acrecentando durante décadas, dando paso a la confrontación armada entre diferentes actores 

sociales legales e ilegales, en lo que conocemos como conflicto armado colombiano, que por 

más de 60 años ha impactado la vida de todos los colombianos con graves consecuencias 

para la población civil por la muerta de tantos colombianos, masacres, desplazamientos, 

secuestros, torturas, despojos y apropiaciones violentas de las tierras de cientos de 

campesinos que fueron obligados a desplazarse a las ciudades a engrosar los cinturones de 

miseria. 

Durante los dos períodos presidenciales de Álvaro Uribe Vélez (2002-2006 y 2006-

2010), y en el primer gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2014), las guerrillas de las 

FARC sufrieron la arremetida constante de las fuerzas armadas del Estado, propinando 

contundentes golpes a la antigua estructura subversiva (como fueron las operaciones 

militares que dieron de baja a sus principales comandantes),esto llevaría a las FARC a una 

disminución de su capacidad operativa y a un constante repliegue perdiendo su capacidad de 

control en la mayoría de territorios que con anterioridad ocupaban. En el anterior contexto y 

con un conflicto de desgaste permanente, ante la poca claridad de la terminación del conflicto 

mediante la victoria armada por parte de alguno de los dos bandos, desde el año 2012, el 

gobierno de Juan Manuel Santos y las FARC anunciaron que ya habían iniciado las 

conversaciones para entablar un proceso de paz. Con posterioridad, ambas partes instalan la 

mesa de negociaciones (en Oslo y después de manera definitiva en La Habana) e inician las 

negociaciones que durarían casi cuatro años para la terminación del conflicto armado. 

El año 2016, representó para este proceso un periodo definitivo y crucial para la 

implementación de los acuerdos, ejemplo de ello es la entrada en vigor del cese definitivo de 

hostilidades entre el Estado y la insurgencia, igualmente en el mes de septiembre el 

Presidente de la República y el máximo comandante de las FARC-EP, firman el acuerdo 

definitivo para la terminación del conflicto, el cual se fundaba en seis puntos: 1) Desarrollo 



16 
 

rural integral, 2) participación política, 3) fin del conflicto, 4) solución al problema de drogas 

ilícitas, 5) verdad y reparación para las víctimas y 6) refrendación. Consecutivamente, estos 

acuerdos tuvieron su obstáculo más prominente en el mismo año cuando fueron refrendados 

en un plebiscito, donde el NO promovido por la oposición se impuso. Frente a esto, el 

gobierno decide realizar las reformas necesarias exigidas por el partido de oposición y remite 

los acuerdos al Congreso, el cual los aprueba y reciben el respaldado de la Corte 

Constitucional y la comunidad internacional. De esta manera los acuerdos de La Habana se 

consolidan y  su resultado más relevante hasta la actualidad es haber logrado lo que en más 

de cincuenta años de guerra se había visto imposibilitado: la extinción de las FARC como 

grupo armado ilegal, la creación de una justicia transicional que evitaría cometer los errores 

del pasado, la participación política de los ex guerrilleros, la creación de una comisión de la 

verdad para esclarecer los hechos del conflicto, todo basado en un eje central de verdad, 

reparación y no repetición como garantías para una paz estable y duradera. 

El preámbulo del acuerdo final para la terminación del conflicto nos dice que después 

de la fase exploratoria que hubo entre los representantes del Estado colombiano y los 

representantes de las FARC-EP, en la República de Cuba se produjo un acuerdo General para 

la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, firmado entre 

el día 23 de febrero y el día 26 de agosto del 2012, ante testigos nacionales y ante delegados 

de la República de Cuba y del Reino de Noruega que igualmente sirvieron de testigos, que 

desde entonces también sirvieron de garantes de implementar tal proceso.  

La implementación del Acuerdo de Paz en todas sus instancias evidencia múltiples 

situaciones y conflictos en cuanto a su implementación. Este proceso presenta esa 

característica conflictiva porque se constituyen situaciones políticas que generan más 

escenarios de debate y diferencias que no permiten que se superen las causas estructurales 

propias del conflicto, producto de la falta de compromisos de los actores para darle avance a 

estos acuerdos. (Gómez y López, 2019, p. 226). 

Esto puede enmarcarse en, no tanto un recuento cronológico en que momentos no ha 

dado implementación sino en conflictos de carácter estructural y coyuntural, que el primero 

hace referencia a la naturaleza propia y estructura del Estado colombiano que obstaculizan 
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la organización y dieron paso a condiciones propias del conflicto que ahora son un punto de 

superación para el acuerdo, y segundo, ese carácter coyuntural que se explica en como las 

diferentes fuerzas de la opinión y poder político y público, generan diferencias y nuevos 

debates que dificultan la concreción de las disposiciones planteadas en el Acuerdo Final sobre 

concretar aspectos sociales, políticos y económicos. 

La justicia transicional que está dentro del Sistema de Verdad, Justicia, Reparación y 

No Repetición (de ahora en adelante SIVJRNR), donde la Justicia Especial para la Paz (de 

ahora en adelante JEP), es la entidad encargada de esclarecer y juzgar los crímenes de guerra 

y de lesa humanidad que sucedieron en la guerra, mediante los parámetros de la justicia 

alternativa; bien lo ha definido la Corte Constitucional, donde señala que la justicia 

transicional es:  

Un conjunto de procesos de transformación social y política profunda que requiere 

de una multiplicidad de mecanismos para investigados y sancionados con un enfoque 

de verdad y reparación propios de lograr la reconciliación y la paz, que al mismo 

tiempo asegure a las víctimas el acceso a verdad, justicia y reparación, restablezca la 

confianza en el Estado y fortalezca la democracia. (Sentencia C-771, 2011).  

Considerando que la investigación tratará sobre las percepciones ciudadanas, estas se 

entienden como todas aquellas posturas, pensamientos, sentimientos, actitudes, opiniones, es 

decir, son todas aquellas manifestaciones de los individuos que, a raíz de subjetividades, se 

expresan y manifiestan frente a una fenómeno o situación en específico. Según una 

investigación realizada por Calixto y Herrera (2010) advierten que las percepciones son 

múltiples características en las cuales el sujeto se relaciona y convive; las percepciones son 

características vinculadas a la personalidad del perceptor ya que estas interpretan las 

circunstancias, vivencias y experiencias para formar y determinar su juicio de valor, 

conductas, decisiones y demás consecuencias que exterioriza. (p. 230) 

Estudiarlas es importante porque permiten identificar lo que las personas piensan y 

opinan de un hecho social y definen en gran medida la posibilidad de actuación de estas 

personas frente a un hecho estudiado, en este caso dada la polarización que ha existido en el 



18 
 

país frente a todas las estrategias fijadas en el Acuerdo de la Habana, se han generado unas 

opiniones y unas percepciones que no favorecen el cumplimiento por parte de los ciudadanos, 

ese es el objetivo por el cual hay que estudiar las percepciones frente a la justicia transicional 

y el SIVJRNR; Al día de hoy esta situación de polarización se encuentra presente en gran 

medida, de si aceptamos o no los acuerdos de paz, evidenciado en los hechos más recientes 

en el país que es el estallido social de las manifestaciones que en cierto punto, la 

implementación de las políticas de paz están siendo exigidas por los ciudadanos, o en 

escenarios pasados como en el 2016 en ese conflicto entre el SI y NO, donde estas conductas, 

creencias y actitudes negativas de parte de la ciudadanía frente a los Acuerdos de la Habana, 

se tradujeron en la acción de dar un voto desfavorable a estos acuerdos.  

Trabajos y análisis como los de Randers & Meadows (1992), Drying (1995) y Brown 

(1997), citados por Calixto y Herrera (2010) concluyen que la acción del ser humano en 

general, se encuentran estrechamente relacionados con las problemáticas sociales, culturales 

y hasta ambientales, por lo que ellos justifican la intervención tanto social y educativa sobre 

las interacciones de las personas con la sociedad, en otras palabras, las percepciones son 

aquellas subjetividades de cada individuo, posturas, actitudes y opiniones, que de una u otra 

forma influyen en el actuar y decidir de las personas, por lo que es de suma importancia 

estudiarlas y analizarlas con el fin de lograr un mayor entendimiento e impacto de estas 

percepciones en el área del derecho y de construcción de paz como sociedad. (p. 230) 

De esta manera, la pregunta de investigación a la cual se le quiere dar respuesta es 

“¿Cuáles son las percepciones ciudadanas sobre el Sistema Integral de Verdad, Justicia, 

Reparación y No Repetición en el municipio de Tuluá?”. El conflicto armado ha sido una 

problemática que ha afectado el país con el pasar de los años, que impacta negativamente a 

la construcción de paz y el tejido social mediante múltiples formas de violencia, ya sea 

directa, estructural o cultural, o hasta de manera conjunta, por esta razón se hace necesario 

dar respuesta a la pregunta de investigación, tomando las percepciones ciudadanas con el 

objetivo de identificar aquellas actitudes y opiniones del SIVJRNR, siendo la sociedad parte 

de estos procesos de construcción de paz, planteando análisis y conclusiones que contribuyan 
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a este tejido social, y que los modelos de justicia y paz planteados por el SIVJRNR se vean 

materializados e impacten de manera positiva en la sociedad.  
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2. JUSTIFICACIÓN 

Esta investigación es importante para los estudiantes de derecho porque aborda una 

temática de interés como es la justicia transicional y los derechos humanos. El SIVJRNR y 

el Acuerdo Final para la Paz son temas esenciales en la formación como futuros profesionales 

porque son situaciones sociales con las cuales debemos de tratar día a día y de las cuales se 

puede extraer información para estudiar y analizar. El estudio de las percepciones permite 

conocer y comprender lo que las personas piensan, sienten y creen del SIVJRNR 

La importancia radica en saber hasta qué punto este Sistema tiene alguna legitimidad 

en la ciudadanía, hasta donde la ciudadanía lo comprende y lo apoya, es hacer una relación 

de lo que piensan, lo que cree con el comportamiento ciudadano.  

La monografía nos contribuye como estudiantes en cuanto a la construcción y 

adquisición de nuevo conocimiento, también como un requisito para obtener el título de 

abogados, y además aportar conocimiento y material académico a la institución para que 

cuente con mayores referencias y documentos en múltiples áreas como resultado y producto 

de sus propios estudiantes. Este proyecto se inscribe dentro del Macro Proyecto liderado por 

el docente Juan Pablo García Giraldo “Percepción ciudadana sobre el Sistema Integral de 

Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición en cuatro (4) municipios del Valle del Cauca”. 

Con el macro proyecto se busca construir propuestas educativas para la paz y educación en 

derechos humanos. Tal vinculación permite el desarrollo de estas investigaciones que como 

docentes aportan a la calidad y reconocimiento universitario de la UCEVA, ya sean con los 

productos de la generación de nuevo conocimiento, las actividades académicas, fortalecer la 

comunidad académica, y la apropiación social del conocimiento las cuales abren camino a 

procesos como por ejemplo los de acreditación de alta calidad. 
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3. OBJETIVOS 

3.1 OBJETIVO GENERAL 

Analizar las percepciones ciudadanas sobre el Sistema Integral De Verdad, Justicia, 

Reparación Y No Repetición en el municipio de Tuluá. 

3.2 OBJETIVOS ESPECIFICOS 

1) Analizar los preceptos doctrinales, normativos y jurisprudenciales que rigen el 

Sistema De Verdad, Justicia, Reparación Y No Repetición. 

2) Identificar las acciones realizadas desde el Sistema de Verdad, Justicia, Reparación 

y No Repetición en el municipio de Tuluá. 

3) Determinar las percepciones de la ciudadanía del municipio de Tuluá sobre las 

funciones y los diferentes órganos que componen el Sistema de Verdad, Justicia, Reparación 

y No Repetición. 
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4. MARCO REFERENCIAL 

4.1 MARCO HISTÓRICO  

El SIVJRNR, se debe entender como el resultado no solo de unos acuerdos de paz 

con unos referentes políticos, jurídicos y sociales, sino y de forma trascendental, como la 

consecuencia directa de la evolución de la historia colombiana, especialmente surge como la 

necesidad histórica de toda una nación en la búsqueda de un sistema de justicia y verdad que 

propicie la reconstrucción de una memoria colectiva y la superación de décadas de vejámenes 

propias de un conflicto armado que enmarcó las últimas décadas de Colombia con dinámicas 

atípicas y peculiares propias del desarrollo de una guerra irregular, pero sistemática y 

prolongada que de forma pertinente se trató de finalizar mediante los acuerdos de La Habana 

firmados en el 2016.Por ello, es imprescindible contextualizar los orígenes y el desarrollo 

histórico del conflicto armado colombiano y de los precedentes que ayudaron a crear e 

implementar los acuerdos de paz de La Habana y su SIVJRNR como aquella forma de 

solucionar más de medio siglo de un conflicto fratricida. 

El origen del conflicto armado colombiano. 

Las raíces del conflicto armado interno entre el Estado colombiano y la extinta 

guerrilla de las FARC-EP, se remonta a la segunda mitad del siglo XX, específicamente y 

desde su origen político, el conflicto armado colombiano se debe concebir con la mutación 

dinámica del conflicto bipartidista entre liberales y conservadores, quienes desde el siglo 

XIX ostentaban el monopolio político del país, pero que por su incapacidad de 

gobernabilidad y por sus ambiciones hegemónicas para coaptar el poder político del Estado, 

conllevaron a Colombia a un entramado de violencia ideologizada que caracterizó las 

primeras décadas de los años 1900,donde el país vivió variedad de conflictos armados, como 

la guerra de los mil días (1899-1902),confrontaciones que derivaron en el extremismo de las 

posiciones y acciones de las clases políticas de ambos partidos, quienes ahondaron la 

violencia mediante la acción de una oposición beligerante, de obstrucción y de 

ingobernabilidad que boicoteaban antidemocráticamente la capacidad del gobierno de turno 

de ejercer sus proyectos de gobierno o en su defecto, desde el propio gobierno el partido que 

estuviese ejerciendo el cargo, trataba de monopolizar el poder y de exterminar a los grupos 
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contrarios a sus intereses particulares mediante el uso de la fuerza oficial y de grupos armados 

paraestatales los cuales tenían el objetivo de confrontar y aniquilar físicamente la dirigencia 

política y económica del partido contrario en las ciudades y en los territorios a lo largo y 

ancho de Colombia. 

 Y es precisamente en la década de los 40, cuando Colombia se ve enfrascada en una 

violencia sin fin con el crecimiento desmesurado de las guerrillas liberales “la chusma” 

quienes se fortalecieron como grupos de “autodefensa” para dar respuesta a la opresión 

oficial que lideraba la fuerza pública y los grupos paraestatales (los chulavitas o los pájaros) 

del partido conservador en los gobiernos de Mariano Ospina y de Laureano Gómez. En este 

punto de la historia de Colombia, es cuando la violencia armada se precisa como una 

herramienta legitimada de oposición al poder o como ejercicio del mismo, donde el uso de 

tácticas infrahumanas como las masacres de familias o grupos adscritos al partido contrario 

o el ataque personalizado a líderes políticos que tenían una gran representación para el 

“enemigo” se convertía en el diario vivir de toda una sociedad que desde aquel entonces no 

ha podido superar la idiosincrasia de la violencia como eje del desarrollo de sus relaciones 

humanas. Es en este contexto, es cuando la violencia bipartidista alcanza su punto más álgido 

desde el 9 de abril de 1948 con el magnicidio de Jorge Eliecer Gaitán, el cual marcaría el 

devenir político y social del país, especialmente traía como consecuencias el deterioro del 

Estado en su capacidad institucional de ejercer control en los territorios para evitar la 

violencia, o por el contrario, esa potestad real de control empezaba a recaer en los grupos 

armados paraestatales o subversivos, circunstancias que junto a las crisis económicas y la 

anarquía desembocaría en la instauración de la primer dictadura militar que ha gobernado 

Colombia y su posterior sucesión por un sistema de poder clientelista, llamado Frente 

Nacional que fue la única forma que encontraron las elites políticas de conservadores y 

liberales para recuperar y repartirse el poder dentro del Estado colombiano y 

concomitantemente, tratar de frenar la violencia que ellos mismos habían engendrado.  

Con la llegada a Colombia al entramado de la Guerra Fría, donde a nivel internacional 

se evidenciaba la expansión del comunismo y el socialismo (como ideologías popularizadas 

que propiciaban la lucha armada como el medio para la consecución del poder y la 
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construcción de nuevos Estados), más la instauración del Frente nacional, donde la oposición 

era solo un formalismo desechado por el reparto burocrático del Estado dentro de un sistema 

bipartidista de las elites liberales y conservadoras ,el territorio colombiano vivenció en las 

entrañas de sus zonas rurales como los grupos insurgentes que en su momento eran una filial 

armada del partido liberal, mutaron ideológicamente con la adaptación del marxismo como 

esa nueva forma de lucha que legitimaba su existir para ser la respuesta armada de oposición 

a ese Estado que los excluía de las nuevas dinámicas del poder político colombiano. De esta 

mutación ideológica y marginación del poder es cuando nace la guerrilla de las FARC-EP en 

la década de los 60, grupo armado de izquierdas que desde los años setentas y ochentas 

empezó a consolidarse y a ejercer el poder como un Estado paralelo en vastas zonas del 

territorio nacional abandonas por el gobierno colombiano (el cual nunca fue capaz de ejercer 

soberanía y ejecutar una reforma agraria integral), donde con el pasar de los años, seria las 

FARC la que determinaba la vida social y política en sus dominios y que posteriormente se 

enfrentarían a otra variedad de grupos guerrilleros para afianzar su control territorial en las 

zonas estratégicas que les permitiesen su financiación y ejecución de su actuar subversivo. 

En los años ochenta la guerrilla de las FARC-EP consigue una expansión territorial 

que les otorgó un margen de maniobra en la vida política y social del país, pues en este 

periodo del conflicto armado colombiano, las FARC se concentrarían su actuar en tres ejes 

fundamentales para su existencia: crear una proyección política de sus ideales, expandir su 

poder militar para deteriorar la capacidad de respuesta del Estado y demás grupos 

insurgentes, y por ultimo sostener el control territorial de las zonas rurales donde se gestaba 

una pugna entre grupos criminales organizados que traían con sigo un nuevo fenómeno de 

violencia que mutaría la guerra: el narcotráfico, el cual se convertiría en el oro y combustible 

de los grupos guerrilleros en Colombia para sostener su capacidad de combate frente a las 

fuerzas armadas legitimas del Estado. 

En los años de 1990, con la expansión del narcotráfico como medio de financiación 

de la guerra y con la reestructuración a nivel nacional de los paramilitares en una sola 

organización como las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), la guerra en Colombia 

inicia una nueva etapa caracterizada por la violación masiva de derechos humanos mediante 
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las masacres, el secuestro, la toma de centros poblados, la tortura y la aniquilación sistemática 

de los adversarios, actuaciones infrahumanas que se convertirían en las reglas de juego de 

todas las organizaciones que participaron en el conflicto, situación que junto a la pérdida 

masiva del control territorial, la sistematicidad de la corrupción y las constantes derrotas 

militares frente a las guerrillas (especialmente las FARC, el M-19 y el ELN) y los carteles 

del narcotráfico, llevó a Colombia a ser considerado un Estado fallido ad portas de ser 

derrotado totalmente por la insurgencia armada, escenario dantesco que obligó al gobierno 

central a reestructurarse internamente y a buscar la consecución de la paz con las principales 

estructuras guerrilleras que amenazaban la existencia de la República. 

Por la anterior situación, Colombia inicia una era innovadora en la búsqueda de la 

pacificación del país mediante los acuerdos de paz, los cuales dejaron las experiencias 

necesarias que aportaron a la estructuración del SIVJRNR de los acuerdos de la paz firmados 

en 2016 en la Habana. 

Conversaciones de paz de Casa Verde o de La Uribe Meta (1984) 

La década de los ochenta en Colombia, como se ha dicho se caracterizó por la 

expansión y fortalecimiento de los grupos guerrilleros de izquierda que controlaron grandes 

extensiones de territorio, consecuentemente, el gobierno del presidente Belisario Betancourt, 

realiza un acuerdo de cese al fuego con la guerrilla de las FARC, donde se pretendía, según 

Pares, Fundación de Paz y Reconciliación (2019) “una reestructuración y modernización de 

las instituciones, el fortalecimiento de la democracia y la constitución de garantías para 

ejercer la actividad política por parte de los miembros de las FARC”  . Posteriormente, este 

grupo recibe un reconocimiento político y con la convergencia de otros grupos guerrilleros, 

de organizaciones políticas dan origen al partido de la UP, “la Unión Patriótica padeció una 

aniquilación en manos de los sectores radicales de derecha, aliados con las élites nacionales 

cometiendo el asesinato de cerca de 4.000 militantes y simpatizantes de este partido político.” 

(Pares, 2019) 

Acuerdo de paz y desmovilización del M-19 (1990) 



26 
 

El M-19, surge como consecuencia del supuesto fraude electoral que se presentó en 

las elecciones de 1970. En 1990 el gobierno de Virgilio Barco firma el acuerdo de paz con 

esta guerrilla, proceso que marcaría la historia política del país, como lo expresa la 

información presentada por la página web de Paz y Reconciliación (2019) “uno de sus 

aspectos más importante fue que efectivamente logró que se abrieran espacios democráticos 

como la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente, en donde el gobierno permitió 

la inscripción de una lista de los desmovilizados del M-19, quienes tomaron el nombre de 

Alianza Democrática AD-M19 y obtuvieron 19 curules, constituyéndose en la segunda fuerza 

política del país”.  

Proceso de desmovilización con las Autodefensas Unidas de Colombia – AUC (2003) 

Las autodefensas unidas de Colombia fueron producto de la unificación en 1997 de 

todas las fuerzas paramilitares que existían en el país, se orientaban en su accionar armado 

bajo la premisa de ser una fuerza capaz de contrarrestar el creciente poder de las guerrillas 

de en muchas regiones del campo del colombiano, las cuales eran una gran amenaza para los 

terratenientes y empresarios que desarrollaban sus labores productivas en el campo. La 

llegada de Álvaro Uribe, como presidente más la puesta en marcha de la llamada seguridad 

democrática con los recursos recibidos del Plan Colombia, las AUC concibieron que la razón 

de ser de su lucha había terminado y que se hacía necesario abandonar las armas ratificando 

su disposición con la firma de los acuerdos de Ralito en 2003. 

Acuerdos de paz de La Habana (2016) 

Durante los dos períodos presidenciales de Álvaro Uribe Vélez (2002-2006 y 2006-

2010), y en el primer gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2014), las guerrillas de las 

FARC sufrieron la arremetida constante de las fuerzas armadas del Estado, propinando 

contundentes golpes a la antigua estructura subversiva (como fueron las operaciones 

militares que dieron de baja a sus principales comandantes),esto llevaría a las FARC-EP a 

una disminución de su capacidad operativa y a un constante repliegue perdiendo su capacidad 

de control en la mayoría de territorios que con anterioridad ocupaban. En el anterior contexto 

y con un conflicto de desgaste permanente, ante la poca claridad de la terminación del 



27 
 

conflicto mediante la victoria armada por parte de alguno de los dos bandos, desde el año 

2012, el gobierno de Juan Manuel Santos y las FARC-EP anunciaron que ya habían iniciado 

las conversaciones para entablar un proceso de paz. Con posterioridad, ambas partes instalan 

la mesa de negociaciones (en Oslo y después de manera definitiva en La Habana) e inician 

las negociaciones que durarían casi cuatro años para la terminación del conflicto armado. 

El año 2016, representó para este proceso un período definitivo y crucial para la 

implementación de los acuerdos, ejemplo de ello es la entrada en vigor del cese definitivo de 

hostilidades entre el Estado y la insurgencia, igualmente en el mes de septiembre el 

Presidente de la República y  el máximo comandante de las FARC-EP, firman el acuerdo 

definitivo para la terminación del conflicto, el cual se fundaba en seis puntos: 1) Desarrollo 

rural integral, 2) Participación política, 3) n del conflicto, 4) Solución al problema de drogas 

ilícitas, 5) Verdad y reparación para las víctimas y 6) Refrendación. 

Consecutivamente, estos acuerdos tuvieron su obstáculo más prominente en el mismo 

año cuando fueron refrendados en un plebiscito, donde el NO promovido por la oposición se 

impuso. Frente a esto, el gobierno decide realizar las reformas necesarias exigidas por el 

partido de oposición y remite los acuerdos al congreso, el cual los aprueba y reciben el 

respaldado de la Corte Constitucional y la comunidad internacional. De esta manera los 

acuerdos de La Habana se consolidan y  su resultado más relevante hasta la actualidad es 

haber logrado lo que en más de cincuenta años de guerra se había visto imposibilitado: la 

extinción de las FARC como grupo armado ilegal, la creación de una justicia transicional que 

evitaría cometer los errores del pasado, la participación política de los ex guerrilleros, la 

creación de una comisión de la verdad para esclarecer los hechos del conflicto, todo basado 

en un eje central de verdad, reparación y no repetición como garantías para una paz estable 

y duradera. 

Es necesario entender que el conflicto armado ha representado para Tuluá, solo uno 

de los componentes de violencia que afectan este territorio, puesto que la violencia local tiene 

una pluralidad de actores y factores donde se puede destacar la concurrencia de grupos 

criminales organizados dedicados en exclusividad al microtráfico, los homicidios selectivos, 

la extorsión y demás actuaciones enmarcadas en un propósito de delincuencia común que 
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afectan con especial énfasis la zona urbana del municipio. Por otro lado, encontramos la 

violencia propia del conflicto armado interno colombiano, que para el caso de esta localidad 

se ha posicionado geográficamente en la zona rural, específicamente en la media y alta 

montaña de la cordillera central. Así pues, en Tuluá el conflicto armado tuvo su origen y 

perdurabilidad por cuatro factores históricos esenciales: La violencia política que segregaba 

y aniquilaba la participación democrática de las bases liberales y de izquierdas, la lucha por 

la tierra, la consolidación de la subversión armada y del paramilitarismo y por último, el valor 

estratégico de Tuluá, puesto que su ubicación geográfica la convierte en un corredor 

obligatorio para la movilización de los grupos armados ilegales y de las rutas del narcotráfico, 

desde el centro y sur del país hasta la región del Pacífico. 

 En cuanto a la violencia política heredada de la confrontación bipartidista entre 

conservadores y liberales, que en Tuluá tuvo su furor y expansión en la década de los 40 y se 

profundizó con el período de “La Violencia” en los años 50; la Villa de Céspedes presenció 

cómo los conservadores iniciaron con tácticas de violencia enfocadas al exterminio político 

y económico de los liberales, utilizando grupos armados denominados “los pájaros” quienes 

infundieron el terror asesinando militantes liberales e incluso despojaban las tierras de los 

“rojos”. Son precisamente estas prácticas de aniquilación política las que paralelamente 

incentivan a la lucha por el dominio de la tierra, pues los grandes hacendados conservadores 

en la región centro y norte vallecaucana, no sólo buscaban mediante las tácticas de los 

“pájaros” aniquilar el poder que ostentaba el Partido Liberal en esta región, sino además, 

perseguían un objetivo esencial y era obtener la mayor cantidad de tierra fértil y productiva 

que se extiende principalmente en la zona rural plana y la media montaña de Tuluá y sus 

alrededores. Es de este contexto tal álgido de donde surgen las guerrillas liberales que 

trataban de dar respuesta a la persecución política y armada de los conservadores. 

Seguidamente, con el devenir histórico mundial en la Guerra fría y con la puesta en 

marcha del Frente Nacional, las bases armadas liberales mutan e inician un proceso de 

reorganización ideológica con la creación y consolidación de la insurgencia de izquierdas en 

la década de los 60, en especial de las FARC, que según la FIP (2014) fue “el primer grupo 

armado que hizo presencia en el Valle del Cauca, incursionando a mediados de los años 
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sesenta en la Cordillera Central en los municipios de Palmira, Florida, Pradera, Tuluá, Buga 

y Caicedonia, entrando desde Cauca y Tolima”. Posteriormente en los años 90, las FARC en 

Tuluá “inicia una confrontación en la cordillera central con el movimiento Jaime Bateman 

Cayón del M-19, por lo que se dispone a la consolidación del control territorial de esta 

extensión geográfica a los Frentes 6 y 30, y a las columnas móviles Víctor Saavedra, Alonso 

Cortés y Alirio Torres; y dada la importancia estratégica de esta región se nombra como 

comandante militar a alias Pablo Catatumbo” (FIP, 2014). De esta forma, las FARC 

consolida el control absoluto de la alta y mediana montaña de Tuluá, estableciendo un Estado 

paralelo insurgente que ejercía plena autoridad, imponía su orden y las normas de conducta 

en una zona que comprendía varios municipios y en especial, los corregimientos de Barragán, 

Puerto Frazadas, San Rafael, Monteloro, Santa Lucia, Venus, La Diadema, La Moralia, etc. 

A finales de los años noventa, Tuluá se convirtió en una zona de confluencia de los 

mayores protagonistas de la violencia en el país, dado que su posición estratégica la convierte 

en un territorio de alto valor delictivo y militar. Ejemplo de ello, es la llegada del 

paramilitarismo a la zona rural en cabeza de José Everth Veloza García alias “HH”, 

comandante del Bloque Calima de las AUC, quienes con la anuencia de la fuerza pública y 

de varios representantes de sectores económicos acaudalados, inician el asalto de la cordillera 

central disputándose su control efectivo con la guerrilla de las FARC-EP. Previamente a la 

llegada de los paramilitares, surge un actor que influye drásticamente en el conflicto armado 

en Tuluá y fue el Cartel del Norte del Valle, el cual supo permear todo el poder político y 

económico del municipio, adaptando una estrategia pragmática de coexistencia y 

colaboración (a veces de confrontación) con los demás grupos armados ilegales que se 

disputaban el poder y el narcotráfico en el municipio vallecaucano. 

  Es en esta época y a principios de los 2000, cuando la violencia se recrudece y se 

manifiestan las mayores violaciones de los derechos humanos en la Villa de Céspedes; casos 

tan atroces como la masacre de La Moralia el 31 de julio de 1999, hecho cometido por 

integrantes del Bloque Calima de las AUC, donde asesinan a varias personas acusándolas de 

colaborar con las FARC. Entre los asesinados se encontraban personas pertenecientes a 

organizaciones campesinas como Los Yarumos, cuyos miembros según el informe Patrones 
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y Campesinos, presentado por el Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH, 2014), y 

con base del testimonio de un habitante de la zona “casi el 80% de los presidentes de las JAC 

eran de Yarumos, muchos los desaparecieron y uno no entiende cómo pudieron saber 

nombres y todo de las personas. Acabaron prácticamente con el proceso organizativo, ellos 

sabían por quiénes iban. Ellos buscaron acabar con el proceso organizativo” (CNMH, 2014, 

p.248). También, es factible resaltar que las violaciones masivas a los derechos humanos en 

este período, fue una práctica sistemática que emprendieron todos los grupos beligerantes del 

conflicto armado interno.  

Bien lo dispone un informe expedido por la Unidad de Restitución de Tierras denominado 

“Corregimiento de Puerto Frazadas afectaciones, situación actual y expectativas frente a la 

restitución de tierras”. En él, se describen los hechos relacionados con la violación a los 

derechos humanos y las infracciones en contra del DIH que sucedieron en dicho 

corregimiento en un lapso de tiempo comprendido entre los años de 1999 y 2003. Entre los 

hechos descritos se plantean: “Amenazas, asesinato de líderes sociales y población 

campesina, bloqueo de alimentos, desplazamiento forzado, confinamiento de la población, 

destrucción de infraestructura civil, instalación de minas antipersonas en fincas, etc.” 

(Unidad de Restitución de Tierras, 2016). 

Consecuencialmente, es oportuno referenciar un informe de alerta temprana denominado 

Nota de seguimiento N° 008-15, emitido por la Defensoría del Pueblo, en este se detallan la 

situación de riesgo que rodea a la población civil de Tuluá a causa de las violaciones a los 

derechos humanos por parte de todos los actores armados que generan la violencia en el 

municipio. En este informe se exponen algunos modos de violencia que impactan la zona 

rural por actuaciones de las FARC-EP y los demás grupos armados ilegales, como es “el uso 

ilegal de menores de edad para acciones relacionadas con el conflicto, accidentes por minas 

antipersonales y artefactos explosivos improvisados, desaparición forzada, homicidios, 

amenazas a líderes sociales, etc.” (Defensoría del Pueblo, 2015). 

Como se ha referenciado, Tuluá es un municipio que ha sido testigo de variedad de 

hechos y de actores que comprometen la dignidad y los derechos humanos a causa de la 
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violencia que se ejerce y que ha tenido como consecuencias una gran cantidad de víctimas, 

una herida profunda en la memoria colectiva (especialmente de las comunidades campesinas) 

y además, el conflicto armado, ha dejado en el territorio rezagos de esa espiral de violencia 

que muta y sigue adaptándose a los nuevos parámetros del desarrollo del municipio. 

 

4.2 ANTECEDENTES 

Del rastreo bibliográfico realizado en las bases de datos y revistas académicas de 

distintas universidades, con el fin de describir y analizar de modo sucinta los estudios e 

investigaciones sobre el tema, se expondrán los hallazgos y aportes importantes para la 

monografía, así entonces los siguientes estudios consultados que aportan elementos jurídicos 

y sociales a esta investigación son:  

En el artículo de derecho titulado Constitucionalización del Sistema Integral de 

Verdad, Justicia y Reparación en Colombia: algunos comentarios sobre la participación 

política y responsabilidad del mando realizado por Acosta y Arévalo (2017). En este se 

destaca la contextualización del Acuerdo Final para la Terminación del conflicto y 

Construcción de una Paz estable y duradera desde una óptica de cambio constitucional y 

normativo. 

Esto después de un conflicto armado de más de 52 años con las FARC, el 24 de 

noviembre de 2016 el Gobierno Nacional y el grupo guerrillero decidieron firmal tal acuerdo 

con el propósito de garantizar la existencia de un marco jurídico para la implementación de 

los diferentes puntos debatidos durante la negociación, y donde se encontraban importantes 

reformas legales y constitucionales: i) la reforma rural integral; ii) la participación política, 

iii) el fin del conflicto; iv) la solución al problema de drogas ilícitas; v) el Sistema Integral 

de Verdad, Justicia, Reparación y Garantías de no repetición y vi) la implementación y 

verificación de los compromisos. Luego de haberse ratificado en el Congreso, el Gobierno 

Nacional ha sometido para su aprobación el mecanismo llamado fast track, orientado a 
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garantizar la existencia y coherencia de un marco jurídico para la implementación del 

Acuerdo Final.  

En este marco jurídico creado, se profirió el acto legislativo 01, del 4 de abril de 2017 

donde se agregó un título transitorio a la Constitución Política que constaba de veintisiete 

artículos en los cuales se reglamentaban el SIVJRNR, la participación política de los 

excombatientes, la responsabilidad del mando de los miembros de la fuerza pública y la 

prevalencia del Acuerdo Final. Los autores en el escrito hacen una importante recolección de 

momentos jurídicos y normativos por los cuales conlleva a hablar de la Constitucionalización 

de este Sistema y de los acuerdos para la paz, hablando desde una adecuación del 

ordenamiento jurídico, los cambios que ha habido a raíz de los Actos Legislativos, los 

artículos constitucionales derogados y transitorios para darle viabilidad tanto interna como 

internacionalmente a estos procesos de paz y justicia transicional y muchos más conceptos 

en relación al Sistema Integral que amplían la mirada jurídica y normativa de esta 

transformación constitucional.  

El artículo de Tonche y Umaña (2017) publicado en la Revistado Derecho del Estado, 

llamado Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición: un acuerdo de 

justicia ¿restaurativa? Donde presentan un estudio conceptual y practico respecto de lo que 

es la justicia restaurativa, en que consiste y cuál es la aplicación concreta en el contexto del 

conflicto armado colombiano, es importante para esta investigación puesto que tienen un 

enfoque en este sistema integral y los contenidos del acuerdo entre el Gobierno y las FARC. 

En el desarrollo del artículo se plantea como un este sistema, se ciñe bajo los objetivos de 

satisfacción de los derechos de las víctimas, el establecimiento de responsabilidad de los 

actores del conflicto, sean directos o indirectos, garantizar la no repetición de nuevas formas 

de violencia habilitando mecanismos de convivencia y reconciliación, también hablan de la 

seguridad jurídico y el debido proceso de quienes participen en estos escenarios de 

postconflicto. Como se acordó de lo logrado en La Habana, establecer un Sistema de carácter 

integral, por ende, las medidas judiciales y extrajudiciales se debe de hacer especial énfasis 

en aquellas medidas restaurativas y reparadoras para buscar reparar el sufrimiento y alcanzar 

la justicia no solo con sanciones retributivas.  
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Cuervo-Criales (2019) en la revista vínculos cuenta con un artículo titulado La 

pacificación como paradigma de la justicia transicional en el Sistema Integral de Verdad, 

Justicia, Reparación y No Repetición- SIVJRNR- donde desarrolla la investigación en si la 

justicia transicional en la JEP fue un cambio de paradigma desde planteamientos teóricos, 

epistemológicos y normativos, afirmando que estos acuerdos dados entre el Gobierno y las 

FARC no fueron suficientes para consolidar la paz, de valioso aporta la monografía porque 

se enfoca en la falta de intereses y voluntad por parte del Estado, y de la sociedad en promover 

un desarrollo social, político y económico dirigido a la convivencia pacífica. Este texto 

propone una mirada crítica a lo que fue tanto la Ley de Justicia y Paz y el SIVJRNR de los 

acuerdos de La Habana, concluyendo que estos procesos no configuran un verdadero proceso 

hacia una paz estable y duradera ya que el Estado, como actor directo de la guerra no reconoce 

tal responsabilidad en el conflicto armado tanto en la jurisdicción de Justicia y Paz como en 

la JEP, afirmando que la verdad de los juzgados está siendo condicionada, configurando el 

concepto que desarrollan de “pacificación” donde consiste en usar esta herramienta en cabeza 

de quien ostenta el poder para dictar un cese definitivo del fuego y evitar la continuación de 

la guerra. La pacificación es un concepto que se ha vendido falsamente como una paz estable 

y duradera en estos procesos de paz y postconflicto, donde la JEP solo juzga a uno de los 

actores de los crímenes cometidos. Por lo que el Acuerdo de la Habana según Cuervo (2019) 

“es una forma de pacificación y de sometimiento con el nombre de Justicia Transicional, por 

lo que este paradigma de paz como un valor supremo sigue siendo una utopía sin alcanzar” 

(p. 180). 

Por otro lado, Valencia y Francés-Gómez (2018) nos hablan en su artículo sobre la 

legitimidad de la Jurisdicción para la Paz y por consiguiente del SIVJRNR, donde analizan 

los principales momentos del proceso de construcción de esta jurisdicción desde unas teorías 

de legitimidad política, defendiendo esta institución por razones como su origen de un 

proceso deliberativo, contenido y resultado razonable, dicen los autores que cuenta con un 

reconocimiento social avalado por el Congreso de la Republica como órgano de 

representación popular y democrática. En esta investigación tratan la legitimidad apoyándose 

en métodos cualitativos propios de las ciencias sociales y jurídicas que nos sirven de ejemplo 
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para nuestra monografía, donde parten de un estudio del caso teniendo en cuenta 

componentes jurídicos de la JEP y el Sistema Integral como componentes sociales para la 

legitimidad popular y las circunstancias en que se han estructurado estos procesos. Dándole 

continuidad a este aspecto de legitimidad del Sistema Integral y el aspecto social de la 

monografía en relación con las posturas, conductas, opiniones, sintetizadas en el concepto de 

percepción ciudadana como se ha manifestado en el planteamiento del problema y la 

importancia de saber hasta qué punto este Sistema tiene legitimidad en la ciudadanía, hasta 

donde lo comprende y lo apoya, es hacer una relación de lo que piensan, lo que creen con el 

comportamiento ciudadano. 

El trabajo utilizará como apoyo el artículo de investigación “La encuesta como 

técnica de investigación. Elaboración de cuestionarios y tratamiento estadístico de los datos” 

para utilizar herramientas de la investigación cualitativa y cuantitativas que nos permita 

elaborar y obtener de modo rápido y eficaz estos procesos de investigación. Anguita, 

Labrador y Campos (2003) proponen familiarizar a los lectores e investigadores con la 

técnica de investigación de la encuesta, la elaboración de esta técnicas, el diseño del 

cuestionario y los aspectos referentes al trabajo de campo y análisis estadístico de los datos 

que a fin de cuentas son los que nos permitirán darle estudio y profundidad a la información 

recogida para responder a la pregunta problema de la monografía y poder determinar las 

percepciones ciudadanas frente al SIVJRNR. 

El artículo de revista titulado “Participación de las víctimas en la JEP: especial 

referencia a los informes de las organizaciones de víctimas, étnicas y derechos humanos” 

publicado en el Vol. 69 de la revista Universitas, en el cual Vega (2020) elaboró un trabajo 

de carácter cualitativo mediante entrevistas semiestructuradas buscaba abordar información 

de los directores de estas organizaciones respecto de tres conceptos: apoyo, visibilidad y 

participación fundamentado en los principios que rigen la Justicia Especial para la Paz como 

la justicia restaurativa y la participación; Esta investigación es un ejemplo en como desde 

diferentes aspectos se puede examinar los elementos subjetivos que enriquecen una 

reconciliación social y reconstrucción de sociedad. En este caso fueron objeto de estudio los 

directores de las entidades quienes presentaban los informes de las víctimas del conflicto 
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armado ante la JEP para dar visibilidad, dignidad y reconocimiento de aquellas violaciones 

graves de derechos humanos, y para nuestra monografía se hará bajo la misma óptica 

cualitativa, utilizando la herramienta de la encuesta, añadido a un factor cuantitativo y 

estadístico, teniendo como objeto de estudio la población civil, sus percepciones, es decir, 

sus actitudes y comportamientos que permitan establecer la transversalidad entre las partes 

del conflicto y la sociedad civil, y como esta se relacionan con las estrategias de construcción 

de paz y el grado de aceptabilidad en esta. 

 

4.2 MARCO TEÓRICO 

Sin duda un enfoque teórico disciplinar que sustente el problema de investigación es 

la propuesta de Johan Galtung, que a través de los años (1985, 1989, 2003) se ha dedicado al 

campo de las ciencias sociales y sobre todo a contribuir a la construcción de paz dese la 

investigación. Galtung parte de que el conflicto en la sociedad es algo obvio, pero no la 

violencia, por lo que el cese de un conflicto no significa el cese de la violencia física y verbal.  

Para Galtung, en “La transformación de los conflictos por medios pacíficos” 

desarrollado posteriormente por Hueso (2000), explica la teoría y práctica del conflicto, 

siendo el conflicto “un ciclo de vida, que nace, se desarrolla y desaparece, algunas veces 

puede reaparecer, pero que surgen cuando hay incompatibilidad y disputas entre dos o más 

actores” (p. 128). Así mismo aquellos conflictos son complejos tanto por los actores como 

por los intereses en juego, que con el pasar del tiempo y sin ser resueltos cambian, y que el 

trabajo por darle fin se transforma en una actividad dificultosa. Por eso, algunos autores o 

intereses quedan sin resolver y dejándose en otro plano. En efecto estas afirmaciones de las 

Teorías de Paz y Conflicto de Galtung se enmarcan en el contexto del conflicto armado en 

Colombia, los Acuerdos de Paz y la implementación de estos a través del SIVJRNR, donde 

se concibe a los autores de este conflicto al Estado y al grupo armado, dejando de lado los 

intereses de otros participes como las víctimas y la sociedad.  

Johan Galtung igualmente trabaja algo llamado “Las raíces de la violencia” en la cual 

brevemente señala que, si el conflicto no se puede solucionar, es probable que genere 
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violencia. Aquí Galtung reitera en no confundir violencia con conflicto, y más adelante se 

explicarán los diferentes tipos de violencia que propone el autor.  

Para trabajar en el conflicto y llegar a su origen se deben de planear un mapa de la 

formación del conflicto, de la formación de la violencia para entender los elementos 

generadores, como lo son los Acuerdos de Paz y las Justicias Transicionales, pero sin dejar 

de lado a otras partes, es decir cuando se encuentran otros actores más alejados pero que 

podrían ser esenciales para solucionar el problema. Como se ha venido mencionando con 

anterioridad, no solo supeditarse a señalar intervalos de violencia entre grupos armados y un 

Estado, teniendo únicamente a dos actores, y en la historia del conflicto solo dos momentos, 

cuando aparece la primera actividad violenta hasta que se da el alto al fuego, eso no es fin 

del conflicto ni mucho menos paz. La violencia es distinta al conflicto, la primera es 

observable a simple vista mientras que lo inconcreto y abstracto corresponde al segundo. La 

teoría de paz y violencia de Johan Galtung no niega la dificultad de hacer desaparecer un 

conflicto porque en esencia son producto de la interacción social y humana, y que así existe 

conflicto no conlleva a que no exista paz, dice Galtung que la paz se acaba cuando el conflicto 

conlleva a la violencia, definiendo la violencia en tres componentes: Violencia directa, 

estructural y cultural. De allí que proponga la paz como un sistema dentro de un contexto en 

específico, con condiciones precisas para que la cultura y estructura de paz releguen esa 

violencia que generó el conflicto.  

La ausencia de violencia directa, estructural y cultura (Paz = paz directa + paz 

estructural + paz cultural). De manera breve se suele explicar el aspecto directo como la 

perceptible a simple vista y a los actos propios de violencia, el aspecto estructural se enfoca 

en las estructuras que no dejan satisfacer las necesidades de paz y el aspecto cultural es el 

creador de un paradigma donde las actitudes violentas y la violencia como tal se normalizan 

(Galtung, 1998). En este punto Galtung afirma que “si por alguna razón, la paz muestra 

síntomas de estar enferma, lo primero que hay que hacer es un diagnóstico, es decir, realizar 

un análisis de esa sociedad o sistema basado en los antecedentes, en el contexto actual y las 

variables que intervienen en el sistema para averiguar si alguno presenta valores fuera de los 

márgenes normales” (1998, p. 101-104). 
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Añade entonces que la mejor forma de edificar una estructura y cultura de paz fuerte 

es mediante la prevención y demás sistemas, que dado en caso aparezca la violencia directa 

y sea detenida, se deba de trabajar en la paz cultural y la estructural respectivamente para 

evitar un resurgimiento que altere la paz directa.  

Esta Teoría del Conflicto objeto de estudio investigativo propuesta por Galtung es 

dada desde tres dimensiones; Actitudes + Comportamientos + Estructura del Conflicto, (a 

veces llamada contradicción por diferentes autores) que gráficamente son: 

Figura 1: Triangulo del Conflicto por Galtung 

Nota. El punto que ilustra “negación de necesidades” se puede entender al igual que 

“estructura del conflicto”, como se mencionaba anteriormente. La figura pretende ilustrar 

como tanto la teoría de paz y la teoría del conflicto se interrelacionan y se corresponden. 

Tomado de Galtung, Johan. Tras la violencia, 3R: reconstrucción, reconciliación, resolución. 

Afrontando los efectos visibles e invisibles de la guerra y la violencia, 1998. 

Existe también lo propuesto por Ramsbothan (2011), respecto a la prevención, gestión 

y transformación de conflictos mortales, y lo cual no se ha aleja de ciertos presupuestos 

propuestos por Galtung en cuanto a la concepción de conflicto desde su estructura, actitudes 
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y comportamientos. Ramsbothan explica que un conflicto es un desajuste entre valores 

sociales y la estructura social propiamente.  

Desarrolla el aspecto de la estructura del conflicto desde dos figuras, un conflicto 

simétrico y un conflicto asimétrico, donde el primero corresponde a las partes, sus intereses 

y el choque de intereses entre ellos, mientras que el conflicto asimétrico corresponde a las 

partes, su relación y el conflicto de intereses propio de esa relación. Las actitudes 

Ramsbothan las incluye en las percepciones y las percepciones erróneas que se tienen entre 

las partes y de ellos mismos, pueden ser positivas o negativas pero que es inevitable que los 

conflictos violentos desarrollen estereotipos e ideas que degraden la percepción de otro, estas 

actitudes se ven influenciadas por emociones como el miedo, el rencor y hasta el odio. La 

actitud por consiguiente incluye elementos emotivos (sentimientos), cognitivos (creencias) y 

conativos (voluntad). Todos estos aspectos subjetivos y estrechamente relacionados con las 

percepciones son el aspecto expresivo de los conflictos. El tercer componente del conflicto 

como lo son el comportamiento, para este teórico incluyen lo que son los actos de 

cooperación, coerción, o los gestos de conciliación u hostilidad. Los comportamientos y 

como se evidencia en el triángulo de conflicto corresponden a la violencia directa, y que para 

Ramsbothan todo conflicto violento se distingue por las amenazas, los ataques destructivos 

y la coacción. Concuerda en que estos tres componentes tienen que estar presentes para 

configurarse con conflicto en concreto, completo; la estructura, el comportamiento y las 

actitudes influyen entre sí y conforme pasa el tiempo se transforma.  

Como resultado de ese análisis realizado a Galtung, Ramsbothan agrega a estas teorías 

una distinción entre paz negativa y paz positiva, siendo la negativa caracterizada por la 

ausencia de violencia directa, en esta se habla de la superación de la violencia estructural y 

cultura, trata más el aspecto de la prevención del conflicto. Por el contrario, la paz positiva 

concierne a la superación de la violencia estructural que insisten en el conflicto.  
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4.4 MARCO CONCEPTUAL 

En este espacio se abordarán los ejes conceptuales aplicables al SIVJRNR, así como 

las definiciones complementarias a lo planteado en el marco teórico. Se planteará 

primeramente la justicia transicional en su definición y aplicación, la justicia transicional a 

nivel internacional, la trascendencia del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 

No Repetición para un país como Colombia, e integrando definiciones más precisas de 

doctrinantes en el tema.  

Alrededor del mundo, la justicia transicional ha sido utilizada como un medio o 

mecanismo idóneo para superar periodos de violencia y de violación masiva o sistemática de 

derechos humanos a causa de conflictos armados internos como es el caso de Colombia o por 

cuestiones de un periodo de transición de regímenes totalitarios/autoritarios a una etapa de 

democratización del Estado y la sociedad como ha sido el caso de Chile. Las anteriores 

peculiaridades que caracterizan a los países que han usado la justicia transicional como el 

medio expedito para conseguir verdad, justicia y reparación, permite inferir que la principal 

concepción que se crea y se difunde de las justicias transicionales, es de que son medios de 

pacificación y reconciliación social que construyen un nuevo sentido de justicia, no como la 

clásica justicia coercitiva sino como una justicia restaurativa enfocada en la dignidad humana 

y en la reparación integral de las víctimas de esas violaciones de derechos humanos. 

 La justicia transicional definición y aplicación 

Desde la óptica de la ONU (2004) la justicia transicional se define como: “toda 

variedad de procesos y mecanismos asociados con los intentos de una sociedad por resolver 

los problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, a fin de que los responsables 

rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la reconciliación”. Frente a esta 

definición la concepción de la justicia transicional se enmarca en la creación de mecanismos 

jurídicos tanto judiciales y no judiciales que sean capaces de reestructurar mediante el acceso 

a la justicia y la consecución de la verdad, aquellas dinámicas sociales, políticas y jurídicas 

dentro de una nación que ha sufrido sistemáticamente la violación masiva de derechos 

humanos.  
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En cuanto a la aplicación de la justicia transicional, esta, de forma general en su 

acepción, contiene unos objetivos que pueden variar acorde al contexto y a la particularidad 

de los hechos que propiciaron la violación masiva de los derechos humanos en determinado 

país y sus singulares consecuencias. Dentro de esos objetivos se tienen los siguientes: 

A) Fortalecer o instaurar el estado de derecho. B) Abordar, e intentar sanar, las heridas 

que surgen en la sociedad como resultado de las violaciones a los derechos humanos. 

C) Avanzar en los procesos de reconciliación, garantizando los derechos de las 

víctimas y de la sociedad a la verdad, a la justicia y a la reparación integral. D) 

Reducir la impunidad, proveer de justicia a las víctimas y responsabilizar a los 

culpables. E) Develar la justificación ideológica (política, cultural, económica, etc.) 

de la violencia y los crímenes de guerra y ofrecer a la sociedad la posibilidad de 

desmontar el sistema de valores asociados a ella. F) Promover la eliminación de las 

causas de una situación de injusticia social de carácter estructural, que a su vez 

deriven en sólidas garantías de no repetición de las violaciones. (Ardila, 2006. p. 2)  

Como se aprecia y ante los objetivos precedentes, la justicia transicional tiene su 

deber ser en la configuración de un sistema alternativo que posibilite los fines esenciales de 

la paz, la justicia y la convivencia, mediante actuaciones eficaces y transitorias que logre 

evitar en ese proceso de transición los actos de impunidad y re victimización de las víctimas, 

sus familias y la sociedad en general.  

La justicia transicional a nivel internacional 

Se puede inferir que en los últimos años la justicia transicional ha sido promovida por 

el derecho internacional con el fin de afianzar alrededor del mundo tres conceptos claves para 

el fortalecimiento y protección de los derechos humanos: El Estado de derecho, la 

democracia y la noción de justicia. Estos tres pilares conceptuales, tienen como finalidad la 

construcción de sociedades más libres, equitativas y arraigadas en la defensa de los derechos 

humanos y es precisamente en esa consecución de sociedades humanizadas, donde la justicia 

transicional se erige como una herramienta útil a la hora de realizar el proceso de transición 
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de sociedades sometidas a la violación sistemáticas de DDHH a una sociedad democrática y 

libre debido a que se pretende es una restauración de un orden equitativo y en paz. 

La justicia transicional y la lucha contra la impunidad se fundamentan en cuatro de 

los principios de las normas internacionales de derechos humanos:  

La obligación del Estado de investigar y procesar a los presuntos autores de 

violaciones graves de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, 

incluida la violencia sexual, y de castigar a los culpables; b) el derecho a conocer la 

verdad sobre los abusos del pasado y la suerte que han corrido las personas 

desaparecidas; c) el derecho de las víctimas de violaciones graves de los derechos 

humanos y del derecho internacional humanitario a obtener reparación; y d) la 

obligación del Estado de impedir, mediante la adopción de distintas medidas, que 

tales atrocidades vuelvan a producirse en el futuro. (ONU, 2014, p. 5). 

En concordancia con esos principios internacionales de derechos humanos que erigen 

la justicia transicional, es determinante, que la principal función de los mencionados 

principios dentro de los mecanismos alternativos de justicia, es aportar en la creación de una 

base jurídica a nivel nacional que logre las reformas del sistema normativo local para incluir 

la promoción y restauración de los derechos humanos en el plano nacional bajo estándares 

universales, ejemplo de ello se tienen las experiencias de Sierra Leona, Sudáfrica, Uganda, 

Chile, entre otros.  

La trascendencia para Colombia del SIVJRNR de los Acuerdos de Paz de La Habana  

En Colombia el conflicto armado interno ha tenido múltiples causas como la posesión 

y despojo de la tierra para el control territorial, las fricciones ideológicas armadas, la 

incursión del narcotráfico, etc.; donde la degradación del conflicto y la incursión de nuevos 

actores armados y de nuevas formas de lucha asimétrica han conllevado a una degradación 

infrahumana de los actos de la guerra, en especial cuando se ha configurado desde la década 

de los ochenta, una idea generalizada del exterminio total del enemigo mediante actos 

generalizados de sevicia y barbarie. Y es que precisamente es el término “enemigo” el que 

ha tenido un abanico amplio de individuos y comunidades que se han considerado como tal, 
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en especial la población civil territorios rurales alejados que nunca han participado del 

conflicto, pero irónicamente son en su mayoría el grueso de la población víctima del conflicto 

armado interno. Entonces ante dicha situación el conflicto armado colombiano se caracteriza 

por la aplicación de tres dinámicas importantes: La sistematización de prácticas violatorias 

de los derechos humanos, la aplicación de los actos de guerra en territorios alejados del 

control estatal y la prolongación a través del tiempo de actos de barbarie, aniquilación y 

sevicia, por lo cual se puede deducir que los actores armados en Colombia han tenido tres 

propósitos: sembrar el miedo, lograr la no responsabilización de quienes participan en la 

guerra mediante la impunidad y el olvido social de los sucesos de la guerra. 

El SIVJRNR (2018) se concibe como “un sistema compuesto por diferentes 

mecanismos judiciales y extra judiciales que se pondrán en marcha de forma coordinada con 

el fin de lograr la mayor satisfacción posible de los derechos de las víctimas del conflicto 

armado, asegurar la rendición de cuentas por lo ocurrido, garantizar la seguridad jurídica de 

quienes participen en el Sistema Integral y contribuir a garantizar la convivencia, la 

reconciliación y la no repetición del conflicto y así asegurar la transición del conflicto armado 

a la paz”. 

Por lo expuesto, se hace evidente que, tras una guerra infrahumana y tan prolongada 

a través del tiempo, el acuerdo de paz de La Habana marcó un hito jurídico, político y social 

en Colombia, porque logró crear un sistema de justicia alternativo, eficaz, expedito e 

inclusivo con altos estándares en garantía de derechos humanos, porque el centro del 

SIVJRNR es la atención integral de las víctimas del conflicto armado y la consecución de 

una paz estable y duradera mediante la reconstrucción de la verdad y los esquemas especiales 

de investigación y juzgamiento. 

Justicia transicional 

El Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad posee un documento útil para 

la monografía llamado “¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y reparación 

para Colombia”, donde en el primer título: Las enseñanzas del análisis comparado: procesos 

transicionales, formas de justicia transicional y el caso colombiano, autoría del jurista 
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Rodrigo Uprimny (2006), en el cual este delimita el concepto de justicia transicional como 

“una figura que busca una transformación en el espectro social y política de un país, una 

transformación a través de un proceso que puede ser negociable”. De esta transformación se 

desprenden tareas específicas a largo plazo como el equilibrio entre la justicia y la paz, como 

garantizar los derechos a la verdad y reparación de las víctimas y a su vez condiciones para 

la desmovilización y reintegración a la vida civil de los excombatientes. Si bien es cierto que 

un factor constante en el desarrollo de la justicia transicional, es esa rigidez entre justicia y 

paz, y que se pueda utilizar las experiencias de otros procesos de transición a través de la 

historia, Uprimny recalca que cada país debe de operar mediante políticas jurídicas propias 

y diversas que sean acordes a solventar los problemas individuales de cada sociedad y el 

entorno que dieron paso al conflicto.  

Justicia restaurativa, reparación y transición 

Adicionalmente se tiene a la justicia restaurativa como un principio orientador de la 

Justicia Especial para la Paz (JEP). Acosta-López y Espitia (2020) conciben esta forma de 

justicia como un paradigma, procesos, escenarios o valores que tienen como propósito: 1) 

reparar el daño causado, 2) reintegrar a quienes causaron el perjuicio, 3) transformar las 

estructuras sociales, 4) reconstruir el tejido social y 5) reconciliar a las partes del conflicto. 

Por consiguiente, dentro de un sistema de justicia restaurativa es una exigencia la voluntad 

de las partes y su comparecencia a estas instancias, y que de esta manera haya un 

reconocimiento, un resarcimiento y así una reconciliación. En estos procesos ha quedado en 

evidencia que es de vital importancia que no solo víctimas y victimarios intervengan, sino 

también las comunidades involucradas tengan participación, desde la planeación como 

implementación de estas medidas. 

Pablo de Greiff (2013) en sus funciones como ex relator especial de las Naciones 

Unidas en varias ocasiones tuvo la oportunidad de aportar una definición de reparación 

durante procesos transición, señaló que la reparación debe entenderse desde dos caras, una 

como el derecho de las victimas al acceso a la justicia y lo que deriva de esto, y la otra como 

una obligación estatal. Aquí se busca entonces la reconciliación entre las partes y el 

reconocimiento de las víctimas como titulares de derechos y garantías.  
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4.5 MARCO LEGAL 

El SIVJRNR, es un conjunto de procedimientos y mecanismos jurídicos tanto 

judiciales como extrajudiciales, que de forma mancomunada tiene la finalidad de satisfacer 

con la mayor eficiencia y eficacia posible, los derechos de las víctimas que ha dejado el 

conflicto armado interno en Colombia donde aquella finalidad se representa en tres misiones 

esenciales del sistema: La reconstrucción de la verdad del conflicto armado, el juzgamiento 

y sanción pertinentemente a los actores involucrados en los hechos indagados y que se logre 

construir una paz estable y duradera donde se sostenga una garantía de convivencia y de no 

repetición de los hechos o actos victimizantes. 

Bajo la anterior premisa, se trae a colación los referentes normativos internacionales 

y nacionales que regulan legalmente la existencia y funcionamiento del SIVJRNR 

En cuanto a la regulación internacional del sistema de justicia transicional, los 

derechos a la Verdad, Justicia y Reparación, se encuentran estipulados de forma indirecta en 

los tratados y convenios internacionales firmados y ratificados por Colombia en materia de 

derechos humanos como el Protocolo adicional de los Convenios de Ginebra de 1949 y el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que hacen parte del compendio jurídico 

del sistema de derechos humanos de la ONU y, la Convención Americana de Derechos 

Humanos que rige el Sistema Interamericano de Derechos Humanos aplicable a los países 

miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA). 

Se infiere razonablemente que esta normatividad internacional determina 

indirectamente la regulación de los derechos rectores del SIVJRNR porque estos marcos y 

pactos internacionales promulgan de forma expresa los derechos humanos aplicables como 

principios de la justicia transicional en el mundo como es el derecho al acceso a la justicia, 

el debido proceso, etc., donde su desarrollo interpretativo y jurídico del cual se infiere la 

conexidad con el derecho a la verdad, la justicia y la reparación de los sistemas de justicia 

transicional se debe gracias al trabajo de las instituciones supranacionales que pertenecen a 

los Sistemas de derechos humanos referidos con anterioridad, entre ellas encontramos a el 

Consejo de Derechos Humanos y el Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la 
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ONU, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de 

Derechos humanos que mediante el ejercicio de su jurisdicción y competencia han presentado 

y desarrollado un conjunto de premisas, reglas y estándares jurídicos que obligan a los 

Estados sometidos bajo su jurisdicción, a cumplir con los tratados y pactos internacionales 

ratificados por los Estados en materia internacional de derechos humanos. 

La situación presentada anteriormente se argumenta bajo el precepto de “el control 

de convencionalidad” que esboza la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 

sobre el deber de los Estados bajo su jurisdicción de acatar y aplicar su jurisprudencia; y es 

mediante su sentencia de fondo en el caso Átala Riffo y niñas contra Chile, que la Corte 

Interamericana deja clara la presente situación: 

Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles 

están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las 

normas internas y la Convención Americana, en el marco de sus respectivas 

competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los 

jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no 

solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 

Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. En conclusión, con 

base en el control de convencionalidad, es necesario que las interpretaciones 

judiciales y administrativas y las garantías judiciales se apliquen adecuándose a los 

principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal en el presente caso. (p. 

82). 

Bajo el mismo sentido se ha referido la CIDH, cuando presentó su informe sobre el 

proceso de desmovilización de las AUC en Colombia, el cual la Comisión señala que : “En 

materia de justicia transicional la comunidad internacional ha fijado unos lineamientos que 

estatuyen los principios y derechos de la verdad, la justicia y la reparación que se nutren de 

la dinámica y las experiencias sociales como también de los principios de derecho reflejados 

en la obligación de los Estados de administrar justicia conforme al derecho internacional” 

(CIDH, 2004). 
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Los derechos humanos a la verdad, justicia para la reparación de las víctimas como ejes 

normativos fundamentales de la paz y la justicia transicional 

Los derechos a la verdad, la justicia y la reparación como ejes normativos del 

SIVJRNR se encuentran integrados en el sentido de que la obtención de la verdad repercute 

en la aplicabilidad de una reparación efectiva y concomitantemente conlleva a la consecución 

de los valores que componen el derecho y el valor de la justicia. 

La verdad como eje principal, normativo y valorativo de los sistemas de justicia 

transicional se interpreta y aplica internacionalmente, como esa potestad intrínseca derivada 

de la condición humana de las víctimas de violaciones de los derechos humanos para conocer 

de manera pertinente, completa y con certeza el origen, el modo, las circunstancias y el 

trasfondo de los actos o hechos que conllevaron a la violación de sus derechos reconocidos 

universalmente en los tratados y convenios internacionales en la materia. 

El derecho a la verdad tiene su origen normativo de manera implícita en el Derecho 

Internacional Humanitario (DIH), específicamente en el Protocolo adicional (1977) de los 

Convenios de Ginebra (1949), el cual fija que:  

Artículo 32. En la aplicación de la presente Sección, las actividades de las Altas Partes 

contratantes, de las Partes en conflicto y de las organizaciones humanitarias 

internacionales mencionadas en los Convenios y en el presente Protocolo deberán 

estar motivadas ante todo por el derecho que asiste a las familias de conocer la suerte 

de sus miembros. (ONU, 1977) 

Como se ve tácitamente en el caso concreto, el origen del derecho a la verdad se 

cimienta en ese derecho que tienen los familiares de víctimas de desaparición en el marco de 

un conflicto armado a saber el paradero de sus seres queridos y las circunstancias en que se 

desarrollaron los hechos.  

Como se ha reiterado, la verdad está íntimamente ligada al acceso a la justicia y a la 

reparación por ende la Convención Americana de Derechos Humanos enfatiza el acceso a la 

justicia como derecho donde se pregona que: 
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Artículo 8. Acceso a la justicia. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 

debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación 

de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 

derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

(OEA, 1969). 

Frente a este derecho, la Comisión Interamericana de Derechos humanos expresa que 

los derechos a la verdad y a la justicia son inherentes a todo ser humano, donde se puede 

exigir del Estado una respuesta pronta y eficaz en un término razonable dentro de un proceso 

de litigio puesto a su conocimiento. 

Así, se puede evidenciar con estos conceptos interpretativos de normas 

internacionales en como la verdad y la justicia se componen en directrices imperativas para 

la reparación integral de las víctimas en el contexto de un conflicto armado y en la posterior 

aplicación de una justicia transicional como es la del SIVJRNR.  

En la normatividad nacional la justicia transicional tiene unos fundamentos 

constitucionales, ya que es obligación del Estado realizar los actos correspondientes para 

proteger los derechos fundamentales de todas las personas bajo su jurisdicción y por ende 

debe buscar las formas para garantizar la sana convivencia de la sociedad, en medio del orden 

democrático bajo la noción de justicia y de la dignidad humana de los individuos. La carta 

magna expresa los fines esenciales del Estado de la siguiente forma: 

Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 

que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 

Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y 

asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 



48 
 

libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de 

los particulares. (Constitución Política de Colombia, 1991).  

El deber de protección y garantía del Estado frente a los derechos fundamentales de 

las personas es una obligación inalienable de un estado social y democrático de derecho como 

Colombia, que en sus potestades constitucionales debe crear y adoptar los mecanismos 

posibles, legales y justos como es el sistema tema de estudio, para acabar con el conflicto 

armado y consecuentemente obtener la reparación integral de las victimas mediante la 

aplicación de una justicia restaurativa que conlleve a “un orden justo y en paz”. También, es 

imperante precisar que la justicia transicional sigue los lineamientos del artículo 22 

constitucional que proclama a la paz como un derecho y un deber de las personas, pero en 

especial, es una obligación del Estado garantizar su aplicabilidad y cumplimiento en su doble 

connotación (como deber y derecho).  

El Acto Legislativo 01 de 2012 introdujo una reforma constitucional mediante la cual, 

el Estado creo un marco jurídico constitucional que permitió la fijación de mecanismos de 

justicia transicional propios del SIVJRNR siguiendo los preceptos del artículo 22 de la carta 

magna y de esta forma se introdujeron a la Constitución los artículos transitorios 66 y 67. El 

artículo 1 del Acto legislativo en mención dispone lo siguiente:  

Los instrumentos de justicia transicional serán excepcionales y tendrán como 

finalidad prevalente facilitar la terminación del conflicto armado interno y el logro de 

la paz estable y duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los 

colombianos; y garantizarán en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a 

la verdad, la justicia y la reparación. Una ley estatutaria podrá autorizar que, en el 

marco de un acuerdo de paz, se dé un tratamiento diferenciado para los distintos 

grupos armados al margen de la ley que hayan sido parte en el conflicto armado 

interno y también para los agentes del Estado, en relación con su participación en el 

mismo. (Acto Legislativo 01, 2012).  

En el año 2016 se aprueba y entra en vigencia la Ley 1820 de 2016, mediante la cual 

se dictaron disposiciones sobre amnistía, indulto y tratamientos penales especiales. Esta 
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norma regula las amnistías e indultos para los integrantes de los grupos armados al margen 

de la Ley que se hayan caracterizado por ser beligerantes en el conflicto armado interno y los 

cuales hayan cometido delitos políticos y conductas típicas conexas a estos, también 

determina tratamientos en materia punitiva especiales y diferenciados, especialmente para 

agentes del Estado que estén condenados o procesados de realizar conductas punibles en el 

marco del conflicto armado interno. Por lo tanto, esta Ley permitió que todos aquellos que 

estuvieron participando directa o indirectamente en el conflicto armado con anterioridad a la 

entrada en vigor del acuerdo de paz y hayan cometido delitos en el desarrollo de la guerra 

puedan acceder a beneficios jurídicos bajo los principios de favorabilidad, debido proceso y 

seguridad jurídica con la finalidad a que aporten a la reconstrucción de la verdad y al 

desarrollo de una paz estable y duradera. 

También se expide la Ley 1779 de 2016, la cual modifica la Ley 418 de 1997 lo que 

permitió incluir una potestad al Gobierno Nacional para realizar los actos necesarios que 

propiciaron los diálogos necesarios con los grupos armados subversivos con la finalidad de 

facilitar la paz, la convivencia pacífica y la reconciliación en Colombia. Esta norma 

determina en su artículo primero que bajo los preceptos del Derecho Internacional 

Humanitario se entiende por grupo armado al margen de la ley a: “aquel que, bajo la dirección 

de un mando responsable, ejerza sobre una parte del territorio un control tal que le permita 

realizar operaciones militares sostenidas y concertadas”. De esta forma el Estado colombiano 

bajo los parámetros legales, afianzó de manera trascendental a la organización de las FARC-

EP el estatus de grupo armado beligerante propio de un conflicto armado interno, que debía 

someterse a las reglas del Derecho Internacional Humanitario y que bajo ese reconocimiento 

podía el gobierno nacional entablar las negociaciones necesarias para alcanzar el cese y 

terminación de las hostilidades para lograr una paz estable y duradera. 

Posteriormente, tras la construcción de un ambiente legal que permitiese la seguridad 

jurídica a los miembros del grupo subversivo y a lo acordado en el Proceso de Paz de La 

Habana, fue en el año 2017 cuando con la aplicación del procedimiento legislativo especial 

para la paz (Fast Track), se le dio plena vida jurídica al Sistema Integral de Verdad, Justicia, 

Reparación y No Repetición mediante el Acto Legislativo 01 de 2017, el cual introdujo una 
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nueva serie de reformas constitucionales para la creación de todos los componentes 

institucionales del sistema integral de justicia transicional al igual que la jurisdicción, 

funciones y competencia de la Comisión de la Verdad, la Jurisdicción Especial para la Paz y 

de la Unidad de Búsqueda de personas dadas por desaparecidas. El artículo 1 del Acto 

Legislativo 01 de 2017 reza lo siguiente:  

“Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR). El 

Sistema integral estará compuesto por los siguientes mecanismos y medidas: la 

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición; 

la Unidad para la Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas en el contexto y en 

razón del conflicto armado; la Jurisdicción Especial para la Paz: las medidas de 

reparación integral para la construcción de paz y las garantías de no repetición. El 

Sistema Integral parte del principio de reconocimiento de las víctimas corno 

ciudadanos con derechos; del reconocimiento de que debe existir verdad plena sobre 

lo ocurrido; del principio de reconocimiento de responsabilidad por parte de todos 

quienes participaron de manera directa o indirecta en el conflicto y se vieron 

involucrados de alguna manera en graves violaciones a los derechos humanos y 

graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario; del principio de 

satisfacción de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la 

no repetición” (Acto Legislativo 01, 2017, art.1). 

Consecutivamente, se expidió el Acto legislativo 02 de 2017, el cual adiciona un 

artículo transitorio a la Constitución con el propósito de dar estabilidad y seguridad jurídica 

al acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una Paz Estable y 

Duradera, donde el artículo transitorio 20 determina en su inciso segundo que “las 

instituciones y autoridades del Estado tienen la obligación de cumplir de buena fe con lo 

establecido en el Acuerdo Final “(Acto Legislativo 02, 2017).  

Este acto legislativo como se evidencia buscaba complementar y sostener a través del 

tiempo, la seguridad jurídica al acuerdo de paz para que, en el desarrollo de las actuaciones 

institucionales del Estado, los parámetros establecidos en materia de los derechos 

fundamentales y al derecho internacional humanitario establecidos en el acuerdo de paz sean 
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de obligatorio cumplimiento, donde su interpretación y aplicabilidad le otorgue la validez 

jurídica y fáctica a lo acordado. 

En la sentencia C-674 de 2017, la Corte Constitucional realiza su correspondiente 

control de constitucionalidad al Acto legislativo 01 de 2017, declarando su exequibilidad y 

por ende, reafirma la seguridad jurídica del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 

y No Repetición (SIVJRNR),puesto que este sistema de justicia transicional no sustituía los 

principios esenciales de la constitución e igualmente no desconocía el deber del Estado de 

investigar y juzgar las violaciones sistemáticas de los derechos humanos y del DIH, bien lo 

arguye la Corte cuando determina que:  

“El modelo sancionatorio previsto en el Acto Legislativo 01 de 2017 no desconoce el 

deber del Estado de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones a los 

derechos humanos y las infracciones al Derecho Internacional Humanitario, por dos 

razones fundamentales. Primero, porque justamente la reforma constitucional 

preserva expresamente el deber de criminalizar a los máximos responsables de los 

delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra, y únicamente permite la 

renuncia a la persecución de los delitos que no tienen esta connotación. Y 

adicionalmente, porque la renuncia a la persecución penal y el acceso y la 

conservación de los tratamientos penales especiales se encuentra supeditada al 

cumplimiento de las exigencias inherentes al sistema de verdad, justicia, reparación 

y no repetición, establecidas en función del sistema de condicionalidades” (Corte 

Constitucional, Sentencia C-674 de 2017).  

Igualmente, la sentencia C-630 de 2017 realiza el control de constitucionalidad al 

Acto Legislativo 02 de 2017, declarándolo exequible, argumentando que la seguridad 

jurídica pretendida en dicha norma es factible bajo las circunstancias de un conflicto armado 

extendido a través del tiempo y por lo cual la consecución de la verdad y de una paz estable 

y duradera es una necesidad imperiosa, donde el sistema de justicia transicional propiciaba 

bajo la sujeción del DIH y los derechos fundamentales conseguir esos fines del Estado en el 

marco del conflicto armado, por lo tanto, el acuerdo de paz de la Habana adquiría el carácter 

de una política pública del Estado colombiano. Por lo tanto, la corte concluye que: 
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“A partir de ese acto legislativo el Acuerdo se adopta como política de Estado, de 

manera que todos los órganos, instituciones y autoridades del Estado, se encuentran 

comprometidos con su implementación de buena fe, y, por tanto, cualquier desarrollo 

del mismo debe tener por objeto su cabal cumplimiento y guardar coherencia con sus 

contenidos, finalidades, espíritu y principios” (Corte Constitucional, Sentencia C-630 

de 2017).  
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5. METODOLOGÍA 

La presente es una investigación de tipo socio jurídica, desarrollado bajo un método 

mixto (cualitativo y cuantitativo), porque la intención es la de conocer desde las 

características de las percepciones ciudadanas aquellas conductas, opiniones, actitudes y 

sentimientos obtenidos acerca el SIVJRNR y elaborar análisis estadístico que permita 

recopilar la información, descubrir patrones, tendencias que serán de gran aporte a la 

investigación. Para Hernández, Fernández y Baptista, la investigación de enfoque mixto que 

integra los aspectos cuantitativos y cualitativos, es todo un proceso de investigación 

sistemático, crítico y empírico que implica la recolección y análisis de datos de ambas 

índoles, una discusión en conjunto de ambos puntos, y es por eso que es una mejor adecuada 

de estudiar el fenómeno de las percepciones, porque por el aspecto cualitativo facilita 

comprender las percepciones de los participantes, lo que estos describen, sienten y opinan en 

relación al sistema, y el aspecto cuantitativo porque es la herramienta estadística que facilita 

el registro de datos en números, lo anterior se resume en poder cuantificar lo cualitativo, es 

decir, las percepciones se analizan numéricamente y por lo tanto obtener análisis y resultados 

íntegros. (Sandoval et al, 2019, p.717) 

Lo anterior bajo el entendimiento que las percepciones son un producto de las 

realidades sociales y personales de todos los individuos que conforman la comunidad, esta 

investigación se propone estudiar la facticidad del derecho. El tipo de estudio según los 

objetivos hace referencia a una investigación descriptiva y correlacional, ya que esta se 

encarga de describir, analizar e interpretar un fenómeno o situación determinada, es hablar 

de las características y narrativas que se encuentran en la sociedad, en este caso, la tarea es 

hacer tal descripción, análisis e interpretación de las percepciones ciudadanas frente al 

SIVJRNR, y adicional a ello, correlacionar y ver como las variables obtenidas se asocian 

entre sí para llegar a conclusiones más sólidas e integrales, esto sin llegar a intervenir en la 

realidad social ya que solo se busca es obtener y analizar la información recolectada.  

La investigación según el diseño es eminentemente de campo puesto que los datos de 

interés para la investigación van a ser recogidos directamente de la realidad de los 

ciudadanos, utilizaremos las técnicas propias de los diseños de campo y los enfoques 
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cualitativos que son la encuesta, mediante muestras obtenidas de los habitantes mayores de 

edad de la ciudad de Tuluá, específicamente de una muestra representativa de 149 

participantes, estos aportan el conocimiento directo de la realidad social (percepciones) 

siendo así la ciudadanía, la población objeto de estudio.  

Antecedentes de este tipo estudio sobre el Sistema y las percepciones que tienen sobre 

él, que han utilizado la metodología de la encuesta son relativamente actuales; fue hasta hace 

tres años que la Universidad Nacional de Colombia, en Cuadernos de Economía, edición 

setenta y ocho, publicaron el artículo de investigación del autor anteriormente citado, 

Sandoval et al. (2019) donde analizaron la percepción que tienen los militares judicializados 

en Colombia sobre la Justicia Especial para la Paz, donde estos manifestaron principalmente 

el tratamiento injusto entre militares y demás actores, además de la posibilidad que brinda la 

JEP de retomar la vida civil. Esta investigación, como la presente, utilizó el instrumento de 

la encuesta, con un carácter mixto igualmente de preguntas cualitativas y cuantitativas, 

tomando como muestra trescientos treinta y tres internos de diferentes centros de detención. 

Otro estudio de percepción sobre un ente del SIVJRNR es el estudio doctoral sobre la 

Comisión de la Verdad en Colombia, Ruiz et al. (2019), donde se diseñó un instrumento de 

encuesta aplicado en estudiantes universitarios, y al igual que la presente investigación, 

también se le utilizaron herramientas virtuales como lo es el Google Forms. En ambas 

investigaciones y para nuestro caso en concreto, se plantearon los objetivos descriptivos y de 

análisis utilizando el paquete estadístico SPSS.  

Otras técnicas y métodos propios en materia estadística son el Coeficiente de 

Correlación Lineal de Pearson, que nos permite estudiar y medir el nivel de relación entre 

variables. Suárez (2011) explica que:  

“Los coeficientes de correlación son medidas que indican la situación relativa de los 

mismos sucesos respecto a las dos variables, es decir, son la expresión numérica que 

nos indica el grado de relación existente entre las 2 variables y en qué medida se 

relacionan. Son números que varían entre los límites +1 y -1. Su magnitud indica el 

grado de asociación entre las variables; el valor r = 0 indica que no existe relación 

entre las variables; los valores  1 son indicadores de una correlación perfecta positiva 
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(al crecer o decrecer X, crece o decrece Y) o negativa (Al crecer o decrecer X, decrece 

o crece Y)” (2011, p. 1)  

Para ilustrar con mayor claridad lo que quiere expresar el autor con la correlación 

positiva y negativa, plantea la siguiente figura:  

Figura 2 

Correlación de Pearson, -1, 0 y +1.  

 

Nota. Entre más cerca se encuentre el valor de correlación a +1, la correlación entre ambas 

variables es positiva, es decir que, si X crece, Y también. mientras que si el valor de 
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correlación se acerca a -1, X crece y Y disminuye, o viceversa, por lo que es una correlación 

negativa. Si es 0 la relación es nula.  

La Escala de Likert es una forma de medición inventada por Rensis Likert en el año 

1932, y a pesar de ya parecer antigua, en materia estadística es un enfoque vigente y usado a 

la actualidad. “En las ciencias sociales y humanas es frecuentemente utilizada, como lo son 

las entrevistas y encuestas, por lo que permite asociar el aspecto cualitativo de las 

percepciones de los interrogados, en un valor cuantitativo medible y representado en datos 

numéricos”. (Echauri, A, Minami H, y Sandoval M.J (2012). 

Algunos investigadores consideran la Escala de Likert como una alternativa para 

interpretar instrumentos de percepción social, aporte valioso para esta monografía, y en su 

investigación ellos dicen:  

Las escalas de valor y de estimación tipo Likert son aquellas que se utilizan para 

determinar la percepción de alguna variable cualitativa que por su naturaleza denota 

algún orden (Lee y Joo, 2019). Ha sido ampliamente utilizada en estudios sociales 

donde se recogen las percepciones no cuantitativas sobre algún tópico en específico 

(Martínez y Yesaved, 2018). Esta naturaleza cualitativa y la necesidad de crear 

indicadores estadísticos que denoten confiabilidad sobre los resultados obtenidos han 

hecho que la estadística no paramétrica desarrolle metodologías para garantizar la 

confiabilidad de sus estimaciones (Infante y Zarate de Lara, 2010; Canto de Gente et 

al., 2020, p. 38).  
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6. ASPECTOS DOCTRINALES, LEGALES Y JURISPRUDENCIALES DEL 

SISTEMA INTEGRAL DE VERDAD, JUSTICIA, REPARACIÓN Y NO 

REPETICIÓN (SIVJRNR) 

 

6.1 ASPECTOS DOCTRINALES DEL SIVJRNR 

Los aportes en lo que respecta a la doctrina se analizarán, primeramente, bajo los 

principios orientadores del SIVJRNR, como lo es el paradigma de la justicia transicional, 

justicia restaurativa y reparación, se abordarán con más profundidad las teorías de Galtung 

sobre la violencia cultural, estructural y directa, y por consiguiente los conceptos de paz 

positiva, negativa y neutra, además de presupuestos de verdad y garantías de no repetición, 

siendo éstos examinados bajo los parámetros de los sistemas internacionales de derechos 

humanos.  

De la revista Vniversitas, editorial de la Pontificia Universidad Javeriana, se extrajo 

un artículo de que construye una relación comparativa entre la justicia restaurativa, justicia 

transicional y la justicia convencional, esto junto a una serie de propuestas para lograr la 

materialización de los objetivos de la JEP, los retos de esta justicia y de Colombia frente al 

nuevo paradigma restaurativo del SIVJRNR. Se afirma entonces que “la justicia restaurativa 

nace como una alternativa, es decir, una nueva opción al sistema penal o justicia 

convencional, sistema que tiene una perspectiva enfocada en el victimario, el delito, la 

víctima y por consiguiente el castigo” (Acosta-López y Espitia, 2020). Siendo así la justicia 

restaurativa todo lo opuesto, un nuevo paradigma con una óptica reconstructiva del tejido 

social, que promueve la reintegración en la sociedad, haciendo hincapié en los daños y sobre 

todo en la reparación. El paradigma de esta justicia restaurativa es relevante para esta 

monografía, y para cualquier otra que analice y estudie el SIVJRNR en virtud de que actúa 

como un valor y un principio orientador de este último, no solo orienta su esencia, sino que 

también los procedimientos (diferenciación que se explicará más adelante), asimismo la 

justicia restaurativa se asocia con las propuestas de Galtung descritas en el marco referencial, 

que son las 3R: reconstrucción del tejido social, reconciliación entre las partes, víctimas y 
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comunidades y por supuesto la reparación. La propia doctrina, jurisprudencia interna y la 

ley han señalado que este paradigma restaurativo tiene por propósito la reparación de 

víctimas.  

En este mismo artículo y en consonancia con el Acto Legislativo 01 de 2017 y la Ley 

1957 de 2019, contemplan la reparación como un derecho y deber internacional en 

consonancia con el marco jurídico colombiano creado en el contexto de transición. La 

reparación en contextos de transición obedece a todos los derechos de las víctimas derivados 

del derecho de acceso a la justicia, y frente a este el deber y obligación de garantía del estado, 

el Ex Relator de la ONU, Pablo de Greiff manifiesta que la reparación es el resarcimiento del 

daño causado, fomentar la reconciliación, y que también es un hecho de reconocimiento de 

las víctimas de violaciones directas, indirectas, individuales y colectivas. 

Figura 3: Relación de complementariedad entre la reparación y la justicia restaurativa 

 

Nota. El grafico ilustra como ambos conceptos son presupuestos básicos utilizados también 

en procesos de transición para la satisfacción de los derechos de las víctimas y reconstruir 

el tejido social. (Acosta y Espitia, 2020).  

Acorde a lo expuesto por Roche (2002), en su artículo Restorative Justice and the 

Regulatory State in South African Township de 2002, explica que la justicia restaurativa 

presenta dos dimensiones, una de valores y la otra de procesos. Los valores aportan al 

paradigma de justicia restaurativa teniendo como núcleo las víctimas y las comunidades 

afectadas, fomentando el diálogo para que consigo lleve al perdón, además de considerar la 
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verdad como un principio básico para la construcción del tejido social y del diálogo, y así la 

reconciliación, materializando así los principios rectores del SIVJRNR. El aspecto 

procedimental se refiere a concebir todo espacio de reintegración como un proceso, la 

recolección de la verdad y memorias por parte de los sectores afectados, impulsando la 

participación de víctimas y comunidades, y así ver cada etapa de estos procesos e 

implementaciones de paz como una oportunidad de reconciliación.  

De los dos aspectos anteriores, valores y procesos, se logra concluir que son 

lineamientos y parámetros sujetos a las actuaciones y naturaleza SIVJRNR en Colombia, esto 

con el fin de materializar el paradigma de la justicia restaurativa y de cumplir con los 

lineamientos y obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y paz.  

Otra contribución doctrinal para el tema son los elementos transversales que 

complementan lo anterior, además de la diferenciación conceptual entre justicia restaurativa 

y justicia transicional. Los elementos transversales para ambos conforman en si el propio 

sistema objeto de estudio, que parten de la integralidad y coordinación para lograr que se 

garantice el derecho a la justicia, a la verdad, a la reparación y la no repetición.  

Debemos de tener presente las divergencias planteadas por Acosta y Espitia (2020) 

anteriormente, entre las dos justicias, transicional y restaurativa, esencialmente, la justicia 

restaurativa no es únicamente aplicable en el área de la justicia transicional, esto quiere decir 

que pueden existir conjuntamente o autónomamente, aunque parezcan conceptos similares a 

primer vistazo, suele surgir diferenciación conceptual respecto de cómo se relacionan entre 

sí a pesar de compartir objetivos vertebrales como lo es la verdad, justicia y otros principios; 

Es importante explicar que en un escenario de justicia transicional, es posible que se tomen 

aportes teóricos, conceptuales y prácticos de la justicia restaurativa con el fin de materializar 

con mayor éxito lo propuesto, caso colombiano en el cual se partió de un modelo de justicia 

transicional y acuerdos de paz que posteriormente darían origen a un sistema con valores y 

procesos orientadores basados en el paradigma de la justicia restaurativa y que de esta forma 

convergen ambas justicias.  
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Como se esbozó en el marco teórico de la monografía, un referente doctrinal que nutre 

el estudio son las propuestas de Johan Galtung, que a través de sus aportes disciplinares a lo 

largo de los años (1985, 1989, 2003) trae a colación las figuras de violencia directa, 

estructural y cultural, y directamente proporcional a estas, los conceptos de paz neutra, 

positiva y negativa que de la mano del SIVJRNR proponen atender tales tensiones de 

violencia vs. paz con el fin de lograr una efectiva atención de las víctimas, reformas 

institucionales, se creen comisiones de verdad y existan procesos penales para los 

responsables, cuatro ejes que se evidencian con claridad dentro de los órganos del sistema.  

Para el teórico, la violencia directa es la que comprende el aspecto físico, visible y 

notable, donde los actores como víctimas y victimarios son claramente identificables, esta 

violencia directa (o física también llamada) en contextos de conflicto armado comprende 

ejemplos claros como los secuestros, desplazamientos forzados, ejecuciones extrajudiciales, 

entre otras conductas que denotan de manera plena el actuar violento.  

Para Ramírez (2017) la violencia estructural es menos evidente, señala que para 

Galtung la violencia estructural se origina de las injusticias, desigualdad e inequidades de la 

sociedad o del conjunto de estructuras sociales como escuelas, empresas, instituciones, etc. 

Este tipo de violencia hace referencia a ese sistema social y económico dispar, que ha creado 

brechas de toda índole entre la población, donde las condiciones de vida, oportunidades y el 

goce efectivo de derechos no se han logrado en razón de la distribución del poder, y 

especialmente en Colombia se evidencia en cuestiones de la distribución de la tierra y de la 

participación política, problemáticas vertebrales que generaron el conflicto armado, y a su 

vez, aspectos central y punto del Acuerdo Final para la Paz entre el estado colombiano y las 

FARC-EP.  

Por otro lado, la violencia cultural se concibe en pocas palabras como la 

normalización de la violencia, son los aspectos culturales y cotidianos que se usan para 

legitimar las dos anteriores (directa y estructural), Galtung advierte que no se trata de una 

cultura violenta, sino que son características presentes en las sociedades, pero deja abierta la 

probabilidad a que dicha legitimación y normalización de tales conductas escalen a tal grado 

que se pueda estudiar el fenómeno de una cultura de la violencia.  



61 
 

En los cuadernos de estrategia de Galtung (2016), en el capítulo quinto, se define 

claramente los tipos de violencia: 

“Por violencia cultural nos referimos a aquellos aspectos de la cultura, la esfera 

simbólica de nuestra existencia -materializado en la religión y la ideología, en el 

lenguaje y el arte, en la ciencia empírica y la ciencia formal (la lógica, las 

matemáticas) - que puede ser utilizada para justificar o legitimar la violencia directa 

o la violencia estructural” (p. 149).  

La violencia cultural es entonces la normalización de la violencia, todas aquellas 

actitudes, que nacen de la esfera emocional como los sentimientos, percepciones, que llegan 

a la estigmatización, que a través de los comportamientos estas actitudes se materializan, 

legitimando la violencia directa y estructural, dándoles cargas de razón o que dichas 

violencias están justificadas o no son equivocadas, naturalizando los discursos y estereotipos 

de odio, la violencia cultural y su contraparte, la paz neutra, son el punto medio y conducente 

entre los otros dos tipos de paz y violencia, ya que mientras estas dinámicas se perciban como 

aceptables para la sociedad, no se van a generar espacios transformadores hacia una cultura 

de paz, de reconciliación y reconstrucción del tejido social.  

Así entonces, cualquier manifestación de violencia en una sociedad implica un 

impedimento a una real construcción de paz, Galtung y su teoría nos dice de manera general 

que:  

“La paz es un conjunto de aspectos básicos imprescindibles para la sociedad, las 

cuales son: el bienestar general, la necesidad de supervivencia, identidad y libertad, 

y que, para el autor, son una respuesta al sufrimiento, mortalidad y falta de salud, la 

represión y alienación respectivamente” (Ramírez, 2017, p. 2) 

Tanto Galtung como la Corte Constitucional (1995) están de acuerdo en que la paz 

no es solamente la ausencia de violencia directa, los pronunciamientos del alto tribunal 

permiten resaltar que la sola eliminación del conflicto armado no supone la materialización 

de la paz y que por el contrario, inciden otros múltiples factores que tanto la corte como el 

autor, han señalado en su jurisprudencia y doctrina, como lo son la violencia cultural 
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(normalización de la violencia) y la violencia estructural (sistema social y económica 

desigual). 

Aquí empieza el desarrollo jurisprudencial por parte de la Corte y expande conceptos 

de la doctrina, en la sentencia C-370 de 2006 se expone el primer concepto de paz negativa: 

“La Paz aceptada como propósito colectivo nacional e internacional puede considerarse 

como ausencia de conflictos o enfrentamientos violentos (núcleo mínimo), como 

efectiva armonía social proveniente del pleno cumplimiento de los mandatos de 

optimización contenidos en las normas de Derechos Humanos (desarrollo máximo) o 

como la atenuación de los rigores de la guerra y la “humanización” de las situaciones 

de conflicto. Derecho Internacional Humanitario como manifestación del derecho a la 

Paz en tiempos de guerra” (Corte Constitucional, Sentencia C-370, 2006).  

La paz negativa se comprende entonces como la ausencia de violencia directa, de 

violencia física, es decir, el cese del conflicto armado y la dejación de armas, además de 

relacionar aspectos como lo son el cumplimiento de las necesidades básicas y la ausencia de 

violencia en cualquier forma, esto en relación con el artículo 22 de la Constitución Política. 

Martínez expone los presupuestos de Johan Galtung y lo que se pretende es interrelacionarlos 

con los presupuestos dados por la Corte en la citada sentencia, donde en armonía con la carta 

política, el derecho a la paz abarca aspectos como lo es el fin del conflicto armado, pero 

también la satisfacción y materialización de los derechos humanos, necesidades básicas, en 

armonía a presupuestos del Derecho Internacional y la dignidad humana.  

De este análisis nace el concepto de paz positiva, (esta paz busca contrarrestar la 

violencia estructural), la cual tiene por objetivo generar condiciones equitativas para el goce 

efectivo de derechos de la sociedad, minimizando las brechas económicas atendiendo 

problemáticas estructurales como lo es la tenencia de la tierra y la participación política.  

La Corte trae a colación un artículo de la UNESCO que es totalmente compatible con 

la teoría de paz de Johan Galtung, la cual cita lo siguiente:  

“Artículo 1: La Paz como derecho humano. La guerra y todo conflicto armado, la 

violencia en todas sus formas, sea cual sea su origen, así como la inseguridad de las 
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personas, son intrínsecamente incompatibles con el derecho humano a la paz” (Corte 

Constitucional, Sentencia C-370, 2006). 

Las expresiones subrayadas junto a la afirmación de la alta corte “atenuar los rigores 

de la guerra y la humanización de las situaciones del conflicto” nos permiten entrever y 

analizar el último concepto de paz, que es la paz neutra, esta consiste en la ausencia de todas 

aquellas dinámicas que legitiman todos los tipos de violencia, que van desde discursos hasta 

estereotipos que normalizan el conflicto, o como dice la Corte Constitucional la 

humanización de las realidades del conflicto armado, que en síntesis significa concebir las 

problemáticas de la guerra desde una óptica humanista y de derechos humanos en lugar de 

verlas como un asunto de confrontación armada y eliminación del enemigo. 

En conclusión, tanto para el teórico como la Corte Constitucional coinciden en 

afirmar que la paz no es la sola terminación del conflicto ni la sola eliminación de la violencia, 

y, por el contrario, se evidencia luego de analizar los pronunciamientos, que la corte reconoce 

los diferentes tipos de violencia propuestos por Galtung, y a su vez, las diferentes formas de 

paz.  

6.1.1 Presupuestos de Verdad y Garantía de no Repetición bajo parámetros del Derecho 

Internacional  

Los presupuestos de verdad en escenarios de justicia transicional, hacen referencia a 

los derechos humanos y al derecho a la verdad de las víctimas y, además, según Rincón 

(2010) en su artículo de la Universidad del Rosario, dice que esta noción de verdad hace 

referencia a ese elemento que busca garantizar el derecho a la justicia de las víctimas. 

Poniendo este concepto de verdad en perspectiva, es un elemento fundamental del SIVJRNR 

representando especialmente en la Comisión de la Verdad y en otras instituciones como lo 

es el Centro Nacional de Memoria Histórica, que, a pesar de no hacer parte del sistema, 

ambos cumplen con el rol de esclarecimiento de los hechos, patrones y causas del conflicto 

armado interno, con el fin de satisfacer las necesidades y derechos de las víctimas de conocer 

lo sucedido. La Organización de Naciones Unidas – Comisión de Derechos Humanos, 

Informe Final de 1997, complementa lo anterior, manifestando que ese derecho y presupuesto 
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de verdad no concierne únicamente a la víctima y sus familiares, sino que también trasciende 

a la óptica colectiva, donde se ubica el deber de la sociedad de preservar los acontecimientos 

y la memoria de las épocas de violencia.  

Sánchez (2019) en su monografía parte de estas dimensiones del derecho a la verdad 

(la individual y la colectiva) y explica dos maneras o mecanismos para hacer efectivo este 

derecho en el ámbito de la justicia transicional: vía judicial o extrajudicial. La vía judicial, 

como su nombre lo indica, supone que la verdad sea recogida mediante un proceso judicial, 

pero que en procesos de transición, se diseñan otras instancias o entes especiales como las 

comisiones de verdad, que buscan satisfacer estos requisitos de verdad y derechos de las 

víctimas, para esclarecer lo sucedido de hechos que constituyeron violaciones de Derechos 

Humanos, infracciones al DIH, creando espacios de carácter más informal entre las víctimas 

y victimarios, y así, se configuraría un beneficio bilateral entre partes; los victimarios aportan 

verdad, teniendo en grado la reparación y contribución al esclarecimiento de los hechos, estos 

por consiguiente reciben beneficios jurídicos en razón de sus responsabilidades penales en el 

marco del conflicto, siempre y cuando estos beneficios se encuentren permitidos bajo la luz 

del Derecho Internacional Humanitario.  

Para Uprimny y Saffon (2006) el derecho a la verdad también “presenta un carácter 

autónomo, donde este pretende poner en conocimiento los acontecimientos sucedidos 

durante el conflicto armado, pero bajo un vistazo de comprensión a situaciones de modo, 

lugar, contexto de las violaciones de derechos humanos, inclusive, aporta a la justicia” (p. 

72), con el fin de brindar detalles de los motivos de las graves violaciones y crímenes 

cometidas, es decir, se responden preguntas como el “¿por qué?” de lo sucedido. 

El derecho internacional ha establecido parámetros y mecanismos alternativos para 

los estados que busquen transitar de escenarios de conflictos a un estado de paz, en donde se 

deben de aliviar las tensiones existentes entre la justicia y la paz, aunque estas se perciban 

como principios de un Estado Social de Derecho, en dinámicas de justicia transicional, los 

estados firmantes del Pacto de San José (Convención Americana de Derechos Humanos), 

adquieren ciertas obligaciones internacionales en materia de derechos humanos que son la 

investigación, juzgamiento y sanción de los máximos responsables de violaciones de 
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derechos humanos, crímenes de lesa humanidad y violaciones al DIH, obligaciones 

encontradas en disposiciones como lo son la Declaración de Derechos Humanos en el artículo 

8, Convenios de Ginebra en el artículo 49, Artículo 17 del Estatuto de Roma, entre otros. 

Pero a su vez el derecho internacional otorga ciertas flexibilidades cuando se 

encuentren aplicándose en un estado modelos de justicia transicional, donde converjan 

mecanismos judiciales y extrajudiciales, que no desconozcan los deberes del estado ante los 

organismos internacionales de DDHH pero que también puedan lograrse acuerdos de paz, 

haciendo énfasis en medidas de verdad, reparación y garantías de no repetición para las 

víctimas a cambio de beneficios, específicamente indultos y amnistías. El SIVJRNR 

materializa lo anteriormente dicho, con un ente judicial que es la Jurisdicción Especial para 

la Paz (JEP) y la Ley 1820 de 2016 por la cual se dictaron disposiciones de amnistías, indultos 

y tratamientos penales especiales, donde la ley y las otras instituciones del Sistema hacen la 

labor en el marco extrajudicial de propender por garantizar el derecho a la verdad de las 

víctimas, y en la JEP se evidencian parámetros de verdad en un marco judicial para aquellos 

casos que no aplicaran las amnistías de iure. En ambas situaciones siempre va a estar presente 

las tensiones de cumplimiento con exigencias internacionales y el factor de la verdad y 

esclarecimiento de los hechos de manera plena, exhaustiva y detallada, que responda de 

manera concreta a la satisfacción de derechos de las víctimas y de paso a la reconciliación y 

reconstrucción de las relaciones sociales.  

El análisis de Manrique (2020) recoge aportes en materia de garantías de no repetición 

en correlación con lineamientos internacionales, estableciendo si existen o no dichas 

garantías dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y si estas son verificables 

en el marco del SIVJRNR. Las garantías de no repetición se fundamentan y parten de los 

compromisos y obligaciones internacionales de los estados, tomando de referencia la 

Convención Americana de Derechos Humanos, lo son la obligación de respetar y garantizar 

los derechos, y la obligación de adecuar el ordenamiento jurídico interno.  

Para Londoño (2014) las obligaciones principales de los estados son “1) respetar los 

derechos y libertades, 2) garantizar el libre y pleno ejercicio de estos y 3) adecuar el derecho 

interno para hacer efectivo los dos anteriores”. El artículo 2 de la Convención hace referencia 
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a esta tercera obligación, la cual consiste en implementar medidas jurídicas que fortalezcan 

las garantías de derechos humanos, y a su vez, eliminar del ordenamiento jurídico todas las 

disposiciones contrarias a la Convención. La creación del SIVJRNR representa en sí un 

nuevo paradigma y una reforma institucional, que cualquiera sea la forma, este mecanismo 

se debe de alinear con los parámetros y compromisos de Colombia frente a la Convención 

Americana de Derechos Humanos. Dicho esto, y para el objeto de estudio que es el Sistema, 

el control de convencionalidad nos permite analizar de manera conjunta e integral los 

planteamientos mencionados. La Corte Interamericana de Derechos Humanos es el tribunal 

encargado de hacer cumplir lo estipulado en la Convención, y así mismo, atender los 

pronunciamientos de la CIDH ya que es la encargada de interpretar el convenio. Por 

consiguiente, se entiende que el SIVJRNR se va a encontrar en constante revisión y control 

por parte de este órgano internacional, y al referirnos al Sistema, las garantías de no repetición 

inmersas en este, han de ser revisadas, para que las medidas de no repetición adoptadas sean 

las más adecuadas y sigan los lineamientos del Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos, que son: a) Que provengan de una decisión judicial de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, b) tienen la finalidad que el hecho victimizante no se repita, c) contenido 

y modalidad que se le imponga al Estado la cual puede ser: derogar o crear leyes prácticas 

jurídica o instituciones del Estado y d) el alcance de sus efectos en la medida que las garantías 

de repetición trascienden más allá de la víctima, ya que son medidas que buscan proteger a 

toda la población.  

Adiciona el autor que para el caso colombiano en aras del Acuerdo de Paz y las 

medidas tomadas por el estado, no se necesita del primer lineamiento ya que las disposiciones 

no provienen directamente de una sentencia de la Corte Interamericana, sino que nacen de lo 

pactado entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP. 

6.2 ASPECTOS LEGALES Y JURISPRUDENCIALES DEL SISTEMA INTEGRAL 

DE VERDAD, JUSTICIA, REPARACIÓN Y NO REPETICIÓN (SIVJRNR) 

El Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, surge como un 

conjunto de instituciones y normativas con enfoques judiciales y extrajudiciales que busca 

satisfacer la necesidad de buscar la aplicabilidad de una justicia transicional que conlleve al 
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Estado y a la sociedad colombiana a transformar su realidad político-social de un contexto 

sistemático e histórico de violencia desarrollado en el conflicto armado interno, a un estado 

de cosas donde las dinámicas sociales, políticas y económicas se desarrollen en el marco de 

la paz, la democracia y del Estado social de derecho. Por consiguiente, esta premisa indujo a 

que las partes firmantes del acuerdo de paz de la Habana, creasen un sistema de justicia 

temporal que se ajustara a tres factores imprescindibles para lograr una paz estable y 

duradera: a) la satisfacción de los derechos de las víctimas del conflicto, b) el cumplimiento 

estricto de los compromisos que el Estado colombiano ha adquirido en materia de derechos 

humanos mediante tratados internacionales,  y c) la concesión de beneficios jurídicos y 

políticos a los ex miembros de la antigua FARC como partícipes directos de la guerra que no 

fueron vencidos por la vía militar. 

Como se ha apreciado, el SIVJRNR es un modelo de justicia complejo y autóctono, 

tendiente a satisfacer un dilema dicotómico: la implementación de un modelo de paz que 

abarque las causas, las circunstancias y consecuencias muy propias del conflicto armado 

colombiano y a la vez, cumplir con los criterios mínimos de justicia que se exigen a nivel 

internacional a la mayoría de los Estados, en el sentido que desde las esferas del Derecho 

Internacional Humanitario, existen unas responsabilidades en materia penal por violaciones 

graves a los derechos humanos que no pueden ser ignoradas por la institucionalidad nacional 

e internacional y que por lo tanto, todos los esfuerzos, las reformas y las medidas adoptadas 

en el acuerdo de paz deben ofrecer un equilibrio armónico entre la legalidad, la paz y los 

derechos humanos. Siguiendo la anterior premisa, se trae a colación los principales referentes 

normativos internacionales y nacionales que regulan legalmente la existencia y 

funcionamiento del SIVJRNR. 

6.2.1 El Derecho Internacional Humanitario y los límites a la impunidad en la justicia 

transicional. 

El DIH, a grandes rasgos se concibe como un sistema de instituciones y normatividad 

supranacional que pretende regular todos los aspectos de la guerra, en cuanto la confrontación 

armada no puede significar la deshumanización de las personas (bien sea beligerante o civil) 

mediante actos atroces que signifiquen un daño y sufrimiento desproporcionado e innecesario 
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frente a los objetivos militares que se buscan con la actividad armada. Por lo anterior, el DIH 

busca “un equilibrio entre las necesidades militares y el principio de humanidad, es decir, 

entre lo que es necesario para vencer al adversario y lo que simplemente denota crueldad. En 

suma, oponer la civilización de los límites ante el desenfreno de la barbarie que pueden 

suponer per se los enfrentamientos armados” (Salmón, 2004, p.15).  

Es precisamente de esa idea de humanizar los conflictos y de proteger a la población civil de 

donde emerge la obligatoriedad de los Estados y de quienes participen en los actos de guerra 

de procurar la protección de los derechos de los no combatientes, de no ejercer una fuerza 

desproporcionada que signifiquen actos crueles e inhumanos y por lo tanto puedan 

configurarse según el derecho internacional, como crímenes contra la humanidad. Y son esos 

crímenes contra la humanidad aquellos que, en el marco del conflicto armado interno 

colombiano, el Estado debe investigar y sancionar a todos los individuos que han trasgredido 

el derecho internacional humanitario, al punto de que sus conductas se convirtieron en 

crímenes de guerra. Lo anterior, se supedita al hecho de que Colombia desde el año 2002 se 

adhirió al Estatuto de Roma, por lo que el Estado asumió su deber de investigar y sancionar 

todas las conductas que dicho estatuto reglamenta como crímenes de guerra, de lesa 

humanidad y genocidio, bien lo referencia el Preámbulo del Estatuto cuando textualmente 

menciona que:  

 Los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto 

no deben quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que adoptar medidas en el plano nacional e 

intensificar la cooperación internacional para asegurar que sean efectivamente sometidos a 

la acción de la justicia, Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes 

y a contribuir así a la prevención de nuevos crímenes, es deber de todo Estado ejercer su 

jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales. (Organización de las 

Naciones Unidas [ONU], 1998, p.3) 

  Así mismo, Colombia reconoció la competencia subsidiaria de la Corte Penal 

Internacional para conocer de todas las violaciones graves a los derechos humanos que 

sucedieron en el territorio nacional en medio del conflicto armado interno, pero el carácter 

subsidiario de la CPI se refiere a que, en primera instancia, le corresponde al sistema de 
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justicia nacional evitar la impunidad de los crímenes más atroces, caso contrario sería la CPI 

quien asume la investigación y juzgamiento. Pero previamente para adaptar el marco jurídico 

interno a las exigencias del Estatuto, Colombia debió realizar una serie de reformas 

constitucionales y legales. Es así que nace el Acto Legislativo 02 de 2001 que adiciona los 

incisos 3 y 4 del artículo 93 superior y definen lo siguiente: 

“El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal 

Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio 

de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, 

consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento 

establecido en esta Constitución. La admisión de un tratamiento diferente en materias 

sustanciales por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas 

en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia 

regulada en él” (Constitución Nacional, 1991, Art. 93) 

Esta reforma constitucional permitió que Colombia acogiera dicho tratado introduciéndose 

al derecho nacional mediante la Ley 742 de 2002, la cual fue declarada exequible por la 

Sentencia C-578 de 2002 de la Corte Constitucional. 

6.2.2 Normatividad nacional.  

La Constitución Nacional impone al Estado colombiano una serie de obligaciones tendientes 

a la protección de los derechos fundamentales de toda la población bajo su jurisdicción, por 

lo que para el Estado existen unos preceptos básicos que componen los objetivos de la justicia 

transicional como es la búsqueda de una convivencia pacífica, la protección de la dignidad 

humana y el acceso a la justicia, los cuales van intrínsecamente ligados a los fines esenciales 

del Estado, bien lo expone el artículo 2 constitucional de la siguiente forma: 

“Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 

general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 

en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan 

y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 

independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
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pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están 

instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, 

honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 

cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares” (Const.1991, 

Art.2) 

El deber de protección frente a los derechos fundamentales de las personas, es una obligación 

imperativa exigida a la mayoría de los Estados democráticos, por lo que la existencia de un 

conflicto armado no demerita la aplicación o consecución de los fines esenciales del Estado, 

como es procurar mediante todos los mecanismos legalmente posibles la instauración de un 

orden justo y pacífico, centrado en la dignidad humana y demás derechos fundamentales 

como sus ejes fundacionales. De esta afirmación, se precisa que la justicia transicional del 

SIVJRNR sigue a cabalidad las exigencias o los lineamientos básicos de los fines esenciales 

del Estado y además, uno de sus principales propósitos es garantizar a la sociedad colombiana 

y a las víctimas del conflicto la aplicabilidad del artículo 22 de la Constitución Política 

(1991), donde se proclama la paz como “un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento”; 

pero el principal responsable de fomentar e instaurar la paz a favor de la sociedad es el Estado 

como ente regulador de las dinámicas sociales, políticas y económicas de la nación. 

Es bajo esos deberes constitucionales como el Estado en cabeza del Gobierno Nacional, inicia 

la búsqueda de un orden pacífico y justo, tratando de finalizar un conflicto armado que había 

enfrentado por más de 50 años a la subversión de las FARC y las fuerzas armadas legítimas 

del Estado, en tal sentido y ante la ausencia de una victoria militar clara para algún bando, se 

promueve un período de diálogo entre las partes con la finalidad de materializar un modelo 

de paz que cumpliera con las exigencias históricas del origen del conflicto armado del país, 

los derechos de las víctimas y la garantía de no repetición a favor de toda una nación tan 

afligida por la violencia armada. De este contexto es como nacen los primeros vestigios 

jurídicos de lo que sería el SIVJRNR, iniciando su camino a la vida jurídica con el Acto 

Legislativo 01 de 2012. 
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Acto Legislativo 01 de 2012. 

El Acto Legislativo 01 de 2012, introdujo una reforma constitucional con la cual se daba 

apertura a la posibilidad de crear un régimen transicional efectivo, añadiendo a la 

Constitución los artículos transitorios 66 y 67. El artículo 1 reseña lo siguiente:  

“Los instrumentos de justicia transicional serán excepcionales y tendrán como 

finalidad prevalente facilitar la terminación del conflicto armado interno y el logro de 

la paz estable y duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los 

colombianos; y garantizarán en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a 

la verdad, la justicia y la reparación. Una ley estatutaria podrá autorizar que, en el 

marco de un acuerdo de paz, se dé un tratamiento diferenciado para los distintos 

grupos armados al margen de la ley que hayan sido parte en el conflicto armado 

interno y también para los agentes del Estado, en relación con su participación en el 

mismo” (Acto Legislativo 01,2012, art.1) 

Ante el avance de los diálogos con la subversión, el Gobierno Nacional insta al Congreso de 

la República a que expidiera un conjunto de leyes que demostraran a la contraparte, la 

voluntad política y jurídica del Estado para conseguir la finalización de la guerra. Para tal 

fin, se promulga la Ley 1779 (2016), en su artículo 1 define por grupo armado al margen de 

la Ley a: “aquel que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerza sobre una parte del 

territorio un control tal que le permita realizar operaciones militares sostenidas y 

concertadas”. Cuando el Estado acepta la existencia de un conflicto armado interno, le 

reconoce a las FARC que son un grupo insurgente que tenía legitimados sus esfuerzos de 

lucha armada en procura de unos objetivos políticos. Este reconocimiento es un punto clave 

para que jurídicamente el tratamiento de los miembros de dicha guerrilla se enmarcara en la 

normatividad del DIH y se pudiese discriminar legalmente entre delitos políticos y conexos 

frente a los crímenes de lesa humanidad, de guerra y genocidio. Así pues, el Estado mediante 

el Congreso de la República con la Ley 1801 de 2016, aprueba un régimen de amnistías y de 

tratamientos especiales que sería aplicado a todos aquellos que se acogieron a las directrices 

del Acuerdo de paz. 
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 Ley 1820 de 2016 

En el año 2016 se aprueba y entra en vigencia la Ley 1820 de 2016, mediante la cual: “se 

dictan disposiciones sobre amnistía, indulto y tratamientos penales especiales”. Esta norma 

regula las amnistías e indultos para los integrantes de los grupos armados al margen de la 

Ley que se hayan caracterizado por ser beligerantes en el conflicto armado interno y los 

cuales hayan cometido delitos políticos y conductas típicas conexas a estos; también 

determina tratamientos en materia punitiva especiales y diferenciados, especialmente para 

agentes del Estado que estén condenados o procesados de realizar conductas punibles en el 

marco del conflicto armado interno. Por lo tanto, esta Ley permitió que todos aquellos que 

estuvieron participando directa o indirectamente en el conflicto armado con anterioridad a la 

entrada en vigor del acuerdo de paz y hayan cometido delitos en el desarrollo de la guerra, 

puedan acceder a beneficios jurídicos bajo los principios de favorabilidad, debido proceso y 

seguridad jurídica con la finalidad a que aporten exhaustivamente a la reconstrucción de la 

verdad y al desarrollo de una paz estable y duradera. 

De forma precisa, dicha Ley otorga dos clases de beneficios jurídicos, condicionados acorde 

a su destinatario: Amnistía de Iure o Amnistía concedida por la sala de amnistías de la JEP y 

los tratamientos especiales para los miembros de las fuerzas armadas.  

Amnistía de Iure. Para los miembros de las FARC, aplicaría la Amnistía de iure, la cual, 

para efectos de la Ley 1820 (2016) en estudio se concibe como “un mecanismo de extinción 

de la acción penal, disciplinaria, administrativa y fiscal otorgadas por el ministerio de la Ley 

a conductas relacionadas con el conflicto armado”, en el entendido que esas conductas se 

refieren a delitos políticos como “la rebelión, sedición, asonada, conspiración, seducción, 

usurpación y retención ilegal de mando”, como también a sus delitos conexos, los cuales son 

esbozados en el artículo 16 de la misma Ley y que por regla general, el sujeto pasivo de la 

conducta es el Estado: 

“Apoderamiento de aeronaves, naves o medios de transporte colectivo cuando no hay 

concurso con secuestro; constreñimiento para delinquir; violación de habitación 

ajena; violación ilícita de comunicaciones; violación ilícita de comunicaciones o 
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correspondencia de carácter oficial; utilización ilícita de redes de comunicaciones; 

violación de la libertad de trabajo; injuria; calumnia; daño en bien ajeno; falsedad 

personal; falsedad material de particular en documento público; obtención de 

documento público falso; concierto para delinquir; utilización ilegal de uniformes e 

insignias; amenazas; instigación a delinquir; incendios; perturbación en servicio de 

transporte público colectivo u oficial; tenencia y fabricación de sustancias u objetos 

peligrosos, etc” (Ley 1820,2016, art.16) 

Por lo anterior, se hace necesario aclarar que a pesar que el SIVJRNR es un complejo y 

novedoso sistema arraigado en una justicia restaurativa, la Amnistía de Iure que conlleva a 

la extinción de la acción y la sanción penal (y por consiguiente, a la libertad condicionada o 

definitiva de quien estuviere privado de ella por dichas conductas), es sólo aplicable para 

aquellos delitos que se cometieron con anterioridad a la vigencia de los acuerdos de paz y 

que sean conductas típicas no relacionadas a la violación del Derecho Internacional 

Humanitario, por lo cual los delitos relacionados con crímenes de guerra o de lesa humanidad 

como la tortura, el genocidio, entre otros, serán juzgados y sancionados en el marco de la 

justicia transicional. Igualmente, dichos beneficios podrán ser revocados por parte de la 

Jurisdicción Especial para la Paz en contra de todos los individuos que se acogieron a los 

beneficios del SIVJRNR e incumplieron con sus obligaciones de aportar a la verdad y a la 

garantía de no repetición, y que fueron contraídas al firmar un acta compromisoria ante la 

JEP a favor de la satisfacción de los derechos de las víctimas, bien lo arguye el inciso 6 del 

parágrafo primero del artículo 35 de la Ley 1820 (2016): 

“Si durante la vigencia de la Jurisdicción Especial para la Paz, los beneficiarios de 

mecanismos de tratamiento penal especial de la presente ley, se rehusaran a cumplir 

los requerimientos del Tribunal para la Paz para participar en los programas de 

contribución a la reparación de las víctimas, o a acudir ante la Comisión de 

Esclarecimiento de la Verdad de la Convivencia y No Repetición, o ante la Unidad 

de Búsqueda de las Personas dadas por desaparecidas, se les revocará el derecho a 

que se les apliquen los beneficios de la libertad condicional o las sanciones 

establecidas en la JEP” (Ley 1820, 2016, art.35). 
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De forma concomitante pero diferenciada, se encuentran la otra clase de beneficios que 

ofrece el SIVJRNR, como es el caso de las amnistías dadas por la Sala de Amnistías de la 

JEP, en donde se estudian los casos concretos y se determinan que actuaciones se ejecutaron 

en razón al conflicto armado y cuales se realizaron por objetivos particulares o extraños al 

propósito de la lucha armada, ejemplo de ello es el secuestro y el narcotráfico, delitos que 

por su complejidad no pueden percibir la amnistía de iure. 

  Otro beneficio jurídico y  cuyos destinatarios son los agentes del Estado, son los 

“mecanismos de tratamiento especial diferenciado para agentes del Estado”, estos beneficios 

tienen una condición especial y es el tratamiento diferenciado y equitativo entre los agentes 

del Estado que cometieron delitos en relación al conflicto armado interno, dicho enfoque 

diferencial en el grado de responsabilidad se enmarca por 3 presupuestos esenciales: su nivel 

de responsabilidad acorde a una línea jerárquica de mando dentro del contexto de las 

operaciones militares (que será evaluada acorde a los parámetros del DIH), su calidad de 

garante de derechos de la población civil y la presunción de legitimación que tiene el Estado 

en el uso de las armas. Entre dichos beneficios que se confieren a los agentes del Estado, se 

enmarca la renuncia de la persecución penal, que se encuentra fijada en el artículo 46 de la 

norma referenciada con anterioridad y se explicita en los siguientes términos: 

“La renuncia a la persecución penal es un mecanismo de tratamiento penal especial 

diferenciado para agentes del Estado propio del sistema integral mediante el cual se 

extingue la acción penal, la responsabilidad penal y la sanción penal, necesario para 

la construcción de confianza y facilitar la terminación del conflicto armado interno, 

debiendo ser aplicado de manera preferente en el sistema penal colombiano, como 

contribución al logro de la paz estable y duradera” (Ley 1820,2016, art.46) 

Posteriormente, en control de constitucionalidad, la Corte Constitucional expide su sentencia 

C-007 de 2018, donde dicho Tribunal declara la exequibilidad de la Ley 1820 de 2016, pues 

considera que ofrecer y aplicar beneficios jurídicos en materia penal en el marco de una 

justicia transicional diferenciada y alternativa no contraría las obligaciones del Estado 

colombiano en perseguir y juzgar los delitos de lesa humanidad como también los crímenes 

de guerra, situación que de forma tácita lo dispone la Ley 1820 y por ende, se favorece la 
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consecución de un ambiente sano y confiable para la obtención de la paz en espacios de 

negociación dentro del conflicto armado interno; de forma precisa la Corte Constitucional 

(2018), concluye que:  

“La Ley 1820 de 2016 es una pieza esencial en la implementación del Acuerdo Final, 

pues las amnistías, indultos y tratamientos penales especiales representan uno de los 

principales mecanismos para la reconciliación, a la finalización del conflicto armado. 

Y constituyen, además, asuntos muy relevantes para las víctimas, por lo que deben 

armonizarse con sus derechos a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición, 

de manera tal que se conviertan en garantía de estabilidad de la paz, puesto que la paz 

es un fin del Estado, un elemento identitario de la Constitución, un deber y un derecho 

colectivo e individual” (Corte Constitucional, Sentencia C-007, 2018) . 

Acto legislativo 01 de 2017. 

Posteriormente, y con la seguridad jurídica garantizada a los integrantes de las FARC y 

siguiendo lo pactado en el Proceso de Paz de La Habana, fue en el año 2017 y en medio de 

convulsiones políticas generadas por la firma de los acuerdos de La Habana, se aprueba en 

el Congreso la aplicación del procedimiento legislativo especial para la paz o Fast Track, 

norma que sería el hito jurídico para la implementación del Sistema Integral de Verdad, 

Justicia, Reparación y No Repetición mediante el Acto Legislativo 01 de 2017, se 

introdujeron con este acto unas reformas constitucionales que crearían los mecanismo 

judiciales y extrajudiciales que conforman el sistema de justicia transicional, como la 

Comisión de la Verdad, la Jurisdicción Especial para la Paz y de la Unidad de Búsqueda de 

personas dadas por desaparecidas, donde el sistema en su conjunto requiere la participación 

activa de las víctimas y de todos los que mediante la aceptación de su responsabilidad en los 

actos violatorios de derechos humanos en el conflicto, aportaran a la construcción de la 

verdad y a la reparación del daño causado. El artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 2017 reza 

lo siguiente:  

 “El Sistema Integral hará especial énfasis en medidas restaurativas y reparadoras, y 

pretende alcanzar justicia no solo con sanciones retributivas. Uno de los paradigmas 



76 
 

orientadores de la JEP será la aplicación de una justicia restaurativa que 

preferentemente busca la restauración del daño causado y la reparación de las 

víctimas afectadas por el conflicto, especialmente para acabar la situación de 

exclusión social que les haya provocado la victimización. La justicia restaurativa 

atiende prioritariamente las necesidades y la dignidad de las víctimas y se aplica con 

un enfoque integral que garantiza la justicia, la verdad y la no repetición de lo 

ocurrido” (Acto Legislativo 01,2017, art.1) 

Prosiguiendo, se describe que el SIVJRNR, ejecutará todas sus actuaciones regidas en 

principios internacionales de derechos humanos como la igualdad en el acceso a la justicia y 

la equidad en cuanto a la protección y reparación de la población de víctimas, especialmente 

los de especial protección constitucional. El parágrafo primero del artículo 1 de la norma en 

mención que dispone lo siguiente: 

“Parágrafo 1. El Sistema Integral tendrá un enfoque territorial, diferencial y de 

género, que corresponde a las características particulares de la victimización en cada 

territorio y cada población y en especial a la protección y atención prioritaria de las 

mujeres y de los niños y niñas víctimas del conflicto armado. El enfoque de género y 

diferencial se aplicará a todas las fases y procedimientos del Sistema, en especial 

respecto a todas las mujeres que han padecido o participado en el conflicto. La 

conformación de todos los componentes del Sistema Integral deberá tener en cuenta 

la participación equitativa entre hombres y mujeres con respeto a la diversidad étnica 

y cultural y los principios de publicidad, transparencia, participación ciudadana, 

idoneidad ética y criterios de cualificación para su selección” (Acto Legislativo 

01,2017, art.1) 

El día 11 de mayo de 2017, se expide el Acto Legislativo 02 de 2017, el cual adiciona 

un artículo transitorio a la Constitución con el propósito de afianzar la seguridad jurídica del 

acuerdo final persuadiendo a todas las entidades estatales a que sus funciones se armonizaran 

con los designios y propósitos del acuerdo de paz. Bien lo ordena el inciso 2 del artículo 

transitorio 20: 
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“Las instituciones y autoridades del Estado tienen la obligación de cumplir de buena 

fe con lo establecido en el Acuerdo Final. En consecuencia, las actuaciones de todos 

los órganos y autoridades del Estado, los desarrollos normativos del Acuerdo Final y 

su interpretación y aplicación deberán guardar coherencia e integralidad con lo 

acordado, preservando los contenidos, los compromisos, el espíritu y los principios 

del Acuerdo Final” (Acto Legislativo 02, 2017) 

En la sentencia C-674 de 2017,la Corte Constitucional realiza su correspondiente 

control de constitucionalidad al Acto legislativo 01 de 2017.Mediante esta jurisprudencia, la 

Corte advierte que el Congreso de la República no se excedió en su función de reformar la 

Constitución, pues sus actuaciones estuvieron estrictamente ligadas a su capacidad 

constitucional de modificar la carta magna, más nunca pretendió sustituirla, puesto que la 

implementación del proceso de paz en lo que se refiere al tratamiento de derechos humanos 

en la justicia transicional, las reformas constitucionales tienen una misión y es la transición 

de un conflicto armado hacia el libre ejercicio de la paz. Frente a ello, la Corte aclaró que “la 

sola invocación de la paz no puede servir como justificación de las alteraciones a los diseños 

del constituyente primario, y que esta constituye un referente ineludible del escrutinio judicial 

en los escenarios de transición, más no una razón de Estado a la luz de la cual resulte 

imperativo para este Tribunal validar cualquier medida que se ampare en una invocación 

global a la paz” (Corte Constitucional, Sala Plena, 2017). 

  Con esa conclusión, la Corte declaró exequible el Acto Legislativo 01 de 2017, puesto 

que, el sistema de justicia transicional no sustituye, pero sí flexibiliza el deber del Estado de 

investigar y juzgar las violaciones sistemáticas de los derechos humanos y del DIH en el 

conflicto armado interno, por ello, la Corte determina que:  

“El modelo sancionatorio previsto en el Acto Legislativo 01 de 2017 no 

desconoce el deber del Estado de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones 

a los derechos humanos y las infracciones al Derecho Internacional Humanitario, por 

dos razones fundamentales. Primero, porque justamente la reforma constitucional 

preserva expresamente el deber de criminalizar a los máximos responsables de los 

delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra, y únicamente permite la 
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renuncia a la persecución de los delitos que no tienen esta connotación. Y 

adicionalmente, porque la renuncia a la persecución penal y el acceso y la 

conservación de los tratamientos penales especiales se encuentra supeditada al 

cumplimiento de las exigencias inherentes al sistema de verdad, justicia, reparación 

y no repetición, establecidas en función del sistema de condicionalidades” (Corte 

Constitucional, Sentencia C-674, 2017) 

Con lo anterior, la Corte puntualizó que en períodos transicionales de la guerra hacia 

la paz, la obligación  del Estado de investigar y sancionar las violaciones a los DDHH y al 

DIH puede flexibilizarse cuando “como contrapartida, se persigue una ganancia efectiva en 

términos de consecución de la paz, de la verdad, de la reparación a las víctimas, y de la 

obtención de garantías de no repetición, y cuando se preserva el mínimo irreductible de este 

deber, referido a la investigación, juzgamiento y sanción de los máximos responsables de los 

crímenes más graves y representativos” (Corte Constitucional, Sentencia C-674, 2017).  

Igualmente, en la sentencia C-630 de 2017, la Corte Constitucional realiza el control 

de constitucionalidad al Acto Legislativo 02 de 2017,declarandolo exequible, argumentando 

que la seguridad jurídica pretendida en dicha norma es factible bajo las circunstancias de un 

conflicto armado extendido a través del tiempo y por lo cual la consecución de la verdad y 

de una paz estable y duradera es una necesidad imperiosa, donde el sistema de justicia 

transicional propiciaba bajo la sujeción del DIH y los derechos fundamentales conseguir esos 

fines del Estado en el marco del conflicto armado, por lo tanto el acuerdo de paz de la Habana 

adquiría el carácter de una política pública del Estado colombiano. 

 

Sentencia C-080 de 2018. 

 En esta jurisprudencia la Corte Constitucional  declara la exequibilidad de la mayor 

parte del Proyecto de Ley Estatutaria 08 de 2017, pues para dicho Tribunal, este proyecto de 

Ley que buscaba afianzar la administración de justicia en la JEP, establecía los criterios 

estructurales, la competencia y el funcionamiento de la Jurisdicción Especial para la Paz y se 

encuadran en los marcos constitucionales ya ratificados y estudiados en los Actos legislativos 
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01 de 2012 y el 01 de 2017,concomitante a ello, esta jurisprudencia reafirma 

constitucionalmente lo expuesto en la Sentencia C-674 de 2017 y en el Acto legislativo 01 

de 2017 que confirman el papel trascendental de las víctimas, la reparación y protección de 

sus derechos en el sistema del SIVJRNR; consecutivamente, ratifica el tratamiento especial 

y diferencial de aquellos sujetos involucrados en el conflicto armado y que “todos aquellos 

civiles que en la condición de agentes del Estado con fuero constitucional hubieren incurrido 

en conductas delictivas relacionadas directa o indirectamente con el conflicto armado, 

pueden, en su condición de terceros (aún sin ser combatientes), someterse voluntariamente 

la competencia de la JEP”(Corte Constitucional, Sentencia C-080, 2018). 

Ley Estatutaria 1957 de 2019.  

Conforme a la constitucionalidad  y demás recomendaciones otorgadas por la 

sentencia C-080 de 2018 al Proyecto de Ley Estatutaria 08 de 2017, el Congreso de la 

República expide la Ley Estatutaria 1957 de 2019 “Estatutaria de la Administración de 

Justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz”, esta norma contiene todos los puntos 

indispensables para la ejecutoriedad de la Jurisdicción Especial para la Paz en lo referente a 

su composición y competencia como institución judicial del SIVJRNR, y por ello, la JEP 

tiene un carácter transitorio y autónomo que es definida en su artículo 8,el cual se enseña de 

la siguiente forma: 

“La Jurisdicción Especial para la Paz estará sujeta a un régimen legal propio, con 

autonomía administrativa, presupuestal y técnica; administrará justicia de manera 

transitoria independiente y autónoma y conocerá de manera preferente sobre todas las 

demás jurisdicciones y de forma exclusiva de las conductas cometidas con 

anterioridad al 1 de diciembre de 2016, por causa, con ocasión o en relación directa 

o indirecta con el conflicto armado, por quienes participaron en el mismo, en especial 

respecto a conductas consideradas graves infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario o graves violaciones de los Derechos Humanos, sin perjuicio de lo 

dispuesto en materia de competencia que consagran los artículos 62 y siguientes de 

la presente ley” (Ley Estatutaria 1957, 2019) 
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Dicha Ley, al instaurar la JEP como una institución transitoria que basa sus decisiones 

en la consecución de la paz mediante una justicia transicional, dispone como principios 

orientadores de su actuación judicial la legalidad, la gratuidad, el debido proceso, la 

seguridad jurídica y fundamentalmente, la centralidad de los derechos de las víctimas y su 

consecuente participación en todos los procesos que conozca y juzgue la Jurisdicción 

Especial para la Paz. 

En esta norma, también se contemplan los beneficios jurídicos y los tratamientos 

especiales diferenciados a favor de todos los individuos que se acojan a las obligaciones 

estipuladas en el SIVJRNR, que ya han sido referidos en la Ley 1820 de 2016 y en el Acto 

Legislativo 01 de 2017,pero igualmente, se exponen los distintos tipos de sanciones que serán 

impuestas según sea el grado de gravedad de las conductas, los aportes ofrecidos para la 

consecución de la verdad y el compromiso en garantizar la no repetición, junto a las demás 

responsabilidades asumidas con la participación o comparecencia ante cada una de las 

instituciones que conforman el SIVJRNR. 

El SIVJRNR como se dicho, nace jurídicamente con el Acto Legislativo 01 de 2017, 

en donde se fijan los distintos aspectos que estructuran su razón de ser. En tal sentido, dicho 

sistema de justicia tiene su relación directa con el punto 5 del Acuerdo de paz de 2016,el 

cual, trata el “acuerdo sobre las víctimas del conflicto”, donde la justicia transicional y 

restaurativa promovida en el Sistema Integral  de Verdad, Justicia, Reparación y No 

Repetición, como también la defensa de los derechos humanos se retratan como los ejes 

fundamentales del posconflicto, y que de forma armoniosa tienen la finalidad de satisfacer 

con la mayor eficiencia y eficacia posible, los derechos de las víctimas del conflicto armado 

interno en Colombia, donde esa finalidad se alcanza en tres misiones esenciales del sistema: 

La reconstrucción de la verdad del conflicto armado, el juzgamiento y sanción 

pertinentemente a los actores involucrados en los hechos indagados y que se logre construir 

una paz estable y duradera donde se sostenga una garantía de convivencia y de no repetición 

de los hechos o actos victimizantes; por ello, la finalidad y el fundamento misional del 

SIVJRNR es el resarcimiento de las víctimas de manera integral donde el daño causado es 

concebido como un conjunto de procesos históricos-bélicos complejos y sistematizados que 
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violaron el Derecho Internacional Humanitario y de forma simbiótica afectaron las dinámicas 

sociales, las perspectivas de vida, los derechos colectivos y particulares de individuos, 

comunidades y territorios, por lo que desde la óptica del reconocimiento del conflicto 

armado, se da paso a un manejo jurídico integral por parte del Estado en la lucha contra la 

impunidad y en la consolidación de un entorno jurídico y social basado en la paz, el respeto 

por los Derechos Humanos y la dignidad humana. Así pues, el SIVJRNR según sus normas 

estructurales, está conformado por las siguientes entidades: 

 a) De carácter judicial: la Jurisdicción Especial para la Paz. 

 b) De carácter extrajudicial: la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 

Convivencia y la No Repetición y la Unidad para la Búsqueda de Personas dadas por 

Desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto armado. 

Jurisdicción Especial para la Paz (JEP). 

La JEP, es el componente de justicia del SIVJRNR, que fue acordado en el punto 

5.1.2. del Acuerdo de Paz de La Habana de 2016,su marco jurídico es un régimen legal propio 

que se compone por los Actos Legislativos 01 y 02 de 2017,Ley 1820 de 2016 y la Ley 

Estatutaria 1957 de 2019.La JEP es la principal entidad del SIVJRNR, tiene un carácter 

transitorio y su principal misión es conocer y juzgar  todas aquellas conductas delictivas que 

se configuren como graves violaciones al DIH y que por su misma naturaleza, desde la óptica 

del Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos (Convenios de Ginebra y Estatuto de Roma), son actos que no pueden tener un 

tratamiento especial en cuanto la aplicabilidad a favor de sus autores de los beneficios de 

amnistía o indulto. Así pues, la JEP se configura como un modelo de justicia transicional 

novedoso que según el artículo 5 del Acto Legislativo 01 de 2017: “conocerá de todas las 

conductas cometidas anterioridad al 10 de diciembre de 2016, por causa, con ocasión o en 

relación directa o indirecta con el conflicto armado, por quienes participaron en el mismo” 

(2017, art.5). 

En lo que se refiere a sus objetivos, el ya referido artículo 5, los expresa de la siguiente 

manera:  
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“Satisfacer el derecho de las víctimas a la justicia; ofrecer verdad a la sociedad 

colombiana; proteger los derechos de las víctimas; contribuir al logro de una paz 

estable y duradera; y adoptar decisiones que otorguen plena seguridad jurídica a 

quienes participaron de manera directa o indirecta en el conflicto armado interno” 

(Acto Legislativo 01,2017, art 5). 

Como se hace palpable, el sentido de la existencia de la JEP es el de centrar el 

componente de la justicia a la búsqueda de la mayor satisfacción de los derechos de las 

víctimas, no obstante este modelo de justicia, también busca conceder seguridad jurídica y 

beneficios a quienes reconozcan su responsabilidad y aporten a la verdad sobre los actos 

violatorios al DIH que se perpetraron en el conflicto armado interno, por lo tanto, el 

SIVJRNR ha fijado primero que todo un tratamiento diferencial y especial para los individuos 

que aporten a la verdad, garanticen la no repetición y reparen a las víctimas, otorgándoles 

sanciones alternativas distintas al sistema retributivo clásico que en materia penal significa 

que el delito conlleva a la privación estricta de la libertad (a mayor grado de compromiso, 

más beneficios), esto sin desconocer los parámetros legales que imparten los compromisos 

adquiridos por Colombia en materia de humanos. De esta forma se puede concluir que la JEP 

fomenta una dimensión del sentido de la justicia que trasciende a nuevos parámetros de 

resarcimiento del daño, donde el SIVJRNR ha creado un equilibrio entre derechos humanos, 

paz y justicia.  

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición 

(CEV). 

La comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, nace jurídicamente con el Acto 

Legislativo 01 (2017), donde el artículo 2 dispone que dicha comisión es “un ente autónomo 

del orden nacional con personería jurídica, con autonomía administrativa, presupuestal y 

técnica, sujeta a un régimen legal propio” (p.3), y consecutivamente, en el inciso segundo del 

artículo referenciado se define como:  

 “Un órgano temporal y de carácter extra-judicial, que busca conocer la verdad de lo 

ocurrido en el marco del conflicto y contribuir al esclarecimiento de las violaciones 
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e infracciones cometidas en mismo y ofrecer una explicación amplia de su 

complejidad a toda la sociedad; promover el reconocimiento de las víctimas y el 

reconocimiento voluntario de las responsabilidades individuales o colectivas de 

quienes participaron directa e indirectamente en conflicto armado; y promover la 

convivencia en los para la no repetición” (Acto Legislativo 01, 2017, p. 3) 

  Por lo tanto, se puede inferir que la Comisión de la Verdad tiene una funcionalidad 

misional enfocada a proveer a las víctimas y a la sociedad colombiana el mayor grado de 

certeza sobre todos los actos perpetrados por los grupos beligerantes en contra de la 

humanidad durante el desarrollo del conflicto armado interno, pero además, su 

esclarecimiento supone una destreza monumental por parte de la Comisión, puesto que la 

prolongación y sistematicidad de la misma guerra, junto a la incapacidad evidente del Estado 

de ejercer control territorial en las zonas de conflicto, han provocado que la consecución y el 

conocimiento de la verdad sobre la guerra recaiga de forma casi exclusiva en la voluntad de 

los responsables del conflicto para divulgar y reconocer la culpabilidad, la motivación y el 

desenvolvimiento de todos aquellos actos victimizantes. Es desde este presupuesto de donde 

se emana el sentido extrajudicial de la Comisión de la Verdad, ya que el derecho a la verdad 

como medio de reconciliación, no repetición, y de soporte para la reparación simbólica, 

emocional y psicológica del daño, se debe obtener así sea por medio de mecanismos que no 

representen consecuencias jurídicas a quienes deciden aportar a favor del esclarecimiento del 

conflicto.  

Ahora bien, el Decreto 588 de 2017 en su artículo 2, fija taxativamente los objetivos 

que debe alcanzar la Comisión a través de sus funciones:  

“1. Contribuir al esclarecimiento de lo ocurrido, de acuerdo con los elementos del 

Mandato y ofrecer una explicación amplia de la complejidad del conflicto, de tal 

forma que se promueva un entendimiento compartido en la sociedad, en especial de 

los aspectos menos conocidos del conflicto, como el impacto del conflicto en los 

niños, niñas y adolescentes y la violencia basada en género, entre otros. 
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2. Promover y contribuir al reconocimiento. Eso significa el reconocimiento 

de las víctimas como ciudadanos y ciudadanas que vieron sus derechos vulnerados y 

como sujetos políticos de importancia para la transformación del país; el 

reconocimiento voluntario de responsabilidades individuales y colectivas por parte 

de todos quienes de manera directa o indirecta participaron en el conflicto como una 

contribución a la verdad, a la justicia, a la reparación y a la no repetición; y en general 

el reconocimiento por parte de toda la sociedad de ese legado de violaciones e 

infracciones como algo que merece el rechazo de todos y que no se debe ni se puede 

repetir. 

3. Promover la convivencia en los territorios, en el entendido de que la 

convivencia no consiste en el simple compartir de un mismo espacio social y político, 

sino en la creación de un ambiente transformador que permita la resolución pacífica 

de los conflictos y la construcción de la más amplia cultura de respeto y tolerancia en 

democracia” (Decreto Ley 588,2017, p.5-6) 

Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas en el contexto y en razón 

del conflicto armado (UBPD). 

Esta entidad tiene su esencia de ser un mecanismo humanitario, con autonomía y de 

carácter extrajudicial, nace jurídicamente con el Acto Legislativo 01 de 2017 y su misión se 

referencia en el artículo 3 de la siguiente forma:  

“Coordinará y contribuirá a la implementación de acciones humanitarias 

encaminadas a la búsqueda y localización de personas dadas por desaparecidas en 

contexto y en razón del conflicto armado que encuentren con vida y en los casos de 

fallecimiento, cuando sea posible, la identificación y entrega digna de sus restos” 

(Acto Legislativo 01, 2017, p.3).  

Según la UBPD (2022), su competencia está determinada para “casos de desaparición 

ocurridas antes del 1ro de diciembre de 2016, sucedidas en el contexto del conflicto armado, 

y que corresponden a las siguientes circunstancias: Desaparición forzada, secuestro, 

reclutamiento ilícito y durante las hostilidades: combatientes, tanto regulares como 
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irregulares”. Como se referencia anteriormente, la Unidad de Búsqueda de Personas dadas 

por Desaparecidas, tiene un rol trascendental en la consecución de una paz estable y duradera 

en el sentido que dirigir, coordinar y colaborar en la búsqueda de miles de desaparecidos 

contrastando información de fuentes institucionales, judiciales y de la sociedad civil, 

conlleva a sanar emocional y psicológicamente a los familiares de las víctimas directas de 

este flagelo, por lo que la participación directa de multiplicidad de actores como las mismas 

víctimas, organizaciones de derechos humanos y organizaciones comunitarias y más 

importante aún, la participación de los ex combatientes como protagonistas del conflicto, 

deriva en el aporte de la información precisa y verás que permita ubicar a esa gran cantidad 

de seres humanos que desaparecieron en el marco del conflicto armado. 

El SIVJRNR como se ha referido anteriormente, adquiere una responsabilidad de 

mayor categorización en cuanto al tratamiento de actos y hechos que configuren violaciones 

graves al DIH; no obstante, la creación de dicho sistema no sólo se adaptó a las dinámicas 

propias de la guerra interna y las exigencias que los derechos humanos imponen al Estado 

colombiano, sino que los firmantes del acuerdo de paz, previeron la necesidad de introducir 

en el SIVJRNR las experiencias de justicias alternativas que fueron aplicadas en distintos 

puntos geográficos del mundo, específicamente, en aquellos países que sufrieron conflictos 

armados internos o modelos de gobierno autoritarios, como es el caso de El Salvador y de 

Sudáfrica, quienes sirvieron como guía al sistema colombiano de justicia transicional. En 

consecuencia, es pertinente aclarar que cada proceso y modelo de justicia transicional busca 

suplir las necesidades, las causas y las consecuencias particulares que dejó la guerra en cada 

país; pero traer a colación las experiencias de esas justicias transicionales, permite 

comprender por qué Colombia utilizó como referentes dichos modelos de paz, adaptando y 

aplicando aquellos mecanismos extranjeros (como las comisiones de paz) al marco jurídico 

nacional, para que puedan suplir las expectativas y las exigencias de justicia y reparación que 

los derechos humanos y el DIH requieren de los Estados a favor de las víctimas, pero sin 

sacrificar el propósito de la paz. 
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6.2.3 Experiencias internacionales de justicia transicional. 

El Salvador. 

En la segundad mitad del siglo XX, El Salvador padeció una de las guerras civiles 

más cruentas de la historia latinoamericana, dicha confrontación que inició formalmente en 

el año de 1980, pero tiene sus orígenes en tres factores importantes que se profundizaron en 

los años 70: a) la desigualdad económica aberrante entre la mayoría de la población 

salvadoreña y las minorías que ostentaban el poder político, militar y económico del país, b) 

la represión político-militar a través del uso de la fuerza y de reformas al sistema legal que 

iban encaminadas a anular la capacidad de la participación en política de los grupos o partidos 

políticos de oposición tanto democráticos como revolucionarios y c) la consolidación a través 

del tiempo de un gobierno autoritario de la Junta militar que esfumó las libertades civiles y 

auspició el fraude electoral, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada 

y la anulación de la separación de poderes. 

Es en este escenario y en pleno desenvolvimiento de la Guerra Fría, es cuando nacen 

formalmente distintas agrupaciones guerrilleras de cohorte revolucionaria y de izquierdas, 

con la finalidad de confrontar y vencer militarmente a la dictadura. Según CEPAZ (2020), 

“Estos grupos establecen fuertes vínculos con sectores obreros, campesinos y estudiantiles, 

utilizando además como fuentes de financiamiento para sus actividades el secuestro y la 

extorsión” (párr.7), y paralelamente, las organizaciones civiles contribuyeron a crear en el 

país un clima de inconformidad, exigiendo mediante masivas protestas el cambio de régimen. 

En octubre de 1980, se crea el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional 

(FMLN), el cual se consolida como la principal fuerza insurgente capaz de ejecutar acciones 

militares contundentes en contra de la estructura militar de la dictadura. En tal sentido, se 

inicia en los años 80 la Guerra Civil salvadoreña, que se caracteriza en sus principios por una 

serie de ofensivas a lo largo y ancho del territorio nacional por parte del FMLN, 

permitiéndose adjudicar grandes victorias frente a la Junta Militar. En tales circunstancias las 

Fuerzas Armadas salvadoreñas con la ayuda económica y militar del entonces gobierno 

estadounidense, proyecta su accionar a ejecutar: 
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 Un uso continuo, y frecuentemente indiscriminado, de armas pesadas y de la 

aviación. La presencia de la población civil parece no ser un obstáculo importante 

para la utilización en gran escala de artillería pesada o para realizar intensos 

bombardeos aéreos, sobre todo porque se sabe que los combatientes insurgentes viven 

a menudo mezclados con el mismo pueblo. (Martín-Baró, p.24) 

Es pertinente señalar que, la fuerza armada concomitante al uso indiscriminado de la 

fuerza también realizó un conjunto de acciones de represión a la población civil, disolviendo 

manifestaciones, declarando el estado de sitio y el uso indiscriminado de métodos de tortura 

con el fin de disuadir a la población de colaborar con las fuerzas insurgentes del FMLN. Ya 

con la profundización del conflicto, aparecen los denominados Escuadrones de la Muerte, 

grupos paramilitares a los cuales se le adjudicaron varias masacres de campesinos y del 

Arzobispo de San Salvador. 

En 1982, se convoca a una Asamblea Nacional Constituyente, la cual no satisface las 

demandas de cambio según los criterios de FMLN; pero es finales de los 80 y principios de 

la década de los 90, cuando los grupos de izquierdas logran obtener una participación política 

y con una victoria militar lejana para los bandos se decide iniciar conversaciones de paz que 

permiten la firma de una serie de pactos como el Acuerdo de México de 1991,que dieron 

paso a los Acuerdos definitivos de Paz de Chapultepec; este acuerdo con la mediación de la 

ONU, la iglesia católica y de países como México, permitieron poner fin a una guerra que 

según estimaciones oficiales dejaron miles de víctimas mortales y desaparecidos. 

Acuerdos de México (1991) 

Este acuerdo fue el resultado de las conversaciones de paz que llevaron a cabo el 

Frente para la Liberación Nacional Farabundo Martí y el Gobierno de El Salvador y que tenía 

como objetivo dejar establecidas una serie de modificaciones constitucionales, legales e 

institucionales para así lograr un acuerdo definitivo que pusiera fin a la guerra civil 

salvadoreña. Entre sus principales aportes se encuentra la reforma a las fuerzas militares, 

donde se buscaba principalmente el mayor grado de sometimiento de las fuerzas armadas al 

régimen democrático representado en los poderes civiles y la estructuración de una policía 
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nacional de carácter civil. Otro punto es la reforma al poder judicial en especial al sistema de 

funcionamiento y elección de la Corte Suprema de Justicia, la creación de la Procuraduría 

para la Defensa de los DDHH y la redefinición del Consejo Nacional de la judicatura. Pero 

el punto más trascendental de este acuerdo, desde la perspectiva de la justicia transicional fue 

la creación de la Comisión de la Verdad. Esta entidad, según los Acuerdos de México (1991): 

“Estará integrada por tres personas designadas por el Secretario General de las 

Naciones Unidas, oída la opinión de las partes. La Comisión elegirá su Presidenta. La 

Comisión tendrá a su cargo la investigación de graves hechos de violencia ocurridos 

desde 1980, cuya huella sobre la sociedad reclama con mayor urgencia el 

conocimiento público de la verdad. La Comisión tendrá en cuenta: a) la singular 

trascendencia que pueda atribuirse a los hechos a ser investigados, sus características 

y repercusión, así como la conmoción social que originaron; y b) la necesidad de crear 

confianza en los cambios positivos que el proceso de paz impulsa y de estimular al 

tránsito hacia la reconciliación nacional” (párr.37) 

Los anteriores puntos posibilitaron que las partes firmantes llegaran a un acuerdo final 

que integraría todos los aspectos que se discutieron en los diálogos previos, el cual, se 

definiría para la historia como el Acuerdo de Paz de Chapultepec. 

El Acuerdo de paz de Chapultepec, México (1992) 

En este pacto se contempló la introducción de reformas a la Constitución y en la 

estructura, organización, reglamentación y formación de las fuerzas militares; la reforma de 

la propiedad agraria y se garantizó la existencia política legalmente constituida del FMLN. 

El Acuerdo de Paz de Chapultepec (1992), contiene los siguientes capítulos: 

 Capítulo I, Fuerza armada. En este punto se definen las modificaciones doctrinales 

de las fuerzas militares de El Salvador, donde se fija que por mandato constitucional 

su misión principal es la defensa de la soberanía nacional y el mantenimiento de la 

paz, su sometimiento al Estado de Derecho y ser una fuerza no deliberante de los 

asuntos políticos nacionales respetando la voluntad soberana del pueblo, enfocarán 

en su accionar al respeto de la dignidad humana. También se incluye en este capítulo 
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la depuración y reducción del número de miembros de las instituciones castrenses, 

como también la proscripción de los grupos paramilitares, etc. Pero el mayor aporte 

de este capítulo frente a las estipulaciones de la justicia alternativa es su artículo 5, 

que se denomina “superación de la impunidad”, en él se fija la idea de que existe una 

necesidad imperiosa de posibilitar el esclarecimiento y la superación de la posible 

impunidad que rodean las actuaciones de los oficiales de la Fuerza Armada en el 

marco del conflicto, específicamente en los casos que comprometían la vulneración 

de los derechos humanos.  

Capítulo II. Crea la Policía Nacional Civil, como cuerpo armado 

independiente de las fuerzas militares y subordinado al régimen constitucional 

democrático, se definen su estructura, funciones, requisitos para ser miembro de la 

institución, etc. 

 Capítulo III. Sistema Judicial. Se fija el Consejo Nacional de la Judicatura 

y la Procuraduría Nacional para la Defensa de los Derechos Humanos.  

Capítulo IV. Se promueve un proyecto de reformas al sistema electoral del 

país.  

Capítulo V. Tema Económico y Social. Define los métodos y mecanismos 

para solucionar los problemas referentes a las tierras, el desarrollo del agro mediante 

asistencia crediticia, técnica y apoyo internacional. 

 Capítulo VI. Participación Política del FMLN. Se centra en las reformas 

constitucionales y legales para el ejercicio pleno de los derechos civiles y políticos de 

los desmovilizados del FMLN, la libertad de todos los miembros detenidos por 

motivos políticos, garantía de seguridad para los ex combatientes y el reconocimiento 

del FMLN como partido político.  

Capítulo VII. Cese del enfrentamiento armado. Comprende los siguientes 

elementos: “a) el cese del fuego; b) la separación de fuerzas; c) el fin de la estructura 

militar del FMLN y la reincorporación de sus integrantes, dentro de un marco de 

plena legalidad, a la vida civil, política e institucional del país; d) la verificación por 

las Naciones Unidas de todas las actividades arriba mencionadas. (pp. 1-54) 
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Como se ha esbozado, el acuerdo de paz entre el FMLN y el Gobierno de El Salvador, 

contiene la idea nuclear de ejercer una transición de la guerra a la paz, donde la principal 

tarea era esclarecer la verdad de los hechos más atroces que comprometían la responsabilidad 

de los actores del conflicto para lograr una reconciliación nacional y esto se materializaba 

según los presupuestos del acuerdo de paz, mediante las investigaciones e informes de la 

Comisión de la Verdad. Esta idea de reconciliación nacional fue fruto de las complejidades 

presentadas en la guerra civil que supusieron la ausencia de una derrota militar del FMLN a 

favor del Gobierno Nacional, lo que predispuso a que el Estado en un principio cediera  

ostensiblemente en beneficios jurídicos a favor de los desmovilizados del grupo insurgente 

al punto que uno de los puntos exigidos en las negociaciones fue la seguridad jurídica de los 

desmovilizados, por lo que la Asamblea Nacional salvadoreña promulga la denominada Ley 

de Reconciliación Nacional mediante el Decreto Legislativo Nº 147 (1992), esta norma 

estipulaba en su artículo 1 que, el Estado de El Salvador: 

“Concede amnistía a favor de todas las personas que hayan participado como autores 

inmediatos, mediatos o cómplices en la comisión de delitos políticos comunes 

conexos con éstos y en delitos comunes cometidos por un número de personas que no 

baje de veinte, antes del 1º de enero de 1992, exceptuándose, en todo caso, el delito 

común de secuestro, contemplado en el Artículo 220 del Código Penal” (p.1) 

Posteriormente, la Comisión de la Verdad presenta su informe final  que fue bautizado 

“De la Locura a la Esperanza”, documento que contiene una serie de reflexiones, 

recomendaciones y conclusiones sobre el desarrollo de la guerra civil en El Salvador. En su 

contenido se habla acerca de las responsabilidades en las masacres, ejecuciones 

extrajudiciales, torturas, y previamente se analiza el marco jurídico que sería aplicable al 

proceso de paz de El Salvador en materia de derechos humanos adquiere unas obligaciones 

por tratados internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 

Convención Americana de Derechos Humanos e igualmente la Comisión afirma que era 

aplicable para el caso concreto los Convenios de Ginebra de 1949. 
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Otro punto abordado en las recomendaciones del informe, es sobre la sanción y 

enjuiciamiento de quienes se encontraron responsables por los graves hechos de violencia 

sucedidos en la guerra. Es en esta parte, donde se presenta una gran controversia en materia 

de justicia frente al proceso de paz salvadoreño, en el entendido que los acuerdos pactados 

se distinguen por la ausencia de unos parámetros claros sobre los aspectos esenciales que 

regulan la aplicabilidad de la justicia en un proceso de transición de la guerra hacia la paz, 

por lo que el carácter meramente reconciliatorio del proceso de paz junto a la deslegitimidad 

que suponía la imposición de la justicia ordinaria del Estado mediante los mismos jueces que 

sirvieron durante la Junta Militar, derivaría en fricciones sociales, políticas pero 

principalmente en vacíos legales y materiales en cuanto a los mínimos de justicia exigidos 

por los tratados internacionales sobre derechos humanos a quienes se encuentren 

responsables de crímenes de guerra y de lesa humanidad, bien lo explicita la Comisión de la 

Verdad (1993), cuando plantea que: 

“La cuestión no es sí se debe o no sancionar a los culpables sino sí se puede o no hacer 

justicia. La sanción a los responsables de los crímenes descritos, es un imperativo de 

la moral pública. Sin embargo, no existe una administración de justicia que reúna los 

requisitos mínimos de objetividad e imparcialidad para impartirla de manera 

confiable. Teniendo en cuenta esta realidad, se recomienda no exigir que se enjuicie 

a los culpables y tampoco la aplicabilidad de las amnistías” (p.43). 

Ante la aplicación de la amnistía a los desmovilizados del FMLN y la publicación del 

informe final de la Comisión de la Verdad, la Asamblea Legislativa de El Salvador, por 

presión política de distintos miembros de las fuerzas armadas y de grupos políticos afines a 

la extinta Junta militar, y contrariando las recomendaciones de la Comisión de la Verdad, 

decide promulgar la “Ley de Amnistía General para la Consolidación de la paz” (Decreto Nº 

486 del 20 de marzo de 1993), mediante esta norma el Estado le concedía a todos los autores 

directos e indirectos y responsables no combatientes de delitos y de graves hechos de 

violencia cometidos en el desarrollo de la guerra civil. Es precisamente esta norma que en 

concordancia a los vacíos jurídicos que suponía la ausencia de un modelo de justicia eficiente 

en el acuerdo de paz, desencadenó en la sociedad salvadoreña y en la comunidad 
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internacional una sensación de impunidad frente a los graves crímenes violatorios de los 

derechos humanos, por lo que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ante la 

inoperatividad o anuencia de los órganos judiciales nacionales para sancionar las violaciones 

graves de los DDHH, decide intervenir en la investigación y sanción de algunos de los 

principales hechos que marcaron la memoria histórica de El Salvador, como fue el caso de la 

masacre de El Mozote de 1981, este hecho fue resuelto mediante sentencia de 25 de octubre 

de 2012 (CASO MASACRES DE EL MOZOTE Y LUGARES ALEDAÑOS VS. EL 

SALVADOR), donde la Corte concluye que El Salvador fue responsable por la violación 

intencional de los derechos a la vida, la integridad y libertad personal, la propiedad privada, 

entre otros, fundamentados en la Convención Americana de Derechos Humanos a raíz del 

asesinato  de 498 campesinos, entre mujeres, hombre y niños por parte de la fuerza armada 

salvadoreña en operativos contrainsurgencia. Conforme a los hechos y pruebas allegadas al 

proceso, la Corte Interamericana (2012), argumenta que:  

“La Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz ha tenido como 

consecuencia la instauración y perpetuación de una situación de impunidad debido a 

la falta de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de los 

responsables de los hechos, incumpliendo asimismo los artículos 1.1 y 2 de la 

Convención Americana, referida esta última norma a la obligación de adecuar su 

derecho interno a lo previsto en ella. Dada su manifiesta incompatibilidad con la 

Convención Americana, las disposiciones de la Ley de Amnistía General para la 

Consolidación de la Paz que impiden la investigación y sanción de las graves 

violaciones a los derechos humanos sucedidas en el presente caso carecen de efectos 

jurídicos y, en consecuencia, no pueden seguir representando un obstáculo para la 

investigación de los hechos del presente caso y la identificación, juzgamiento y el 

castigo de los responsables, ni pueden tener igual o similar impacto respecto de otros 

casos de graves violaciones de derechos humanos reconocidos en la Convención 

Americana que puedan haber ocurrido durante el conflicto armado en El Salvador” 

(p.117). 
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Con la declaración de responsabilidad del Estado de El Salvador en la violación de 

los derechos consagrados en la Convención Americana, la Corte Interamericana (2012), 

dispone que el Estado debe procurar que “la Ley de Amnistía General no suponga un 

obstáculo para la investigación y sanción de los principales responsables por la violación 

grave de los derechos humanos” (p.148), y secuencialmente se le impulsa a que repare 

integralmente a las victimas sobrevivientes de la masacre como a los familiares de los 

individuos asesinados durante el operativo militar. 

Por otro lado, en el año 2009 y por iniciativa de organizaciones de derechos humanos, 

víctimas del conflicto, expertos académicos y del derecho se crea Tribunal Internacional para 

la Aplicación de la Justicia Restaurativa en El Salvador, este “tribunal” armonizaba la 

inconformidad de la sociedad salvadoreña por la impunidad que producía la vigencia de la 

Ley de Amnistía General de 1993, y su objetivo es imponer “una condena moral a los 

perpetradores, así como al Estado por incumplir las obligaciones de respetar y garantizar los 

derechos de sus habitantes junto a las de investigar todos los casos, sancionar a los culpables 

y reparar los daños causados a las víctimas” (IDHUCA, 2009). 

 Es evidente como el derecho a la justicia en el proceso de paz de El Salvador ha 

quedado rezagado ante la búsqueda de una reconciliación nacional, por lo que le ha 

correspondido a la justicia internacional la población civil y a las mismas víctimas buscar 

mecanismos simbólicos de restauración del daño que permita democratizar, sanar y dignificar 

la memoria y la humanidad de la sociedad salvadoreña. 

Sudáfrica. 

     La historia sudafricana en el siglo XX se distingue por la supremacía de la población 

blanca representada por los colonos provenientes de la Gran Bretaña y sus descendientes, 

quienes instauraron en dicho territorio un régimen institucional y social basado en la 

prevalencia de la minoría blanca sobre las mayorías autóctonas negras, las cuales fueron 

sometidas a ser comunidades segregadas y cohibidas en el goce efectivo de sus derechos, por 

lo cual iniciaron una serie de luchas sociales para reivindicar sus derechos frente a la 

opresión. Esta represión era un rezago hereditario de las costumbres imperiales del Reino 
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Unido, quien en el siglo XIX vio en el continente africano una infinita fuente de recursos 

naturales y de mano de obra esclava que le ayudaría a consolidar la expansión de sus rutas 

mercantes como también de su poder militar. Así pues, no es hasta el año de 1961, como 

consecuencia de la descolonización masiva que vivió África tras el desgaste del imperio 

británico en la segunda guerra mundial lo que facilitó la independencia definitiva sudafricana. 

En este tiempo se funda la República de Sudáfrica, la cual estructuró constitucional y 

legalmente un sistema de discriminación racial llamado apartheid, el cual venia vigente desde 

1948; este sistema suponía la no participación en política de la población negra y por 

consiguiente la ejecución de prácticas reiterativas y sistemáticas de violación de los derechos 

humanos, civiles y políticos de los pobladores africanos y en general de todas las personas 

no caracterizadas como blancas. Bien lo dispuso Brasil. D (1983), quien contextualiza de 

forma más precisa la situación en su análisis denominado “El Apartheid: su historia y sus 

consecuencias”, donde expresa que: 

“En 1948 el Partido Nacional subió al poder con un programa político basado en el 

"apartheid" o separación de las razas. La Ley sobre Zonas de Grupos n° 41, de 1950, 

tenía por objeto poner en práctica esa separación en las zonas urbanas. De acuerdo 

con sus disposiciones, los africanos debían concentrarse en suburbios entorno a las 

ciudades "blancas", mientras que a los indios se los confinaba aún más severamente 

en determinadas zonas urbanas. La separación fue acompañada por una vasta 

campaña de clasificación racial. La Ley sobre Registro de la Población (1950), con 

sus enmiendas posteriores, prescribía la clasificación de la población sudafricana en 

tres grupos principales: blancos, mestizos y africanos, formando los asiáticos un 

subgrupo dentro del grupo mestizo” (p.3) 

Es de esta forma, en como las mayorías negras del país deciden emprender una serie 

de luchas sociales en los años 50 , las que fueron respondidas por las fuerzas armadas y de 

policía sudafricanas mediante la represión, la tortura, y demás actos inhumanos que 

desembocarían en una ola de violencia por parte de los manifestantes y a su organización 

política y comunitaria, como por ejemplo el Congreso Nacional Africano, pero la violencia 

llego a tal punto que la confrontación en los años 80 se degradó a los enfrentamientos 
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armados entre la élite blanca que dominaba el Estado y la población marginada de los negros. 

En el proceso de desenvolvimiento del conflicto interno los parámetros de violencia 

utilizados por uno y otro bando eran diametralmente opuesto, mientras las fuerzas militares 

y de policía se fundamentaron en ejercer el terror mediante desapariciones forzadas, tortura, 

ejecuciones extrajudiciales, etc., los grupos insurgentes daban uso a minas antipersonales, 

asesinatos selectivos, entre otras modalidades de actos de guerra que tuvieron su declive por 

la presión de la comunidad internacional que, mediante el aislamiento internacional y la 

imposición de sanciones se le exigía al Estado sudafricano abolir la normatividad y todas las 

prácticas de segregación racial para favorecer una transición democrática que incluyera la 

participación sin tapujos de la población africana en materia política. 

Es precisamente la presión de la ONU y de la comunidad internacional, más la 

violencia armada insostenible lo que obliga al gobierno sudafricano a entablar 

conversaciones de paz con el CNA y en la década de los 90 decide derogar todas las leyes 

que sostenían el régimen del apartheid, lo que tendría como resultado, las primeras elecciones 

libres de 1994, que serían ganadas por Nelson Mandela, figura clave e histórica de la lucha 

por los derechos de la población negra en su país quien sacrificó por más de 20 años su 

libertad a cambio de la libertad y la igualdad de sus coterráneos. 

Posconflicto. 

El posconflicto sudafricano se consolidó desde dos vertientes que trabajaron 

indisolublemente: La primera y como proceso previo, fue la etapa constitucional que originó 

la Constitución Nacional Sudafricana de 1993 (de carácter transitorio) y posteriormente, se 

promulga la Constitución Nacional de 1996. Pero es la Constitución de la República de 

Sudáfrica de 1.993, la cual tuvo un carácter temporal y que auspiciaría ese régimen de 

transición de un Estado puramente racista y antidemocrático a un modelo democrático 

pluriétnico que se fundamenta en la igualdad.  

Ahora bien, es esta Constitución de la República de Sudáfrica (1993), la que abre el camino 

legal a la construcción de un modelo de justicia restaurativa que sienta sus líneas de acción 

en la consecución de la reconciliación nacional a través del perdón, y se encuentra en un 
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capítulo constitucional denominado “Unidad Nacional y Reconciliación”, el cual pregona lo 

siguiente: 

“Esta Constitución proporciona un puente histórico entre el pasado de una sociedad 

profundamente dividida caracterizada por luchas, conflictos, sufrimiento e injusticia 

indecibles, y un futuro basado en el reconocimiento de los derechos humanos, la 

democracia y la coexistencia pacífica y las oportunidades de desarrollo para todos los 

sudafricanos, independientemente de su color, raza, clase, creencia o sexo. La 

búsqueda de la unidad nacional, el bienestar de todos los ciudadanos sudafricanos y 

la paz requieren la reconciliación entre el pueblo sudafricano y la reconstrucción de 

la sociedad” (Constitution of the Republic of South Africa, 1993) 

Pero, ¿cómo pretendía el Estado sudafricano alcanzar esa unidad nacional a través del 

perdón?, es la misma Constitución sudafricana (1993) quien augura los métodos que se 

usarían para promover y obtener la pacificación y la unidad nacional, en su literalidad se 

expone que: 

“Para avanzar en dicha reconciliación y reconstrucción, se concederá amnistía 

respecto de los actos, omisiones y delitos asociados a objetivos políticos y cometidos 

en el curso de los conflictos del pasado. A tal fin, las Cortes Generales, en virtud de 

esta Constitución, adoptarán una ley que determine una fecha de corte firme, que será 

posterior al 8 de octubre de 1990 y anterior al 6 de diciembre de 1993, y dispondrá 

los mecanismos, criterios y procedimientos, incluidos los tribunales, si los hubiere, 

mediante el cual se tramitará dicha amnistía en cualquier tiempo después de dictada 

la ley” (Constitution of the Republic of South Africa, 1993). 

En síntesis, la Constitución Nacional de 1993, orquestó la refundación de la sociedad 

y el Estado sudafricano en cuanto su promulgación y aplicación se constituyó en un hito de 

naturaleza legal que transformaba radicalmente los paradigmas de coexistencia de la sociedad 

sudafricana, por ello dicha carta magna tenía una naturaleza transicional que afincó 

previamente la igualdad como derecho y principio, para así desencadenar el proceso 

transicional, puesto que al concebir a todos los ciudadanos como iguales propiciaba el 
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reconocimiento del otro como sujeto de derechos con el que se podía dialogar para sanar las 

heridas del pasado, superando un estado de conflicto a una era de unidad nacional. 

Consecuentemente, y como segunda etapa, se da la creación de una justicia 

transicional eminentemente restaurativa, que nace jurídicamente durante el gobierno de 

Mandela, donde el Parlamento de Sudáfrica promulga la “Ley de Promoción de la Unidad 

Nacional y la Reconciliación No. 34 en 1995, mediante esta Ley el Estado sudafricano le da 

inicio a un proceso de transición y se crea “la Comisión de la Verdad y la Reconciliación” 

(Truth and Reconciliation Commission),que esencialmente se centraba en ser una entidad 

con mecanismos judiciales y extrajudiciales para garantizarle a la sociedad sudafricana la no 

repetición de los hechos de violencia y por consiguiente la función de la Comisión de la 

Verdad y la Reconciliación era buscar y publicar la verdad de todas las circunstancias que 

configuraron el conflicto interno desde 1960 hasta 1990. 

Los objetivos de esta Comisión, de acuerdo con la Ley de Promoción de la Unidad 

Nacional y la Reconciliación, Ley No.34 (1995), eran: 

“1. Promover la unidad nacional y la reconciliación en un espíritu de 

entendimiento que trascendiera los conflictos y las divisiones del pasado a 

través de: 

 a. Establecer un cuadro completo sobre las causas, la naturaleza y la 

extensión de las violaciones a los derechos humanos que se cometieron en el 

periodo comprendido entre el primero de marzo de 1960 al presente (1994). 

b. Facilitar la concesión de amnistía a las personas que hagan un 

descubrimiento completo de todos los hechos relevantes asociados con el 

conflicto. c. Establecer y gestionar el conocimiento de los desaparecidos y 

restaurando la dignidad humana y civil de las víctimas, así como recomendar 

medidas de reparación para éstas. d. Generar un reporte en el que se incluyan 

las actividades y hallazgos de la Comisión, así como un capítulo de 

recomendaciones y medidas para prevenir futuras violaciones a los derechos 

humanos” (p.4). 
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La Comisión de la Verdad sudafricana se dividía en tres: El comité sobre violaciones 

de derechos humanos, el Comité sobre amnistía y el Comité sobre reparación y rehabilitación. 

La Comisión se caracterizó por realizar audiencias públicas en donde víctimas y victimarios 

podían verse cara a cara y se escuchaban las narrativas ofrecidas por las partes para esclarecer 

los hechos victimizantes. Pero es la misma Ley de Promoción de la Unidad Nacional y la 

Reconciliación, quien ofrece las tres principales funciones de la Comisión: primero, se le da 

la autoridad para coordinar e investigar las actuaciones y omisiones que constituyeron 

violaciones a los derechos humanos, seguidamente se le confiere el poder de amnistiar a los 

culpables de hechos violatorios de derechos humanos, en este punto se debe resaltar que una 

de las características de esta amnistía era que se concedían individualmente y por cada caso 

particular, es el artículo 20, numeral 1 quien ofrece las condiciones previas para otorgar la 

amnistía: 

“20. Concesión de la amnistía y efecto de la misma. 

(1) Si el Comité, después de considerar una solicitud de amnistía, está 

convencido de que: a) La solicitud cumple con los requisitos de Ley. b) El 

acto, omisión o delito a que se refiere la solicitud es un acto asociado con un 

objetivo político cometido en el curso de los conflictos del pasado, c) el 

solicitante ha hecho una revelación completa de todos los hechos relevantes, 

concederá amnistía respecto de ese acto, omisión o delito” (Ley de Promoción 

de la Unidad Nacional y la Reconciliación No. 34, 1995, p.11) 

Igualmente, y en concordancia de esas condiciones, la Ley de promoción de la Unidad 

Nacional, también reguló los aspectos concernientes a las graves violaciones de los derechos 

humanos, donde, aunque si concedió amnistías, estas se obtenían cuando el responsable de 

esas graves violaciones acudiera a las audiencias públicas en las cuales reconocía ante la 

sociedad y las víctimas su culpabilidad frente al daño causado. Son las audiencias públicas 

más las actividades ejecutadas por el Comité de Reparación, las que revelan la forma en que 

Sudáfrica toma la justicia restaurativa como medio de transición hacia la democracia y la 

reconciliación, en consecuencia la idea de justicia se idealiza y materializa desde un 
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planteamiento sanador (opuesto al idealismo punitivo del crimen), recurriendo al perdón y a 

la verdad como prácticas morales reparadoras de las violaciones injustas a los derechos de 

las víctimas, por lo que el fin del perdón y la reconciliación es redignificar la humanidad de 

la víctima, la reconstrucción de un tejido social tan fragmentado por el segregacionismo y el 

reconocimiento social del apartheid como crimen histórico en contra de la humanidad. En tal 

sentido, según Rodríguez Montenegro, la comisión logró “con relativa rapidez cerca de 7.000 

amnistías y estableció como principal condena la exposición pública de las ofensas. La 

ventilación de la verdad en las cerca de 2.000 audiencias públicas sirvió como catarsis 

colectiva” (Rodríguez, 2011, p.58). 

6.2.4. Análisis comparativo entre los modelos de justicia transicional de Colombia, El 

Salvador y Sudáfrica. 

     En primer término, el SIVJRNR que constituye la base fundamental del proceso de 

paz de La Habana pactado entre la extinta FARC-EP y el Gobierno Nacional, se ha 

constituido en un hito internacional en lo que se refiere a modelos de justicia transicional, en 

cuanto los firmantes se preocuparon y plasmaron en el documento final todas las directrices 

que fundamentaron las reformas legales y constitucionales que fueran posibles para 

garantizar los derechos de las víctimas, la transición de la guerra hacia la paz y la 

aplicabilidad de una justicia alternativa que no va en contravía de las obligaciones 

internacionales que adquirió Colombia en cuanto a la investigación y sanciones de los actos 

delictivos que se configuran como crímenes de guerra y de lesa humanidad. Es de esta 

premisa que se deriva el entender que Colombia buscó enriquecer su modelo de justicia 

transicional aprendiendo de los errores prácticos y jurídicos de aquellas experiencias de 

posconflictos que alrededor del mundo se superaron mediante justicias transicionales y que 

en su mayoría buscaban la supremacía de la reconciliación nacional sobre la potestad del 

Estado en juzgar efectivamente las graves violaciones de DDHH durante los conflictos. 

     No obstante, la comprensión de dichos modelos de justicia alternativa (Colombia, El 

Salvador y Sudáfrica), debe partir desde la particularidad que supone la realidad, las 

dinámicas sociales y el contexto histórico que ha moldeado cada país, por ello, se obtiene en 
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primera instancia un eje diferencial entre los tres modelos y es la situación particular e 

histórica que dio origen al conflicto en cada país. 

En el caso Colombiano, la necesidad de una justicia transicional nace por el conflicto 

armado interno, el cual emerge en las entrañas del campo, fundamentalmente en la lucha 

histórica por la tierra y paralelamente por las pugnas ideológicas o partidarias, es así como el 

factor tierra y el factor partidista configuran la primera fase del conflicto, en tal sentido se da 

la distinción de los actores armados y políticos, donde liberales y conservadores, campesinos 

y terratenientes se introdujeron en una guerra sin cuartel mediante prácticas o tácticas 

armadas que décadas más tarde se perfeccionaron con los grupos armados herederos de sus 

prácticas, más precisamente de las guerrillas liberales que en plena guerra fría transforman 

su identidad política a favor de ideas socialistas y por parte de los terratenientes seguirían sus 

intereses por medio de la financiación de ejércitos privados que entre las décadas de los 80 y 

90 se identificaron como los paramilitares. Pero otro punto identitario del conflicto 

colombiano, es la incursión del narcotráfico como factor de financiamiento de la lucha 

armada insurgente y paramilitar. 

En cuando a El Salvador, su proceso de post conflicto se basa en la superación de la 

dictadura a favor de un sistema democrático, y aunque tiene similitudes con Colombia en 

cuanto a los aspectos originarios de desigualdad y pobreza endémica y los movimientos 

revolucionarios, estas son características compartidas por la mayoría de los países de 

América Latina durante el siglo XX. Es así que el conflicto salvadoreño tiene en su 

particularidad la presencia permanente de una institucionalidad que históricamente se le ha 

cuestionado su legitimidad, en cuanto ha sido el propio Estado el que ha contribuido por 

excelencia a fomentar la violencia como arma de control social y hasta la terminación de su 

guerra civil, la soberanía popular y el poder civil eran instituciones desdibujadas y casi 

utópicas para la nación centroamericana. 

Por el lado de Sudáfrica, el origen de su conflicto es claramente un componente étnico 

y racial, a tal punto que el Estado nace desde una idiosincrasia de la supremacía blanca que 

imponía una minoría gobernante heredera directa del imperio británico. En dicha situación 
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al igual que El Salvador la justicia transicional buscaba superar una etapa de un Estado 

autoritario a un régimen democrático, pero con la diferencia que la concepción del enemigo 

durante el conflicto sudafricano se basaba en que para la élite del apartheid la población negra 

ni siquiera merecía la categoría de ciudadanos o incluso personas. 

Frente a los modelos de justicia, todos comparten una institución en Común y es la 

creación de una Comisión de la Verdad, las cuales fueron adaptadas a la situación concreta 

de cada nación. Para el caso Colombiano, la Comisión de la Verdad tiene una esencia de ser 

un mecanismo extrajudicial, en la cual los principales responsables de la violación a los 

derechos humanos pueden aportar a la reconstrucción de la historia y la verdad mediante sus 

narrativas sobre los hechos y circunstancias que se presentaron en el conflicto armado, de 

esta forma quien comparece a la comisión logra el resarcimiento del derecho a la verdad de 

las víctimas y a entender las causas originarias del conflicto para dar la garantía de no 

repetición. 

En El Salvador la Comisión de la Verdad, asumió un papel trascendental como 

mecanismo para investigar y divulgar los hechos que configuraron los principales crímenes 

de la guerra, su informe referenciaba conclusiones y recomendaciones para promover la 

reconciliación nacional. 

En Sudáfrica, la Comisión de la Verdad y Reconciliación, sí se configuró como un 

mecanismo judicial y extrajudicial, por lo que sus funciones variaron desde la investigación 

de los hechos, la instalación de audiencias públicas para el reconocimiento de la verdad hasta 

la concesión de amnistías a los autores o responsables de los actos de violencia durante el 

conflicto. 

En lo concerniente a un sistema estrictamente judicial, es el modelo colombiano quien 

cumple de forma estricta con todos los componentes básicos de satisfacción de derechos de 

las víctimas. El SIVJRNR comprende unos mecanismos judiciales y extrajudiciales que 

centra el derecho a la justicia y la reparación de la víctima como ejes fundantes de sus 

acciones, por ello, mediante la comisión de la verdad se trata de satisfacer el derecho a la 

verdad, ya con la Unidad de Búsqueda de personas dadas por desaparecidas el Estado 
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contribuye a enmendar el daño psicológico y emocional de los familiares de las personas 

desaparecidas esclareciendo el paradero de dichas personas y mediante la JEP, el Estado 

colombiano asumió su responsabilidad que en materia de derechos humanos se comprometió 

a cumplir para evitar la impunidad, es por eso que el sentido de la justicia transicional en 

Colombia tiene un enfoque restaurativo y reparativo, porque al lograr que los principales 

autores directos o indirectos de las violaciones graves de los derechos humanos sean juzgados 

y obligados a reparar a las víctimas así sea mediante sanciones alternativas, permite que la 

sociedad colombiana supere un estado de guerra bajo las premisas de la justicia, la verdad y 

la democracia. 

Distinto es el caso de El Salvador, que aunque es una experiencia fundamental en los 

modelos de justicia transicional en el mundo, su enfoque de reconciliación social se 

desconfigura cuando el Estado se cohíbe de la capacidad sancionadora de los hechos más 

graves de violencia otorgando beneficios jurídicos incompatibles con los compromisos 

internacionales del Estado de investigar y juzgar las violaciones graves de los derechos 

humanos; en este aspecto se recalca que no existía un componente judicial idóneo y legitimo 

para investigar y sancionar, además, la promulgación de la Ley de Amnistía General de 1993 

con la cual el órgano legislativo del país centroamericano favoreció a quienes propiciaron los 

crímenes de guerra desembocó en dos situaciones fácticas y jurídicas muy negativas: la 

existencia de una sensación de impunidad en la sociedad y la intervención de la justicia 

internacional para impedir que las víctimas no reciban la protección y reparación 

correspondiente a sus derechos acorde a las obligaciones internacionales que en su momento 

el Estado salvadoreño asume en materia de los derechos humanos y como consecuencia de 

ello, se presenció en cómo la Corte Interamericana decide ejercer su competencia subsidiaria 

ante la ausencia de una investigación y sanción pertinente al caso salvadoreño. 

En contraposición, Colombia mediante la Jurisdicción Especial para la Paz y con los 

primeros resultados en el esclarecimiento de responsabilidades por violaciones a los DDHH, 

ha demostrado que el SIVJRNN tiene una efectividad para garantizar en los límites de sus 

funciones, la protección de los derechos humanos, porque no solo busca la reconciliación a 

través del perdón, sino que trasciende a unas medidas alternativas de justicia que reparen y 
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restauren a la víctima de forma integral. Este modelo de justicia se ha legitimado 

internacionalmente de una forma tan completa que organismos como la CPI y la misma Corte 

Interamericana decidan dar a la justicia transicional colombiana un voto de confianza en el 

esclarecimiento de las responsabilidades por los crímenes de guerra o lesa humanidad que se 

hayan presentado. 

En Sudáfrica, ocurrió un hecho jurídico bastante controversial al igual que en El 

Salvador, y fue la concesión generalizada de amnistías a todos aquellos partícipes del 

conflicto sin tener en cuenta sus responsabilidades por violaciones a los derechos humanos, 

en este punto hay una diferencia sustancial con Colombia, ya que el Estado colombiano por 

su componente constitucional, está obligado a cumplir los postulados de los Convenios de 

Ginebra, la Convención Americana de Derechos Humanos y en especial el Estatuto de Roma 

(el cual no regía en el momento histórico en que se desarrolla la transición en Sudáfrica) , 

por lo que la concesión de amnistías sólo se podía aplicar a los delitos políticos y conexos; 

en cambio en el caso del proceso sudafricano, existía una necesidad imperiosa de unificar en 

libertad a una sociedad profundamente dividida por el segregacionismo racial, por lo que la 

principal labor del gobierno sudafricano fue la de eliminar estructuralmente todos los 

vestigios del apartheid y esa transición se forjó con la idea de reconciliar a través de la verdad 

a cambio del perdón social y jurídico. 

Es cierto que el proceso de paz de La Habana, se ha constituido como un hito a nivel 

mundial por su capacidad de concentrar en un mismo sistema de justicia transicional sus 

obligaciones jurídicas internacionales, la garantía de los derechos humanos de las víctimas y 

el derecho de la sociedad de conseguir una paz estable y duradera. Sin embargo, la 

complejidad de la realidad colombiana ha obstaculizado la efectividad plena del SIVJRNR, 

esta premisa se argumenta con las siguientes disposiciones: 

1. El Acuerdo de Paz de la Habana solo concibió la terminación de un enfrentamiento 

armado entre dos partes específicas: El Estado y la guerrilla de las FARC, quedando rezagado 

la heterogeneidad que identifica el conflicto armado colombiano, porque si bien es cierto que 

las FARC eran el principal grupo armado ilegal que concentraba la mayoría de los esfuerzos 
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de guerra del Estado, existe una pluralidad de organizaciones armadas insurgentes e ilegales 

que por medio de sus actos de guerra, como el control territorial que ejercen sobre extensas 

regiones del país, impiden la consecución de una verdad plena sobre el conflicto y ausenta la 

garantía de no repetición para el tránsito a una paz estable y duradera 

2. El Estado colombiano desde el cese al fuego definitivo con la guerrilla de las FARC 

fue incompetente en ejercer un control efectivo de los territorios que anteriormente de facto 

gobernaba las FARC por lo que la ausencia de una soberanía estatal condujo a que las zonas 

más estratégicas militar y económicamente abandonadas por la extinta guerrilla, actualmente 

sean controladas por otros grupos armados ilegales como el ELN, grupos armados 

organizados del narcotráfico, etc. La consecuencia directa de la inoperatividad del Estado es 

el agravamiento del conflicto, la persistencia en la violación masiva de los derechos humanos 

de la población civil, la aparición de nuevas dinámicas de violencia como es el caso del 

asesinato sistemático de líderes sociales y por último, el re victimización de las personas que 

sufrieron los vejámenes de la acción armada de las FARC. 

3. En lo que se refiere a la resocialización de los desmovilizados de las FARC, existe 

actualmente en Colombia dos circunstancias que imposibilitan una resocialización efectiva 

y completa al tejido social y económico de quienes se acogieron al acuerdo de paz: primero, 

el actual gobierno nacional, por razones estrictamente discursivas y políticas ha torpedeado 

la ejecución integral de los acuerdos de paz y en la misma dirección, el Estado no ha sido 

capaz de garantizar la seguridad personal de los ex miembros de la guerrilla. Estas situaciones 

originan que una parte de las personas acogidas al acuerdo de paz decidan reincidir en la 

ilegalidad bien sea reorganizando estructuras criminales nuevas o engrosando las filas de los 

grupos armados ya existentes como las disidencias y el ELN. 

4. El proceso de paz de La Habana trae consigo una solución integral para los 

principales factores originarios del conflicto como son la propiedad de la tierra y la 

participación política de los antiguos subversivos, pero pareciera que el Estado asumió unos 

compromisos que supera su capacidad institucional de cumplirlos, ejemplo factible de esta 

problemática, es como los intereses económicos y políticos de una elite gobernante sabotean 
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todos los esfuerzos institucionales por conocer la verdad del conflicto, especialmente en la 

crueldad que rodeó el despojo de tierras de miles de familias campesinas y 

consecuentemente, también se obstruye la aplicación de la reforma rural integral, por lo que 

cuestiones tan básicas para la superación de los orígenes del conflicto siguen siendo una 

deuda histórica del Estado para con las víctimas y la misma sociedad. 

5. Otro factor que impide un verdadero tránsito hacia la paz con garantías de verdad 

y no repetición es la corrupción endémica en el Estado, es de conocimiento público en cómo 

los recursos para la paz o para las víctimas son desviados o simplemente desaparecen, por lo 

que la existencia y la eficiencia de los proyectos de inversión social en los territorios más 

golpeados por la guerra son casi una utopía y de esta forma el Estado ha permitido la 

persistencia de los hechos de desigualdad y marginalidad que sirven de combustible a los 

grupos armados ilegales para sustituir al Estado en el ejercicio de la autoridad en dichos 

territorios. 

 6. Por último, en Colombia sigue profundizándose las brechas de desigualdad, de 

exclusión económica y social, por lo que la pobreza endémica produce efectos nocivos a la 

consecución de la paz, bien se sabe que la paz no es solamente un formalismo de ausencia de 

conflicto, pues la sociedad necesita de condiciones dignificantes de la existencia humana para 

el goce efectivo de sus derechos humanos. 

En conclusión, Colombia a pesar de que habilidosamente supo conciliar las 

exigencias que en materia de derechos humanos se le exigía para aplicar su sistema de 

justicia transicional, y que construyó un marco jurídico tan sólido que propició el apoyo 

unánime de la comunidad internacional y la desmovilización de la gran mayoría de los 

integrantes de las FARC; las problemáticas nacionales y la incompetencia y/o la 

corrupción de varias instituciones estatales (en especial del gobierno nacional) han 

logrado infligir un grave daño al camino de la paz, de ahí que el éxito del SIVJRNR se 

vea comprometido, pues aunque el modelo de justicia ha facilitado que instituciones como 

la JEP, presentarán sus primeros frutos al esclarecer algunos de los principales vejámenes 

a la humanidad cometidos por los ex comandantes de las FARC; el verdadero éxito y 
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eficacia del SIVJRNR radica en la voluntad del Estado, pues es su responsabilidad 

histórica acabar con los factores originarios de la violencia en Colombia. Y es 

precisamente el cumplimiento del acuerdo de paz el primer paso para que la sociedad 

colombiana pueda experimentar los primeros vestigios de una paz estable y duradera. 
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7. ACCIONES REALIZADAS POR EL SISTEMA INTEGRAL DE VERDAD, 

JUSTICIA, REPARACIÓN Y NO REPETICIÓN EN EL MUNICIPIO DE TULUÁ 

El presente capítulo tiene como objeto analizar y describir las funciones y las acciones 

realizadas por los diferentes mecanismos judiciales y extrajudiciales del Sistema Integral de 

Verdad Justicia, Reparación y No Repetición en el municipio de Tuluá, como es el caso de 

la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Unidad de Búsqueda de Personas dadas 

por Desaparecidas y las distintas dependencias de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP).  

 7.1 COMISIÓN PARA EL ESCLARECIMIENTO DE LA VERDAD (CEV). 

En Colombia, a través del Acuerdo Final de Paz del 2016, el Estado y las FARC 

centraron sus esfuerzos a que el desarrollo del posconflicto se basara en las víctimas del 

conflicto y en la garantía de no repetición de los hechos configurativos de la guerra, tanto 

para quienes se reconocían como víctimas como para la sociedad en general; por lo tanto, 

como se ha afirmado reiteradas veces, el modelo de justicia transicional y de paz que creó 

Colombia tiene un componente transversal para el funcionamiento del SIVJRNR y es la 

recuperación y conocimiento de la verdad del conflicto, la cual se compone de todas las 

atrocidades y hechos victimizantes catalogados como graves violaciones a los derechos 

humanos y del DIH, surgidos y perpetrados en medio del conflicto armado. Pero en primera 

instancia, hay que subrayar que el componente de la verdad para el posconflicto tiene un gran 

obstáculo y es la prolongación de la guerra a través de más de medio siglo entre el Estado y 

las FARC, que junto a la evolución propia de las dinámicas de la confrontación más la 

inserción de nuevos actores armados irregulares, provocaron que el tiempo adquiriese esa 

connotación de impedimento para la reparación y superación del daño; por lo que desde el 

enfoque de los derechos humanos que permea la idealización y materialización de la justicia 

transicional, se exige que la verdad del posconflicto en Colombia deba recuperarse con el 

mayor grado de certeza, por lo debe surtirse lo más completa posible, partiendo desde el 

reconocimiento de los hechos y conductas victimizantes por parte de todos aquellos que 

participaron directa o indirectamente en la lucha armada interna. No obstante, el derecho a la 

justicia, verdad, reparación y garantías de no repetición no pueden aplicarse solamente desde 
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la óptica de ser un requisito jurídico exigible para quienes deben aportarla, pues el mismo 

SIVJRNR admite y promueve que la contribución de estos presupuesto se pueda ejercer tanto 

en el proceso de reconocimiento y juzgamiento ante la JEP (donde la verdad plena y 

exhaustiva sí es un requisito sine qua non de quienes se acogen a los designios legales de la 

jurisdicción), como también de forma extrajudicial, potestativa y sin ningún tipo de 

consecuencia jurídica que se surte ante la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 

Convivencia y la no Repetición y la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por 

Desaparecidas. Esto desde el entendido de que en la justicia transicional, el satisfacer los 

derechos a favor de las víctimas y la intervención protagónica de estas prevalece sobre el 

sentido arcaico y tradicional de justicia, lo que deriva en dos consecuencias afirmativas: la 

superación de la incertidumbre y del daño que rodea la guerra, como también, surte la 

satisfacción de la necesidad que posee la sociedad de conocer y entender las causas y 

consecuencias de la misma, lo que en el deber ser, promovería la consolidación de un orden 

social justo y pacífico. 

La Comisión de la Verdad como mecanismo fundamental para el esclarecimiento de 

las circunstancias, motivaciones y hechos que acontecieron durante el desarrollo del conflicto 

armado interno en Colombia, tiene la inspiración para su origen en aquellas experiencias de 

postconflicto que se vivieron alrededor del mundo, en las cuales se pretendía realizar una 

transición de un contexto de conflicto armado o dictadura a un proceso histórico de paz y 

reconciliación, ejemplo de ello, el caso de El Salvador y Sudáfrica, donde sus comisiones 

jugaron unos papeles trascendentales para la reconciliación nacional; no obstante, a pesar que 

por regla general la mayoría de estas comisiones han buscado esclarecer la verdad y 

promover la reconciliación, estas debían ceñirse a los aspectos propios que caracterizaron los 

conflictos armados de dichas naciones, por lo que cada Comisión debía responder y funcionar 

acorde a unas necesidades particulares de cada país. 

Con el esbozo anteriormente expuesto, se hace pertinente traer a explicación primero 

el funcionamiento de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la 

no Repetición (en adelante la Comisión de la Verdad o CEV) desde los postulados jurídicos 
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que la sustentan, consecuentemente, se abordará todas aquellas acciones que ha ejercido este 

ente extrajudicial en el municipio. 

Como se refirió en el anterior capítulo, la Comisión de la Verdad nace en el orden 

jurídico nacional con el Acto Legislativo 01 de 2017, el cual describe su naturaleza y 

secuencialmente, se organiza mediante el Decreto Ley 588 de 2017, el cual fija sus objetivos, 

criterios orientadores, funciones y demás presupuestos que ayudan a concretizar este 

mecanismo de justicia transicional acorde al punto 5.1.1. y siguientes del Acuerdo Final de 

2016. Ahora bien, prosiguiendo con el objetivo de este capítulo, el Decreto Ley 588 (2017) 

en su artículo 4° explícitamente describe la esencia de la CEV y es su carácter extrajudicial, 

esto quiere decir que  su actuar es estrictamente ajeno e independiente al sistema de justicia 

de la JEP y de la jurisdicción ordinaria, por lo que “sus actividades no servirán para la 

imputación penal ante ninguna autoridad jurisdiccional”, entonces, la información que reciba 

la CEV de los individuos que desean acudir a dicho mecanismo “no puede ser solicitada o 

percibida por alguna autoridad judicial, e igualmente se excluye de ella algún valor 

probatorio para fijar responsabilidades frente a la justicia” (Decreto Ley 588,2017). 

Otro punto esencial que ofrece el Decreto Ley 588 de 2017, para entender el 

funcionamiento de la CEV en el municipio de Tuluá es el “enfoque territorial” y el “enfoque 

diferencial y de género”, esto en el entendido de que el desarrollo del conflicto al igual que 

sus efectos tuvieron sus variaciones acorde al territorio y a la población afectada en 

específico, por lo que le corresponde a la CEV indagar las necesidades y los daños 

particulares que dejó la guerra en cada región y a cada grupo poblacional o comunitario a 

intervenir. Así pues, el artículo 7 del Decreto Ley en mención expone que: 

“La CEV será una entidad de nivel nacional, pero tendrá un enfoque territorial con el 

fin de lograr una mejor comprensión de las dinámicas regionales del conflicto y de la 

diversidad y particularidades de los territorios afectados, y con el fin de promover el 

proceso de construcción de verdad y contribuir a las garantías de no repetición en los 

diferentes territorios. El enfoque territorial tendrá en cuenta también a las personas y 
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poblaciones que fueron desplazadas forzosamente de sus territorios” (Decreto Ley 

588 de 2017) 

Como se prescribe, se puede inferir que el enfoque territorial conlleva a que la CEV 

realice sus tareas partiendo desde un análisis comprensivo y resiliente frente a la 

idiosincrasia, las formas de vida, la interrelación de los miembros de la comunidad entre sí y 

con el territorio (factores definidos por la historia y por su geografía) y del cómo el conflicto 

armado se adaptó y reconfiguró la realidad del territorio y de las víctimas, por ello, las 

propuestas de acciones y su materialización requieren un abordaje coherente y estrictamente 

integral para que la consecución de la verdad sea efectiva para la implementación de la paz 

en el territorio. 

En lo que respecta a las funciones de la CEV, el artículo 13 del Decreto Ley 588 de 

2017 señala las 13 funciones que le corresponden a este mecanismo extrajudicial desarrollar 

para la construcción de una paz estable y duradera, sin embargo para plantear esas funciones, 

previamente la norma en estudio fija los mandatos que la Comisión de la Verdad debe acoger 

en el ejercicio de sus actuaciones y son manifestados en el artículo 11, de los cuales por la 

pertinencia al caso concreto se presentan sólo los siguientes: 

“ARTÍCULO 11. Mandato. La CEV tendrá como mandato esclarecer y promover 

el reconocimiento de: 

I. Prácticas y hechos que constituyen graves violaciones a los derechos 

humanos y graves infracciones al DIH, que tuvieron lugar con ocasión del 

conflicto, así como la complejidad de los contextos y las dinámicas 

territoriales en las que estos sucedieron. II. El impacto del conflicto sobre 

quienes participaron directamente en él como combatientes y sobre sus 

familias y entornos. III. El contexto histórico, los orígenes y múltiples causas 

del conflicto, teniendo en cuenta como insumo los informes de la Comisión 

Histórica del Conflicto y sus Víctimas, entre otros. IV. Los factores y 

condiciones que facilitaron o contribuyeron a la persistencia del conflicto, 

teniendo en cuenta como insumo los informes de la Comisión Histórica del 
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Conflicto y sus Víctimas, entre otros. V. El desarrollo del conflicto, en 

particular la actuación del Estado, de las guerrillas, de los grupos paramilitares 

y el involucramiento de diferentes sectores de la sociedad” (Decreto 588, 

2017) 

Consecuentemente, se presentan las principales funciones de la CEV que se 

armonizan con los anteriores mandatos y se ajustan al objetivo del presente capítulo: 

“ARTÍCULO 13. Funciones. Son funciones de la CEV las siguientes: 

A. Crear espacios en los ámbitos internacional, nacional, regional y territorial, 

en especial audiencias públicas temáticas, territoriales, institucionales y casos 

emblemáticos, con el fin de escuchar las diferentes voces, en primer lugar, las 

de las víctimas, y de promover la participación de los diferentes sectores de la 

sociedad para contribuir a una reflexión conjunta sobre lo ocurrido y las causas 

y efectos de la grave violencia vivida por Colombia. Esos espacios podrán 

incluir escenarios públicos de discusión y reflexión o ceremonias culturales y 

artísticas, para que quienes hayan participado de manera directa o indirecta en 

el conflicto, puedan hacer actos de reconocimiento de responsabilidad y pedir 

perdón; y en consecuencia ofrecer explicaciones sobre los actos realizados, 

contribuir a la reparación, asumir compromisos de no repetición y de 

construcción de la paz. De esta manera se deberá contribuir a conocer la 

verdad y a la convivencia pacífica en los territorios.  

B. Convocar a personas para que contribuyan al esclarecimiento de la 

verdad.  

C. Elaborar un informe final que tenga en cuenta los diferentes 

contextos, refleje las investigaciones en torno a todos los componentes del 

mandato y contenga las conclusiones y recomendaciones de su trabajo, 

incluyendo garantías de no repetición. 
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 D. Diseñar y poner en marcha una estrategia de relacionamiento 

activo con las víctimas y sus organizaciones, con iniciativas no 

gubernamentales de reconstrucción de memoria, individual y colectiva, con 

enfoque territorial” (Decreto 588, 2017) 

Como se observa, los mandatos y las funciones de la Comisión de la Verdad tratan 

de responder y transformar integralmente unas complejidades muy particulares que ha dejado 

el conflicto armado a través de los años en la vida de las víctimas, la memoria colectiva y en 

los territorios, por lo tanto,  el accionar de dicho mecanismo tiene un gran componente 

dialógico que está basado en la confianza frente al otro, donde la voluntad de reconciliación, 

y superación del daño entre víctimas, victimarios y sociedad civil determina el grado de 

pertinencia y eficacia de la CEV para lograr sus tres objetivos, los cuales están descritos en 

el artículo 2 del Decreto Ley que organiza la Comisión de la verdad: “1.El esclarecimiento y 

explicación de lo ocurrido, 2. El reconocimiento individual y colectivo de los hechos 

responsabilizantes como también de las víctimas como sujetos centrales del proceso, y por 

último, el aporte a la construcción y 3. La consolidación de un ambiente transformador de la 

realidad social, política e histórica del país donde se logre un cambio real del paradigma de 

la violencia en pro de la convivencia pacífica y democrática” (Decreto Ley 588,2017). 

 El último aspecto a tener en cuenta para exponer las acciones realizadas por la CEV 

en el municipio de Tuluá, son las generalidades históricas que rodearon el conflicto armado 

en este municipio (reseñadas en el marco histórico), toda vez que el origen, el desarrollo y 

las consecuencias del conflicto en dicho territorio condicionan las acciones y estrategias 

planteadas por la CEV para el caso particular. 

Por lo manifestado, se permite traer a exposición las actuaciones ejecutadas por la 

CEV en el municipio de Tuluá, las cuales fueron informadas mediante respuesta a un derecho 

de petición con radicado 00-1-2022-000544 del 17 de febrero de 2022. En este escrito de 

respuesta la CEV (2022), enfatiza que dicho mecanismo ha realizado sus tareas con “el 

equipo territorial Valle” con el propósito de alcanzar dos objetivos particulares: Primero, “el 

Esclarecimiento orientado a explicar los patrones más graves de violencia en el marco de la 
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guerra en Colombia; y, por otro lado, el de Convivencia que busca construir espacios entre 

grupos y personas que han mantenido diferencias profundas, con el fin de encontrar rutas de 

resolución pacífica de las controversias”. En cuanto a las actuaciones particulares 

emprendidas se obtiene que, desde el año 2019, “se inició con el Esclarecimiento mediante 

el diálogo con distintos actores comunitarios e institucionales de la zona urbana y rural. Este 

relacionamiento propició espacios de conversación y participación de los distintos actores 

territoriales en el proceso de escucha, los cuales fueron un aporte fundamental para la 

construcción de una narrativa para comprender lo sucedido en el marco del conflicto armado 

en el Valle del Cauca” (CEV, 2022). 

Por lo tanto, se realizaron toma de testimonios individuales y colectivos de distintos actores 

que contribuyeron con su versión sobre la violencia vivida en sus territorios, “lo que aportó 

elementos fundamentales de cara a los patrones y casos definidos en el proceso de 

investigación, sobre percepciones de origen, desarrollo y factores de persistencia del 

conflicto armado, y las condiciones necesarias para la no repetición” (CEV, 2022). 

Se debe tener presente que el proceso de escucha que elaboró la CEV en Tuluá ha 

servido como parte fundamental para verificar y definir la información contenida en el 

informe final que será presentado por la entidad el 28 de junio de 2022. Sin embargo, bajo el 

principio de confidencialidad y la política de tratamiento de datos que protege a quienes 

aportan a la reconstrucción de la verdad, impide a la CEV facilitar información más concreta 

sobre sus actuaciones. 

En lo atinente a la Convivencia, se destacó por parte de la CEV (2022), el apoyo que 

ha brindado a la “sistematización y visibilización” de la experiencia de convivencia y 

desarrollo productivo alternativo denominado “Café Cosecha de Paz, un proyecto productivo 

en el horizonte de la reconciliación” realizado en el año 2020 en la zona de media montaña 

de Tuluá. 

  En dicho proceso se hicieron “ejercicios de documentación y profundización de 

experiencias de convivencia y construcción de paz” con participación de reincorporados y 

víctimas mediante reuniones de seguimiento, entrevistas y espacios de conversación. 
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También en el año 2021, se realizó un taller denominado “acciones vivas” de la mano 

de artistas y jóvenes del municipio; donde “los partícipes aportaron ideas para la construcción 

de un mensaje de reconciliación y la utilización del arte como vehículo para comunicar la 

verdad” (CEV, 2022).  

Por último, a modo de conclusión, se puede determinar que la Comisión de la Verdad 

en Tuluá tiene un papel de profunda transformación de esas realidades de violencia que 

padece el municipio hasta la actualidad, específicamente a lo relacionado con el conflicto 

armado; por ello, se debe resaltar que la CEV tuvo que diseñar e implementar acciones muy 

concretas mediante el enfoque territorial y diferencial para atender primordialmente a la 

comunidad campesina y a la población de la alta y media montaña de Tuluá, pues han sido 

ellos quienes históricamente sufrieron el abandono estatal y la ignominia de la guerra; y son 

ellos quienes tienen el derecho prevalente de saber la verdad del por qué  padecieron las 

masacres, el desplazamiento forzado, la muerte y desaparición selectiva de sus líderes 

comunales y familiares; hechos que provocaron no solo una violación masiva de sus derechos 

humanos, sino además, un proceso de exclusión y olvido en medio de una sociedad que 

desconoce la realidad de esa Tuluá profunda y rural. Por eso, los espacios dialógicos y de 

encuentro facilitan más allá del entendimiento entre víctimas y victimarios, el acercamiento 

de la comunidad en general a la verdad de los orígenes de la violencia que caracteriza a Tuluá, 

y esto conllevaría a fomentar la reconciliación y la no repetición; no obstante, esos procesos 

de reconocimiento de verdad y de difusión de los hechos históricos de violencia, han sido 

labores que se han realizado mediante organizaciones campesinas comunitarias bien 

estructuradas y con eventos públicos, donde invitan a propios y extraños a que se apropien 

del valor de la verdad y la paz; ejemplo de esto es el evento municipal anual denominado 

“Memoria y Dignidad Campesina”, el cual se lleva a cabo el 31 de julio de cada año en el 

corregimiento de La Moralia con el fin de rendir un homenaje a las víctimas del 

paramilitarismo y a sus luchas por la resistencia a favor de la paz. 

7.2 UNIDAD DE BÚSQUEDA DE PERSONAS DADAS POR DESAPARECIDAS 

(UBPD). 
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La desaparición forzada en Colombia es una conducta compleja que resulta en una 

serie de violación de derechos, creando un menoscabo esencialmente en la dignidad humana 

de la persona, en la vida, la libertad, integridad personal, a no ser sometido a tortura, ni a 

tratos crueles inhumanos, entre otros. Es una conducta que bajo la luz del derecho 

internacional constituye un perjuicio múltiple de derechos humanos y un crimen de lesa 

humanidad, cuando esta se perpetra de manera sistemática y generalizada. Este delito afecta 

a las familias y allegados del desaparecido, pues no acceden a ese derecho de verdad, donde 

puedan determinar el paradero o el destino de esa persona; además se dice que es un método 

para infundir el terror en la sociedad, generando la sensación de inseguridad e indefensión de 

la comunidad. Bajo esta premisa general de la desaparición forzada, la intención es 

focalizarla a la problemática en el territorio de la investigación (Tuluá, Valle del Cauca). 

Hasta la fecha, los informes dados por la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por 

Desaparecidas, según el año de los acontecimientos, todo esto en el marco del conflicto 

armado, las diferentes masacres y episodios de violencia vividos en la zona rural del 

municipio y corregimientos aledaños, las personas dadas por desaparecidas en el territorio 

datan desde 1974 hasta el 2016, con un total de 350 personas. 
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Figura 4: Mapa de Personas Dadas por Desaparecidas – Tuluá, Valle del Cauca 

Nota. El presente gráfico fue obtenido de la página oficial de la UBPD, en su mapa geográfico 

del portal de datos: https://ubpdbusquedadesaparecidos.co/sites/portal-de-datos/mapa-

geografico/ 

Figura 5: Personas dadas por desaparecidas según el año de desaparición en Tuluá. 

 



117 
 

Nota. El presente gráfico fue obtenido de la página oficial de la UBPD, en su mapa geográfico 

del portal de datos: https://ubpdbusquedadesaparecidos.co/sites/portal-de-datos/mapa-

geografico/ 

 En promedio, se desaparecían alrededor de 8,3 personas al año en el municipio. De 

los anteriores datos, el rango donde más hechos de desaparición forzada se registraron fue 

entre 1999 y 2001, alcanzando un pico de más de 50 personas dadas por desaparecidos en un 

año, e igualmente vuelve a crecer este comportamiento en los años 2006 al 2007, 

evidenciando alrededor de 30 desaparecidos en un solo año. Cabe destacar que el municipio 

de Tuluá se encuentra en el Plan Regional Oriente del Valle de la UBPD, el cual está en fase 

de concertación y elaboración. 

Con base en lo anterior, la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas 

(UBPD) nace en el contexto y razón del conflicto armado como una entidad pública que hace 

parte del SIVJRNR, como un mecanismo de carácter extrajudicial y humanitario, que tiene 

por objeto dirigir, coordinar y contribuir a la implementación de acciones de búsqueda y 

localización de personas desaparecidas que se encuentren con vida, y en los casos de 

fallecimiento cuando sea posible, la recuperación, identificación y entrega digna de cuerpos 

esqueletizados, garantizando un enfoque territorial, diferencial y de género. Mediante estas 

acciones se propone aliviar el sufrimiento de los familiares de estas personas dadas por 

desaparecidas, estableciendo la verdad de lo acontecido y determinando el paradero de su ser 

querido. 

La labor de la UBPD en específico se encuentra consagrada en el artículo 5 del 

Decreto Ley 589 (2017), donde se le atribuyen ciertas funciones como: 1. Recolectar 

información necesaria para la localización, búsqueda e identificación de las personas dadas 

por desaparecidas, a partir de información oficiales y no oficiales con el propósito de 

establecer el “universo” de personas dadas por desaparecidas en razón del conflicto armado, 

desarrollando actividades de entrevistas confidenciales para obtener información que 

contribuyan a lo mencionado, recibir información de múltiples entidades y organizaciones 

que ayuden a la localización y recuperación, trabajar mancomunadamente con el Instituto 
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Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses para crear un capítulo especial del Registro 

Nacional de Desaparecidos. Además de diseñar planes nacionales, procesos de búsqueda, 

localización y recuperación, en colaboración también con la Unidad para las Víctimas, y 

junto a todo esto, garantizar la participación de las familias de las personas dadas por 

desaparecidos, en cumplimiento de ese aspecto humanitario de la UBPD, brindando 

información periódica, reportes a los familiares y también a la Comisión para el 

Esclarecimiento de la Verdad. 

Para la identificación de las labores/acciones realizadas por la UBPD en el municipio de 

Tuluá, el día 3 de marzo de 2022 la entidad dio respuesta a la petición (2022) con radicado 

#UPBD-2-2022-000514, en la cual se le solicitó amablemente, que se suministrará 

información como documentos, informes y similares que contuvieran información de las 

acciones realizadas por el SIVJRNR en el municipio de Tuluá, Valle del Cauca, a lo cual 

respondió iniciando con una introducción general de la naturaleza de la Unidad, así como su 

misión principal de aliviar el sufrimiento de los familiares de personas dadas por 

desaparecidas; así mismo expuso el concepto de “personas dadas por desaparecidas”, del cual 

se extrajeron cuatro situaciones para tener en cuenta: 

1)   Personas que han sido desaparecidas forzadamente; 

2)   Personas secuestradas, que no fueron liberadas y cuya suerte o paradero son 

desconocidos por sus familiares; 

3)   Personas que han sido reclutados (forzada e ilegalmente) por actores del conflicto 

armado, cuya suerte o paradero son desconocidas por sus familiares 

4)   Personas civiles o miembros de los actores armados desaparecidos durante las 

hostilidades, cuya suerte o paradero son desconocidos por sus familiares. 

De las anteriores situaciones que configuran la situación de una persona dada por 

desaparecida, es el elemento de desconocimiento del paradero de ese ser querido por parte 

de su familia. Es preciso mencionar que bajo el Decreto Ley 589 de 2017 y la Sentencia C-
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067 de 2018, todo el tratamiento de datos personales, información adjunta, como denunciar 

y otra información, se realiza bajo ese principio humanitario de la Unidad y de manera 

extrajudicial, por lo que no puede ser tomada ni requerida por autoridades judiciales, no tiene 

valor probatorio ni atribuir responsabilidades. 

La UBPD presentó en la respuesta a la petición, dos gráficas correspondientes al 

comportamiento temporal de la desaparición en Tuluá, el cual ya se explicó anteriormente, 

teniendo como fuente el Mapa de Personas dadas por Desaparecidas de la página web de la 

entidad, así como las circunstancias que se han asociado con la desaparición, y una 

categorización por sexo de la población victima desaparecida. 

Figura 6: Comportamiento temporal de la desaparición forzada en Tuluá 1974-2016 

 

Fuente: Gráfico aportado en la respuesta de la petición ante la UBPD (2022) 

En ese orden de ideas, y con las cifras anteriores, se puede explicar que, de las 350 

personas dadas por desaparecidas en el municipio de Tuluá, Valle del Cauca, durante los años 
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1974 al 2016 que son las fechas de las cuales se tiene información, en el transcurso de tiempo 

en las cuales acontecieron desapariciones forzadas, la población de hombres representó a 298 

desaparecidos, las mujeres a 49 desaparecidas y la población sin determinar una cifra de 3 

desaparecidos. 

Además de lo reseñado, la UBPD en relación con las acciones de difusión, incidencia 

y pedagogía desarrolladas en el municipio, señalan las siguientes: 

“Actividad del 25 de junio de 2019, en la Secretaría de paz, Valle del Cauca, con el 

objetivo de hacer difusión pedagógica de la UBPD – proceso de articulación, donde 

como resultado se logró la identificación de escenarios de actividades regionales y se 

propuso una agenda de trabajo, a pesar de esto, se observa que no se logró avanzar en 

la articulación ni más visitas en el año. De esta actividad se verificaron cuatro 

personas participantes como lo fue la coordinación y analista administrativa” (UBPD, 

2022) 

El día 19 de febrero de 2020, tanto en la Personería Municipal como en la Alcaldía 

Municipal también se realizó la actividad de difusión pedagógica de la UBPD – articulación, 

de donde se resalta el avance respecto de remisión de casos, así como la difusión del mandato 

y el carácter de la UBPD; cabe destacar que estos procesos articuladores se vieron 

suspendidos por la emergencia sanitaria COVID-19. 

Las actividades de la UBPD se retomaron el 17 y 18 de agosto del 2020, donde 

entidades como la Alcaldía, la Personería Municipal, excombatientes y la Mesa Municipal 

de Víctimas retomaron el proceso de articulación con la Unidad, se dieron diálogos iniciales 

y de ampliación de información, se presentaron espacios de pedagogía, acceso y aporte de 

información por parte de los excombatientes para la búsqueda de personas dadas por 

desaparecidas; específicamente con la Personería se definió la articulación para la tarea de 

orientar a las familias en relación con la competencia de la UBPD, se observa que participó 

un nuevo personero municipal por lo que tuvo que retomarse desde el inicio el proceso de 

articulación. Con la Alcaldía Municipal puntualmente se articularon los aspectos de remisión 

de casos, apoyo en temas de atención y acceso a servicios de salud, y la difusión de la UBPD 
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y sus mecanismos; se desarrollaron diálogos con las familias que habían presentado 

peticiones ese mismo año, y con la población excombatiente y la mesa municipal de víctimas 

se logró una buena participación y de calidad, donde se precisaron alcances y mecanismos 

de actuación con la UBPD, así como la definición de una agenda de trabajo articulada. 

Por último, en el año 2021, en el mes de octubre, se sumaron a las actividades las 

organizaciones de comunidades negras y afrodescendientes, en conjunto con el equipo de 

trabajo de la JEP, se logró un ejercicio pedagógico para la identificación y búsqueda, donde 

se obtuvieron muestras de referencias biológicas; por otro lado con la mesa municipal de 

víctimas y excombatientes se agendaron los diálogos iniciales, dichos diálogos presentados 

desde el año 2020 y 2021 que fueron remitidos por instituciones locales. 

7.3 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ (JEP) 

En términos generales la justicia transicional es un proceso de transformación social 

y política con el fin de hacer tránsito de contextos de guerra a escenarios de paz, o de pasar 

de gobiernos dictatoriales a estados democráticos. Estos procesos pretenden la investigación, 

juzgamiento y sanción de los crímenes ocurridos, bajo un enfoque central que son las 

víctimas de estos conflictos, garantizando aspectos como la verdad, justicia, reparación, 

restablecer la confianza en el Estado, fortalecer la democracia, y, sobre todo, lograr la 

reconstrucción del tejido social y la reconciliación. Bajo estos aspectos se crea la Jurisdicción 

Especial para la Paz (JEP), como el componente de justicia del SIVJRNR, además de ser el 

órgano de carácter judicial, a diferencia de la Comisión y de la UBPD que cuentan con un 

carácter extrajudicial, es decir, la JEP se erige como la administradora de justicia transicional, 

enfocándose en los delitos graves y representativos del conflicto, donde la comparecencia es 

obligatoria por parte de los excombatientes de las FARC-EP y miembros de la fuerza pública, 

mientras que la comparecencia será voluntaria con los otros agentes del Estado y terceros 

civiles, lo anterior en aras de satisfacer los derechos de las víctimas de acceder a la justicia, 

ofrecer verdad, contribuir a la reparación y construir una paz estable y duradera. 

En lo que refiere a lo normativo, fue mediante la Ley Estatutaria 1957 del 6 de junio 

de 2019, la cual edificó lo relacionado con la administración de justicia en la Jurisdicción 
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Especial para la Paz; Así mismo, se definió la estructura general de la JEP y los órganos de 

la jurisdicción, que son: la Sala de Reconocimiento de verdad, de responsabilidad y de 

determinación de los hechos y conductas, el Tribunal para la Paz, la Sala de Amnistía o 

Indultos, la Sala de definición de situaciones jurídicas y la Unidad de Investigación y 

Acusación. 

En cuanto a las funciones de la Sala de Reconocimiento, esta ha de definir si los 

hechos y conductas atribuidas a los comparecientes al Sistema, fueron cometidos por causa, 

con ocasión o en relación al conflicto armado interno, así como recibir informes de las 

autoridades competentes como la Fiscalía General de la Nación y la justicia penal militar y 

también de otras organizaciones como de víctimas, comunidades, y de DDHH, aplicando así 

criterios de priorización y selección de casos; siendo esta Sala la puerta de entrada a la JEP 

si así quiere llamarse. El Tribunal para la Paz, es el órgano de cierre de la JEP, aquí es en 

concreto, donde se juzga y se imponen las sanciones, además de resolver las revisiones y 

apelaciones que se presenten en el transcurso del proceso. Dicho tribunal tiene diferentes 

secciones, una de primera instancia en casos de reconocimiento de verdad y responsabilidad, 

y la otra de primera instancia para casos de ausencia de reconocimiento de verdad y 

responsabilidad, también existe la Sección de Revisión de sentencias, que tendrá la función 

de revisar las sentencias proferidas en casos ya juzgados por los diferentes órganos 

jurisdiccionales, y por último la Sección de Apelación, con la función de decidir las 

impugnaciones elevadas por los comparecientes en cualquiera de las dos secciones de 

primera instancia. 

La Sala de Amnistías e Indultos, es la sala que aplica los beneficios y tratamientos 

jurídicos a las conductas jurídicamente amnistiables o indultables, de conformidad con la 

resolución de conclusiones y recomendaciones expedida por la Sala de Reconocimiento de 

Verdad. La Sala de Definición de Situaciones Jurídicas, se encarga de aplicar las medidas 

como de cesación de procedimientos y renuncia al ejercicio de la acción judicial, además de 

recibir a los comparecientes que no fueron objeto de amnistías ni que fueron incluidos en la 

resolución de conclusiones. El artículo 84 de la Ley Estatutaria de la JEP taxativamente dice 

que la función de esta sala es la de definir la situación jurídica de todos quienes hayan 
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accedido a la JEP, desde dos supuestos: personas que no son objeto de amnistías o indultos, 

ni incluidas en la resolución de conclusiones, y las personas que no se les exigirá 

responsabilidad ante el Tribunal para la Paz, por ser beneficiarios de amnistía o indulto. 

La Unidad de Investigación y Acusación, es la encargada de adelantar e investigar la 

acción penal ante el Tribunal, en pocas palabras esta unidad es la fiscalía de la JEP, este 

órgano actúa cuando no hay presupuestos de verdad plena ni reconocimiento de 

responsabilidad por parte de los comparecientes, y acusa ante el Tribunal, específicamente 

ante la Sección en casos de ausencia de reconocimiento. Para dar por cumplido el objetivo 

general a que refiere este capítulo, se recibió respuesta a la petición (2021) elevada con 

radicado 202101047199 por parte de la Jurisdicción Especial para la Paz, donde en atención 

a la comunicación hecha ante ellos, nos remite el consolidado de acciones desplegadas por 

la JEP en el municipio desde el 1 de enero de 2019 a septiembre 30 de 2021. Sobre el 

documento, fue el subsecretario ejecutivo, actuando en función del secretario ejecutivo quien 

indicó las acciones realizadas por cuatro departamentos de la entidad. 

7.3.1 Departamento de Gestión Territorial 

Este departamento durante el período señalado ejecutó las siguientes 4 actividades: 

Una asesoría a excombatientes; una jornada de difusión con un enfoque de información 

práctica acerca de los procesos de comparecencia ante la JEP dirigida a funcionarios 

públicos, especialmente a la Personería Municipal; una jornada de recepción de solicitudes 

de acreditación de calidad de víctimas del conflicto y una actividad de apoyo a órdenes 

judiciales en lo que respecta a la suscripción del Régimen de Condicionalidad. 

De la primera actividad, llamada “Brindar información y asesoría a excombatientes 

en el Municipio de Tuluá-Departamento del Valle del Cauca” realizada de manera presencial 

en el municipio con fecha del 2 de mayo de 2019, asistieron 38 excombatientes, de los cuales 

el listado y el documento soporte se guardó reserva por parte de la entidad. La segunda 

actividad llamada “Jornada de difusión dirigida a personeros de Risaralda, Quindío y Norte 

del Valle” realizada de manera presencial en la ciudad de Pereira el 26 de julio de 2019, contó 

con la asistencia de 34 personeros y funcionarios públicos. El día 21 de agosto del mismo 
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año se llevó a cabo la tercera actividad “Jornada de recepción de solicitudes de acreditación 

de víctimas en el caso 001” (el macro caso 001 corresponde a las graves privaciones de la 

libertad-secuestro) actividad que contó con la asistencia de 16 víctimas, como evidencia y 

soporte se encuentra el listado de asistencia de personas asesoradas y recepción de 

solicitudes. Y la cuarta actividad “régimen de condicionalidad” realizada el 9 de diciembre 

del 2019, contó con la asistencia de un solo participante, con soporte el informe de gestiones 

realizadas para el cumplimiento de órdenes judiciales. 

7.3.2 Departamento de Atención a Víctimas 

Por parte de este departamento de atención a víctimas llevaron a cabo dos actividades 

de difusión sobre los mecanismos del Sistema, dirigido a comunidades negras del municipio 

y funcionarios de la Secretaría de Paz Territorial y Reconciliación del Valle del Cauca. La 

primera actividad “Desarrollar una jornada de difusión sobre el SIVJRNR con énfasis en la 

JEP y sus mecanismos de participación, dirigido a comunidades negras de Tuluá” fue 

ejecutada el día 24 de junio de 2020, de manera virtual, y contó con 9 participantes. La otra 

actividad “Jornada de difusión sobre la Jurisdicción Especial para la Paz; y los mecanismos 

de participación ante la JEP, dirigida a los Enlaces de Víctimas y funcionarios de la Secretaría 

de Paz Territorial y Reconciliación del Valle del Cauca” realizada bajo la misma metodología 

virtual el día 20 de octubre de 2020 y esta actividad participaron 42 personas de distintos 

municipios como lo fue Buenaventura, Cali, Tuluá, Cartago, Jamundí, Roldanillo, 

Bugalagrande, Bolívar y Yotoco. 

7.3.3 Departamento de Atención SAAD-Comparecientes 

Por otra parte, el Departamento del Sistema de Autónomo de Asesoría y Defensa 

(SAAD) de la JEP, realizaron dos actividades de difusión y divulgación sobre los trabajos, 

obras y actividades con contenido restaurador (TOAR), dirigidas a funcionarios de 

instituciones como la alcaldía municipal, personería de Tuluá y, además, se hizo un énfasis 

direccionado a excombatientes de las extintas FARC-EP. Estas actividades tuvieron el 

acompañamiento y articulación de la Misión de Verificación de Naciones Unidas. De las dos 

anteriores, la primera actividad se llevó a cabo el 17 de agosto de 2021, actividad denominada 
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“Jornadas de información y divulgación realizadas el 17 de agosto de 2021 en el municipio 

de Tuluá-Valle del Cauca; actividades lideradas por el departamento de Gestión Territorial-

JEP, en articulación con Naciones Unidas, ARN y UBPD con el objetivo de socializar los 

propósitos misionales de este último componente del Sistema Integral, y todo lo concerniente 

a TOAR dirigido a exintegrantes FARC-EP, quienes están residenciados en zonas rurales 

como: Moralia, Monteloro, Venus, entre otros y en zona urbana de Tuluá”. La asistencia de 

este evento fue en total 20 exintegrantes en procesos de reincorporación (PPR). 

La segunda jornada calendada el mismo día, pero en esta ocasión, dirigida a 

funcionarios de instituciones y entidades públicas como la Alcaldía Municipal y Personería, 

entre otros del municipio de Tuluá, también contaron con la participación articulada de 

Naciones Unidas, de la cual participaron 15 funcionarios. 

 

7.3.4 Departamento de Enfoques Diferenciales 

Por último, a través del Departamento de Enfoques Diferenciales se ejecutó una 

actividad de articulación interinstitucional denominada “Concretar acciones para la 

articulación con organizaciones en el Municipio de Tuluá” con fecha del 24 de junio de 2021, 

donde se hizo énfasis en los canales de participación para las víctimas y comparecientes del 

SIVJRNR, acompañamiento psicosocial y jurídico, que fomentara la participación en la 

Jurisdicción mediante presentación de informes con enfoques étnicos. Participaron el 

Consejo Comunitario de Tres Esquinas, Organización Pro raizales por una vida digna, Mesa 

Afro del Municipio de Tuluá, Consejo Comunitario de Agua Clara y el Gobierno de la gente 

para la gente. 
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8. PERCEPCIONES CIUDADANAS DEL MUNICIPIO DE TULUÁ SOBRE EL 

SIVJRNR, SUS ÓRGANOS Y FUNCIONES 

Las percepciones ciudadanas del municipio de Tuluá, se obtuvieron a través del 

método cuantitativo estadístico de la encuesta, donde se diseñó tal instrumento para 

recolectar del estudio (de carácter descriptivo y correlacional) los resultados que aportarán 

datos a la monografía en aras de determinar dichas percepciones respecto del SIVJRNR y 

temas relacionados con la justicia transicional que dieron vida a este sistema.  

El procedimiento la para recolección y determinación de las percepciones del 

municipio de Tuluá se realizó de manera articulada con el proyecto de investigación del 

docente Juan Pablo García Giraldo, director de esta monografía, el cual tuvo planeado aplicar 

el instrumento de la encuesta en cuatro municipios del Valle del Cauca, y del cual, para esta 

investigación se aplicó en el municipio de Tuluá, dicho instrumento pretendía obtener de la 

ciudadanía las percepciones sobre el SIVJRNR, sus órganos y sus funciones, preguntaba 

aspectos generales sobre la justicia transicional y conceptos clave como qué es la paz y la 

justicia. Se implementó por medio de la plataforma Google Forms para la aplicación virtual 

de esta; se tomó este medio por motivos de pandemia y la emergencia sanitaria, ya que la 

aplicación presencial del instrumento se complicaba pues se realizó entre agosto y septiembre 

de 2021. De igual forma es una herramienta utilizada por otras investigaciones y de carácter 

doctoral como lo fue la de Ruiz et al. (2022). Para el procesamiento de datos, se utilizó el 

software estadístico SPSS. La muestra total de los participantes fue de 149 encuestados, todos 

mayores de edad, siendo el grupo poblacional entre 18-25 años quienes presentan la mayor 

participación de un 47%. De igual forma, la participación de hombres fue más de la mitad, 

siendo un 55,7% frente a un 44,3% de participación que fueron mujeres. Se enfatiza que se 

realizó un muestreo aleatorio simple como técnica muestral. El 31,5% de encuestados 

manifiesta un grado de escolaridad universitaria, a comparación de un 61,1% poseen 

educación tecnológica, técnico, bachillerato, básica primeria o solo saben leer y escribir. 
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Tabla 1: Características por edad de muestra 

Fuente: Elaboración propia 

Tabla 2: Género de la muestra 

Género Frecuencia Porcentaje   

Femenino 

Masculino 

66 

83 

44,3% 

55,7% 
  

Total 149 100%   

Fuente: Elaboración propia 

Tabla 3: Grado de escolaridad de la muestra 

 

 
Frecuencia Porcentaje    

Sabe leer y 

escribir 

Básica primaria 

Básica secundaria 

2 1,3%    

6 4,0%    

10 6.7%    

Bachillerato 32 21,5%    

Técnico 30 20,1%    

Edad Frecuencia Porcentaje 

18-25 70 47% 

26-35 21 14,1% 

36-45 20 13,4% 

46-55 13 8,7% 

56-65 10 6,7% 

Mayor de 65 15 10,1% 

Total 149 100% 
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Tecnólogo 11 7,4%    

Universitario 

Especialización 

Maestría 

47 31,5%    

8 5,4%    

3 2,0%    

Total 149 100%    

Fuente: Elaboración propia 

Tabla 4: Zona de residencia de la muestra 

 Frecuencia Porcentaje   

Zona urbana 

Zona rural 

133 

16 

89,3% 

10,7% 
  

Total 149 100,0%   

Fuente: Elaboración propia 

A pesar de lo justo de la muestra, se cuenta con una buena representación de ambas 

zonas del municipio, por parte de la zona urbana un 89% y la zona rural un 11%, valores 

similares a los propuestos por el DANE (Proyecciones de Población Municipal) las cuales 

expresan que el municipio de Tuluá está compuesto alrededor de un 80% en la cabecera 

municipal y el otro 20% lo componen los centros poblados y rural disperso. 

En cuanto a la ejecución del instrumento, quienes participaron de la encuesta y 

respondieron al cuestionario elaborado, abordaron temas sobre el sistema y aspectos 

generales propios del instrumento como:  

Información sociodemográfica: preguntas como edad, genero, grado de escolaridad, 

autor reconocimiento étnico y grupo poblacional al cual pertenece.  

Percepción sobre el Acuerdo Final para la Paz: la primera pregunta sobre este tópico 

media la opinión del municipio sobre el acuerdo en cinco niveles, siendo muy mala la más 

desfavorable y muy buena la más favorable, también se midió la consideración en cuanto al 
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cumplimiento de estos acuerdos por parte de ambos actores, las FARC-EP y el Estado 

colombiano. 

Conocimiento del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición: 

conocimiento sobre el sistema y los entes que lo componen, preguntas cerradas de si/no. A 

los participantes se les pidió medir afirmaciones que tenían que ver con reparación, 

desmovilización y escenarios de paz, si se encontraban muy de acuerdo o muy en desacuerdo 

con estas, y también medir la relevancia que tiene para los participantes las actividades 

relacionadas con el sistema y sus órganos, si contribuían en muy alto o muy bajo grado a la 

construcción de paz y superación del conflicto, por ejemplo.  

Definición de principios del Sistema: conocimiento de conceptos generales que rigen 

el sistema y que a su vez son principios orientadores de este, se realizó en cuatro 

ítems/preguntas abiertas, donde se les pidió a los participantes que en sus propias palabras 

definieran para ellos que es la paz, la verdad, la justicia y la reparación; preguntas que luego 

se sistematizaron y categorizaron de acuerdo a las teorías y nociones de distintos 

doctrinantes, apartado que se ampliará y analizará más adelante.  

8.1 ANÁLISIS DE DATOS  

El proceso de análisis de datos, se centró en cumplir con el objetivo estadístico que 

fue tomar las bases de datos y sacarles el mayor provecho mediante herramientas estadísticas 

que permitieron describir las percepciones y también posibilitaron analizar la correlación de 

variables y cómo se asocian entre estas. Para obtener estos análisis descriptivos y el grado de 

asociación se utilizó el programa estadístico IBM SPSS Statistics 27, tomando como 

fundamento el Coeficiente de Correlación de Pearson y la Escala de Likert, fundamentos 

mencionados en la metodología de la monografía que, en pocas palabras, el coeficiente de 

correlación lo que nos permite es medir el grado de correlación y/o asociación entre variables, 

por pares para este caso. Es un grado de correlación lineal que se mide entre -1 (relación 

negativa entre variables) y +1 (relación positiva entre variables).  
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En sí, Pearson marca los valores del coeficiente desde -1 a 0 a +1, mientras más cerca 

se encuentre el valor a -1, significaría una relación inversa entre las variables, lo cual daría a 

entender que mientras una tiende a incrementarse, la otra disminuye, un ejemplo claro y 

típico de esto es la ley de la oferta y la demanda, mientras crece la demanda, la oferta 

disminuye o viceversa, esto es un grado de correlación negativo. Si se da la situación que el 

valor del coeficiente se acerca a +1, significa que correspondencia entre variables aumentan 

y se correlacionan directamente, esto es un grado de correlación positiva. Tampoco se puede 

descartar la posibilidad de un grado de correlación igual a cero, o cercana quizás, lo cual 

concluiría que de esas variables no existe relación alguna.  

Por otro lado, la Escala de Likert es el método de medición que se utilizó para poder 

establecer un camino entre una calificación cualitativa de un encuestado, a estandarizar sus 

respuestas y llevarlas a la cuantificación, esto con el fin de hacer la transición de aquellas 

opiniones y actitudes de carácter cualitativo, a medirlas de modo cuantitativo. En síntesis, 

esta escala se utiliza para clasificar los cuestionamientos que se les hacen a los participantes, 

en términos que van desde muy en desacuerdo hasta muy de acuerdo, también medir los 

grados de aceptación o negación a ciertos enunciados, que van desde muy bajo a muy alto, y 

en general medir en estas escalas las percepciones sobre el sistema, sus órganos y funciones, 

si de estas tienen una percepción positiva (muy buena, buena) o una negativa (mala, muy 

mala). Todo esto usualmente graficado en rangos de 1 a 5 permitiendo generar cruces de 

variables, promedios, gráficos, etc.  

8.2 RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

Se examinarán, de todas las preguntas y/o variables obtenidas del instrumento, las 

que realmente aporten a la investigación y den respuesta al objetivo específico del capítulo 

que versa sobre la determinación de las percepciones del SIVJRNR, sus entes y funciones:  
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Figura 7: Porcentaje de conocimiento del Sistema Integral del municipio de Tuluá.  

 

Fuente: Elaboración propia 

El nivel de conocimiento sobre el Sistema se midió con una in interrogante de si sabes 

que es (Si/No), de la cual se obtuvo como resultado que el 68,5% de Tuluá afirma saber que 

es mientras que el 31,5% dice no conocerlo.  

Figura 8:  Porcentaje de conocimiento sobre la Comisión de la Verdad.  
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Fuente: Elaboración propia 

Similarmente a los porcentajes de conocimiento sobre el SIVJRNR en general, se 

encuentran también sobre el ente componente de verdad del sistema que es la comisión, 

siendo un 64,4% que la conocen frente a un 35,6% que señalan no hacerlo. Se puede destacar 

que, aunque son porcentajes similares, Tuluá manifiesta en poca más medida (diferencia del 

4.1%) no conocer la Comisión que todo el Sistema en conjunto.  

Figura 9: Percepción sobre la Comisión de la Verdad 

 

Fuente: Elaboración propia 

La figura 9 muestra que los habitantes del municipio de Tuluá manifiestan una 

calificación alta (muy buena, buena y regular) de la comisión, acumulando una percepción 

positiva equivalente al 69,1%, así mismo, las opiniones negativas (mala y muy mala) son 

bajas, siendo solo 10.1% de la muestra quien manifestó una calificación baja. De lo anterior 

también se ha de resaltar que un buen porcentaje de la muestra manifestó no conocerla 

(20,8%).  
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Figura 10: Porcentaje de conocimiento sobre la JEP 

 

Fuente: Elaboración propia 

Figura 11: Porcentaje de conocimiento sobre la UBPD  

 

Fuente: Elaboración propia 

La JEP sin duda alguna es el órgano del Sistema Integral que más grado de 

conocimiento presenta en Tuluá, con un porcentaje de asertividad a si saben de este ente de 

un 74,5%, siendo un 5% más conocido que la UBPD y un 11% mayor que la Comisión de la 
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Verdad. Esto se debería a diferentes motivos como lo es el carácter judicial propio de la 

jurisdicción, así como el enfoque y conocimiento sobre los delitos más graves y 

representativos del conflicto. Pues en múltiples ocasiones, por X o Y motivos, ha sido la JEP 

protagonista de discusiones y debates en el mundo jurídico, político, social, redes de la 

información e información, noticias y otros.  

Figura 12: Percepción sobre la Jurisdicción Especial para la Paz en Tuluá 

 

Fuente: Elaboración propia 

Aun cuando la JEP presenta ser la entidad más distinguida para el municipio de Tuluá, 

la percepción sobre esta no significa que vaya a ser arrolladoramente alta o positiva. Dado 

que, si comparamos las calificaciones altas de muy buena y buena con las dadas para la 

comisión, la diferencia sería de una percepción del 11% más positiva la comisión que la 

Jurisdicción.  

(Muy buena:8,1 + buena:31,5 = 39,6% Comisión vs. Muy buena:12,1 + 1buena:16,8 

= 28,9% JEP). La anterior situación continua para la calificación regular (29,5% Comisión 

vs. 37,6%), que, a pesar de tomarla como una concepción tendiente a ser positiva, denota 

también un gran valor de punto medio o central que podría interpretarse como favorable o 

desfavorable de la misma y con la calificación baja, habiendo para la JEP una percepción 

negativa del 13,4% entretanto la Comisión un 10,1%.  
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La figura 13 ilustra una variable interesante, ya que resulta de la autopercepción de la 

ciudadanía en cómo estos se comportan frente a estos tópicos de justicia transicional, 

principalmente sobre la JEP. Documenta como la sociedad se interesa por conocer la 

institución y cómo funciona, es un cuestionamiento encaminado a la reflexión educativa que 

invita a hacer parte de estos nuevos espacios de paz del cual todos debemos de hacer parte.  

Figura 13: Percepción de los ciudadanos sobre su interés por conocer la JEP y su 

funcionamiento 

 

Fuente: Elaboración propia 

Como se veía analizando anteriormente, los habitantes del municipio expresan en la 

mitad de la medida: 50,3%, Muy bajo y bajo, el poco interés de conocer la función y labor 

de la JEP, un porcentaje que se distancia enormemente de quienes afirman sí tener interés en 

lo mencionado, solo un 12,8% creen que los ciudadanos se interesan por la entidad y su 

funcionamiento. 

 Es quizás algo preocupante como los resultados que evalúan el conocimiento de la 

existencia de las entidades es alto en buen grado, pero parece ser un saber solo de nombre de 

los órganos, porque a la hora de determinar si la ciudadanía se ha interesado en estudiar o 

investigar más allá las instituciones, las respuestas son todo lo contrario, en un bajo grado.  
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8.3 CORRELACIÓN DE VARIABLES 

Se ha tomado como base la variable 8 del instrumento, la cual mide la percepción que 

se tiene sobre el Acuerdo Final para la Paz del 2016. Al verificar el grado de correlación con 

las variables 9 y 10 por ejemplo, que miden el grado de consideración en cuanto al 

cumplimiento de lo pactado en dicho acuerdo por parte del Estado colombiano y de los 

exintegrantes de las FARC-EP respectivamente. La correlación de Pearson presentada con la 

variable 9 es de 0,028, muy cercana a 0, es decir una correlación casi nula, mientras que el 

valor presentado con la variable 8 es de 0,677, cercano a 1, lo que significa una fuerte 

correlación. Dicho de otro modo, la percepción que se tiene en el municipio de Tuluá sobre 

el Acuerdo Final para la Paz y lo que se considera cumplido por parte del Estado, sea cual 

sea la respuesta, no existe correlación alguna; a contrario sensu de la percepción que se tiene 

del acuerdo en relación con lo cumplido por parte de las FARC-EP que si presenta correlación 

fuerte. Lo dicho deja entrever que a la hora de percibirse el acuerdo y cuanto se ha cumplido, 

se asocia directamente con las obligaciones de los exintegrantes de las FARC y los deberes 

del gobierno con lo pactado se omiten.  

 

Tabla 5  

Correlación de variables 8, 9 y 10 

Variables  8 9 10 

8 

Correlación de 

Pearson 

1 0,028 ,677 

9 0,028 1 ,203 

10 ,677 ,203 1 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos obtenidos en el programa estadístico SPSS1.  

 
1 La tabla anterior, resultado de correlaciones bivariadas del programa IBM Statistics 27 ilustra cómo se analizan los 

valores entre -1, 0 y +1, de una manera intuitiva, eligiendo la variable (8 en este caso) y observando bajo a las otras 
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La siguiente correlación a analizar es la percepción ciudadana, actitudes o sentimiento 

de confianza les generan los tres órganos que integran el SIVJRNR. Sería entonces la variable 

26, 30 y 37 de la encuesta las que arrojan resultados en razón de una pregunta en común y es 

el grado de confianza que les genera la Comisión, la Unidad y la JEP respectivamente. 

Tabla 6: Correlación de variables 26, 30 y 37 

Variables  26 30 37 

26 

Correlación de 

Pearson 

1 ,601 ,684 

30 ,601 1 ,482 

37 ,684 ,482 1 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos obtenidos en el programa estadístico SPSS. 

A pesar de que, al tratarse de la misma interrogante, pero sobre las distintas entidades 

del Sistema, la conclusión anticipada a esta es que, si el grado de confianza es alto para una, 

lo es para las demás. Situación que confirma la Correlación de Pearson, pero que se considera 

importante para el estudio ya que, en definitiva, la confianza es una creencia, una hipótesis o 

una idea que se tiende frente a algo, en este caso frente a los órganos del sistema, todo esto 

se traduce a las percepciones mismas y qué opiniones y actitudes presentan los habitantes de 

Tuluá y saber si les genera confianza o no las instituciones. Lo relevante para el cruce de 

variables es que todas cuentan con un valor significativo de correlación cercano a +1, lo cual 

demuestra que cuando se percibe el grado confianza que se tiene por una entidad, existe 

relación directa con la confiabilidad de los demás componentes del SIVJRNR.  

Hay que hacer claridad, pues cuando hablamos de correlación entre variables, 

hablamos es del nivel de asociación entre estas, es decir, cuando la percepción por una 

entidad crece, por las otras también lo hace. Como ya lo mencionamos en la escala de 

Correlación de Pearson es una correlación positiva (valor aproximado a +1), más esto no 

 
variables el nivel de correlación presentado. La correlación entre las mismas variables siempre será 1 pues cuentan con los 

mismos valores.  

 



138 
 

significa que la percepción que se tenga de estas entidades también lo sea, todo lo contrario, 

ya que como expondrán las siguientes tablas de datos, la media de confianza que se tiene por 

las entidades es bastante moderada.  

Figura 14: Grado de confianza que genera la Comisión de la Verdad 

 

Fuente: Elaboración propia 

Figura 15: Grado de confianza que genera la Unidad de Búsqueda de personas dadas por 

desaparecidas 

 

Fuente: Elaboración propia 

18,1%

10,1% 10,1%

35,6%

18,1%

8,1%

0,0%
5,0%

10,0%
15,0%
20,0%
25,0%
30,0%
35,0%
40,0%

No 

conoce la 

entidad

Muy bajo Bajo Medio Alto Muy Alto

Grado de confianza que genera la Comisión

17,4%

6,0%
10,1%

40,9%

18,1%

7,4%

0,0%

5,0%

10,0%

15,0%

20,0%

25,0%

30,0%

35,0%

40,0%

45,0%

No conoce 

la entidad

Muy bajo Bajo Regular Alto Muy Alto

Grado de confianza que genera la UBPD



139 
 

Figura 16: Grado de confianza que genera la Jurisdicción Especial para la Paz 

 

Fuente: Elaboración propia 

Si se valora las opciones de respuesta numéricamente utilizando la escala de Likert, 

se puede decir que la respuesta No conoce la entidad es 0, Muy bajo 1, bajo 2 y así 

sucesivamente con todas las demás. La media de confianza que generan las entidades 

equivale al 2,5 para la Comisión, 2,58 para la UBPD y 2,63 para la JEP. Es de reconocer que 

en estas preguntas de la encuesta como en las demás de este estilo, las elecciones como 

“medio, regular” representan un carácter moderado, es decir, no expresan un total grado de 

percepción favorable o desfavorable. Un grado de confianza porcentualmente entre bajo y 

medio manifiesta el recelo y aprensión de Tuluá hacia las instituciones gubernamentales, a 

pesar de saber que existen estas entidades en mayor medida, tampoco esto nos debe indicar 

que las perciban de una buena manera.  

 

8.4 ¿QUÉ ES PAZ, VERDAD, JUSTICIA Y REPARACIÓN PARA LA POBLACIÓN 

DEL MUNICIPIO DE TULUÁ?. 

Paz  

La paz, como concepto ha estado relacionada históricamente con las acepciones de conflicto, 

sin embargo, según Galtung:  

14,1% 12,8%
9,4%

34,2%

18,8%

10,7%

0,0%
5,0%

10,0%
15,0%
20,0%
25,0%
30,0%
35,0%
40,0%

No 

conoce la 

entidad

Muy bajo Bajo Medio Alto Muy Alto

Grado de confianza que genera la JEP



140 
 

El conflicto es parte de la naturaleza de la sociedad, más no la violencia (de la 

cual la confrontación armada o la guerra es una de sus manifestaciones), y por tanto, 

el conflicto no necesariamente tiene que finalizar en violencia física y verbal. El 

fracaso en la transformación del conflicto es lo que conduce a la violencia. (Galtung, 

1993, citado por Hueso García, 2000, p.5)  

 

Consecuentemente con ello, la violencia se puede manifestar en violencia estructural 

(desigualdad social= insatisfacción necesidades básicas), violencia cultural (legitimación 

social de actitudes y perjuicios violentos) y violencia directa (materializada en actos físicos 

y/o psicológicos como el maltrato o la confrontación armada). Con lo expuesto 

anteriormente, se puede determinar en primera instancia, que la paz trata de manifestarse 

como un estado de superación de las distintas formas de violencia, por lo que la paz ha sido 

abarcada en multiplicidad de conceptos, donde primeramente se concibieron tres tipologías: 

paz negativa, paz positiva y paz neutra. 

Paz negativa. Es concebida como el estado de ausencia de los actos propios de la 

violencia directa. “La paz negativa se funda en el vocablo romano “absentia belli”, por lo que 

su enfoque es estrictamente la generalidad del sentido de paz. Concomitante a ello, según 

Jiménez Bautista (2020), la paz negativa actualmente debe “incluir ausencia de malos tratos, 

violaciones, abusos de la infancia y matanzas callejeras (violencia directa no organizada)” 

(p.1). 

Paz positiva. Este tipo de paz fue propuesto por Galtung en la década de los 60. Por 

lo tanto, la paz positiva significa no sólo superar una violencia directa, pues lo que busca es 

trascender y vencer las manifestaciones de la violencia estructural, o sea, suplir las 

necesidades básicas representadas en los derechos de las personas, por lo que tiene un 

componente irrestricto de justicia social. 

Paz neutra. Esta tipología de paz, fue fundada por Jiménez Bautista. En 

consecuencia, “la paz neutra es una paz híbrida que se caracteriza fundamentalmente por 

hacer frente a las diferentes violencias (cultural y simbólica) legitimadoras de las violencias 

directa y estructural” (Jiménez, 2014). 



141 
 

Paz liberal. Según Pérez de Armiño (2020), considera que para alcanzar la paz liberal 

se necesita: 

 a) La (re)construcción del Estado, instaurando instituciones de gobierno 

efectivas; b) la democracia representativa, aunque en la práctica suele presentar un 

bajo nivel de calidad y legitimidad, acompañada de la promoción de los derechos 

civiles y políticos; c) la instauración de una economía de libre mercado, insertada en 

el sistema económico global; y d) la reforma del sector de la seguridad. (p.9) 

 

Paz interior. Tiene su acepción en que la superación del estado de violencia o de 

confrontación armada, también va ligada irrestrictamente a la consecución de una paz intima 

del ser humano; donde el crecimiento personal permita la transformación de los parámetros 

subjetivos generadores de violencia como los rencores, los miedos, etc., Así pues, el arte y 

las manifestaciones culturales, ayudan al consciente y subconsciente a reconfigurar los 

parámetros comportamentales del individuo a favor de expresiones de reconciliación y/o 

resocialización en un entorno pacifico. 

 

Paz social: La paz social es entendida como sinónimo de la paz positiva y la paz 

neutra. Por lo tanto, la paz social representa la superación de la desigualdad social de la 

violencia estructural y de la violencia directa, al punto en que las dinámicas sociales en el 

posconflicto se caracterizan por un estado de bienestar social, reconciliación y garantía de 

derechos humanos. 

 

Verdad 

 La verdad, ha sido un concepto ampliamente debatido y tratado de definir 

teóricamente por innumerables pensadores y filósofos, sin embargo, su variabilidad ha 

imposibilitado la aceptación global de un solo concepto sobre que es la verdad, puesto que 

las dinámicas históricas, sociales, políticas y subjetivas no permiten un dogma de verdad 

perdurable o impositivo para la humanidad. No obstante, el concepto de verdad desde su 

funcionalidad como derecho en los mecanismos de justicia transicional, como es el caso que 

atañe al SIVJRNR, permite traer a colación autores como Rodrigo Uprimny y María Paula 
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Saffon, quienes explican la forma en que el concepto de verdad ha evolucionado 

históricamente acorde a cada proceso transicional. 

  Según Uprimny y Saffon (2006), la verdad tiene su trascendencia funcional “en los 

contextos en los que una sociedad entera busca transformar radicalmente su orden social y 

político, o bien por la finalización de la guerra y el establecimiento de un orden pacífico, o 

bien por el paso de un régimen autoritario a una democracia” (p.4). Por lo tanto, la verdad se 

configura generalmente como un valor y un derecho fundante del proceso de paz con una 

justicia transicional para satisfacer principalmente la garantía de no repetición de las 

violaciones graves a los derechos humanos. De lo anterior, se desprenden cuatro momentos 

que según Uprimny y Saffon, definieron el papel de la verdad según la necesidad histórica 

que se le concedía a la verdad frente a los derechos humanos. 

 En un primer momento, ubicado entre la finalización de la Primera Guerra Mundial 

(PGM) y antes del inicio de la Segunda Guerra Mundial; la verdad de los crímenes cometidos 

en la PGM, tuvo un valor ínfimo, pues “la reconstrucción de ésta fue considerada como una 

labor exclusiva de los científicos sociales, y en especial de los historiadores” (p.6). Por lo 

tanto, la noción de verdad, la obtención de justicia y la construcción de una memoria colectiva 

para garantizar la no repetición de los graves crímenes en contra de la humanidad durante el 

conflicto, fueron inexistentes para las potencias vencedoras durante la configuración de un 

orden mundial caracterizado por la expansión de los grandes imperios coloniales europeos 

del siglo XIX y XX. 

 El segundo momento surge tras la Segunda Guerra Mundial (SGM), aquí nace el 

sentido de la denominada “verdad judicial” ejemplificado en los juicios de Núremberg. Este 

período según Uprimny y Saffon (2006), se explica “por el hecho de que la transición 

de la guerra a la paz fue el resultado de la existencia de vencedores y vencidos, 

lo que permitió que aquéllos impusieran a éstos una justicia eminentemente punitiva, sin que 

mediara negociación alguna” (p.7). Es pertinente referenciar que el sentido de la verdad 

judicial nace como una exigencia de retribuir a favor de la humanidad un mínimo de justicia 

y de memoria histórica por los graves crímenes que se cometieron durante la SGM; sin 

embargo, la construcción de dicha verdad judicial e histórica, fue erigida desde la condena a 

los actos de los vencidos y no de forma objetiva en pro de toda la humanidad. 
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El tercer momento nace en las entrañas de los procesos de transición latinoamericanos 

de la dictadura a las democracias, que caracterizaron las décadas de los 70, 80 y 90 de la 

historia regional. Es en este período, donde se implementan las amnistías a favor de los 

principales responsables de los regímenes autócratas, y además surge el concepto de verdad 

extrajudicial, en la cual según Uprimny y Saffon (2006), “la tarea de reconstruir la verdad 

estuvo esencialmente en manos de comisiones, que tenían facultades de investigación de los 

crímenes atroces, mas no de condena a sus victimarios” (p.8).  

Por último, se encuentra el momento nacido en el proceso de paz sudafricano, 

caracterizado por la prevalencia del papel de la Comisión de la Verdad, como mecanismo 

idóneo para satisfacer el derecho a la verdad de las víctimas y para garantizar la 

reconciliación nacional, esto mediante el enfoque restaurativo que aplica el reconocimiento 

de las responsabilidades de los victimarios y la concesión del perdón por parte de las 

víctimas. En esa medida, según Uprimny y Saffon (2006) “dentro del enfoque restaurativo, 

las Comisiones de Verdad eran consideradas como el medio más apto para alcanzar una 

verdad completa, imparcial y acabada sobre el pasado, que permitiera la construcción de una 

memoria colectiva propicia para la reconciliación nacional” (p.9). 

Es precisamente de la experiencia sudafricana, de donde se da inicio a la aplicación y 

aceptación de las tipologías de verdad que se usaron en la presente investigación. 

Consecuentemente, fue la Comisión de la Verdad sudafricana, quien, mediante su reporte 

final de 1998, propone cuatro tipos de verdad: Verdad forense o factual, verdad narrativa o 

personal, verdad dialógica o social y la verdad sanadora o restauradora. 

 

Verdad forense o factual. Conceptualizada por la Comisión de la Verdad 

sudafricana, 1998), “como una verdad propia de la noción legal y científica, donde se sacan 

a la luz datos fácticos corroborados mediante la evidencia y de obtener información precisa 

de datos imparciales y objetivos” (p.111). 

Verdad narrativa o personal. Este concepto de verdad se basa en la narración de 

vivencias y experiencias de las víctimas y victimarios sobre el conflicto, esto desde su 

perspectiva personal, en el entendido que, un mismo hecho tiene significancias e impactos 
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diferenciados según el individuo. Bien lo dice la Comisión de la Verdad sudafricana (1998), 

“proporcionar el entorno en el que las víctimas podían contar sus propias historias en sus 

propios idiomas, la Comisión no solo ayudó a descubrir los hechos existentes sobre abusos 

pasados, sino que también ayudó en la creación de una verdad narrativa” (p.112). 

Verdad dialógica o social. Esta verdad, se edifica desde la interacción dialógica y el 

debate entre los individuos en el seno de la sociedad o de los espacios propuestos por la 

Comisión. Según la Comisión de la Verdad sudafricana (1998) “Al reconocer la importancia 

de la verdad social o del diálogo, la Comisión reconoció la importancia de la participación y 

la transparencia. Su objetivo era tratar de trascender las divisiones del pasado escuchando 

atentamente la complejidad de los motivos y perspectivas de todos los involucrados” (p.113). 

Verdad sanadora o restauradora. Este concepto, según la Comisión de la Verdad 

(1998), “requería ayudar a establecer una verdad que contribuyera a la reparación del daño 

infligido en el pasado y a la prevención de la reincidencia de abusos graves en el futuro. No 

bastaba simplemente con determinar qué ha pasado” (p.114).  

Justicia 

 

El concepto de justicia a lo largo de la quien historia, ha obtenido una titularidad y 

heterogeneidad de acepciones, ejemplo de ello es la definición presentada por Ulpiano en 

Roma, quien decía que “la justicia es la constante y perpetua voluntad de dar a cada uno su 

propio derecho”. Es precisamente esta idea de justicia la que ha trascendido en la humanidad 

de forma generalizada, entendiendo la justicia como una imposición de otorgarle a cada ser 

humano lo que le corresponde por sus actos. Sin embargo, la justicia es un concepto que 

trasciende y que, por su diversidad de percepciones, distintos autores contemporáneos han 

tratado de dar un significado más completo, bien es el caso de John Rawls (1971), quien 

construye su acepción de justicia basada en dos principios: 

1.- Principio de libertades o de distribución de igual número de esquemas de 

libertades para todos. Cada persona debe tener un derecho igual al esquema más 

extenso de libertades básicas que sea compatible con un esquema semejante de 

libertades para los demás. 
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2.- Principio de diferencia. Las desigualdades económicas y sociales habrán 

de ser conformadas de modo tal que a la vez que: a) se espere razonablemente que 

sean ventajosas para todos, b) se vinculen a empleos y cargos asequibles para todos. 

(p.11) 

Así pues, la idealización de una justicia cimentada en la igualdad de libertades 

complementada con el principio de la diferencia, tiene su razón de ser para Rawls, en que la 

justicia emerge como un principio de equidad, puesto que: 

La prioridad del principio de la justa igualdad de oportunidades frente al 

principio de la diferencia hace que al prestar gran atención a las oportunidades de 

aquellos con menores posibilidades se les abra un abanico de alternativas más amplio 

que el que hubieran tenido con una distribución estrictamente igualitaria. Es así como 

la desigualdad de oportunidades ocasionada por las desigualdades económicas que 

permite el principio de la diferencia debe, según este mismo principio, aumentar las 

oportunidades de aquellos que tengan menos. (p.11) 

Ahora bien, por la pertinencia de la aproximación del concepto de justicia a los 

enfoques pertinentes del SIVJRNR que ocupa el presente escrito, es menester la 

conceptualización de la justicia en las siguientes acepciones: justicia restaurativa, justicia 

retributiva, justicia distributiva, justicia legal, justicia transicional y justicia procedimental. 

Justicia restaurativa. Según la ONU (2006), la justicia restaurativa es: 

 “Un proceso para resolver el problema de la delincuencia enfocándose en la 

compensación del daño a las víctimas, haciendo a los delincuentes responsables de 

sus acciones y también, a menudo, involucrando a la comunidad en la resolución del 

conflicto. La participación de las partes es esencial al proceso y enfatiza la 

construcción de relaciones y reconciliaciones, así como el desarrollo de acuerdos en 

torno a un resultado deseado por las víctimas y los delincuentes. Los procesos de 

justicia restaurativa pueden adaptarse a varios contextos culturales y a las necesidades 

de comunidades diferentes”. (p.9) 

Como se evidencia, la justicia restaurativa tiene como eje dignificar a las víctimas, 

donde la respuesta a los crímenes se base en el reconocimiento de responsabilidades por parte 

del infractor para reparar el daño causado en las victimas y en la sociedad, por lo que la 
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participación de victimarios, victimas y comunidad en la justicia restaurativa, es 

trascendental para restablecer los lazos sociales en pro de la reconciliación social. 

 

Justicia Retributiva. Esta tipología de justicia tiene la noción clásica del castigo, 

donde la imposición de la pena (por regla general es la privación de la libertad en centros de 

reclusión), es consecuencia de una responsabilidad derivada de un acto punible del infractor. 

Justicia distributiva. Este tipo de justicia hace referencia a la distribución 

equilibrada entre los asociados del Estado de derechos y obligaciones. Se evidencia en 

aspectos propios del derecho público como las políticas públicas de inversión social que 

invierte el erario público o la imposición de las cargas tributarias como obligaciones comunes 

a todos los habitantes del territorio. 

Justicia legal o general. Su aspecto legal deriva del deber ser de los ciudadanos de 

acatar las leyes y de tener formalmente ante el Estado, una igualdad de obligaciones y 

derechos que se configuraron de forma abstracta y por lo tanto se exige su estricto 

cumplimiento. 

Justicia procesal. Estrechamente ligada al debido proceso, donde la verdad y la 

justicia se determinan por la factibilidad comprobada, siempre y cuando se rijan a unos 

parámetros legales de procedimiento. 

Justicia transicional. Es un tipo de justicia alternativa, que según la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (2011) “podría definirse como aquel conjunto de 

mecanismos y herramientas que permiten hacer tránsito de una situación de graves y masivas 

violaciones de derechos humanos, hacia la reconciliación nacional y, eventualmente, hacia 

la paz” (p.6). 

Por lo dicho anteriormente, la justicia transicional soporta esos procesos y 

mecanismos de transición y transformación de un orden social, político, económico y jurídico 

que se afectó o se acopló a contextos de violaciones masivas de derechos humanos en medio 

de un conflicto armado, donde la sociedad y el Estado buscan ejercer dicha transición 

mediante negociaciones políticas entre los beligerantes, pero sin sacrificar las obligaciones o 

exigencias de justicia que se solicitan internacionalmente para la protección de los derechos 

humanos, por lo que la justicia transicional contiene un alto nivel de medidas restauradoras, 
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de resocialización y de reconstrucción del tejido social propias de mecanismos 

extrajudiciales y además, debe suplir con la garantía de sanción judicial a los principales 

responsables de cometer delitos contra la humanidad y el DIH. 

 

Reparación 

 

Reparación con dimensión reparativa. Estrictamente se ciñe a la concepción de que 

se pretende corregir o sanar materialmente el daño causado mediante las violaciones a los 

derechos humanos. Claro ejemplo de ello son las medidas de reparación administrativa que 

se pregonan en la Ley 1448 de 2011. Bien lo pregonaba Laplante (2007), cuando determinaba 

que  

De tal manera, aunque es cierto que las reparaciones responden 

principalmente a daños humanos y materiales, éstas surgen desde el clamor por los 

derechos civiles, que sirven como medida para impartir culpabilidad y 

responsabilidad. Por eso, el efecto de las reparaciones se asemeja a la satisfacción 

lograda por los procesamientos criminales que cumplen con el sentimiento de 

necesidad de “enderezar un mal” y trabajar hacia la rendición de cuentas. (p.19). 

 

Reparación con dimensión restaurativa. Este tipo de reparación se concibe como 

un medio que trasciende la reparación clásica de tratar de subsanar el daño mediante medidas 

materiales y económicas. Por ello, aquí se integran diversas medidas que contemplan 

aspectos que logren una reparación intrínseca del individuo y además de la comunidad; por 

lo tanto, las valoraciones de reconciliación y de perdón entre víctimas y victimarios.  

Tal introductorio y conceptualización de estos principios y fundamentos del 

SIVJRNR que son la paz, verdad, justicia y reparación se hace con el fin de acercar más al 

lector a comprender las diferencias entre estos, ya que se busca identificar cuales definiciones 

son las más presentes en el municipio de Tuluá. Esto se recolectó de las preguntas abiertas 

del instrumento, donde una vez estudiadas una a una las expresiones cualitativas y conceptos 

dados por los encuestados, se procedió a categorizar y agrupar cada respuesta de las personas 
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en las nociones que correspondía según los pensamientos doctrinales y teóricos. Obteniendo 

como resultado lo siguiente:  

 

Tabla 7:  Conceptos de Paz identificados por la población encuestada 

Tipos de paz Porcentaje 

Paz negativa 28,2% 

Paz positiva 25,5% 

Paz neutral 12,1% 

Paz social 11,4% 

Paz interior 16,1% 

No sabe/ no responde 6% 

Paz liberal 0,7% 

Total 100% 

Fuente: Elaboración propia 

 

En el anterior gráfico, se evidencia como en el Municipio de Tuluá, existe un 

porcentaje representativo de habitantes (28.2%), que perciben el concepto de paz como la 

ausencia de la violencia, o sea, remiten su percepción de que la paz es un estado donde el 

conflicto es superado someramente y reemplazado a favor de un entorno pacifico. No 

obstante y  paralelamente, hay un porcentaje superior del 49%  de encuestados que asimilan 

o significan la paz como ese estado  de cambio y  transformación de la violencia a través de 

la superación de  las causales estructurales  que dieron origen al conflicto armado 

colombiano; pues asimilan que para obtener la paz se debe atender primero las raíces  

culturales (idiosincrasia legitimadora de la violencia),  institucionales (las narrativas oficiales 

y  el uso del poder a favor de la confrontación) y sociales (ausencia de justicia social, 

necesidades básicas insatisfechas) que asentaron y prolongaron el conflicto armado interno. 

En tal sentido, ese 49 % de encuestados, conglomera los porcentajes obtenidos de las 

significancias obtenidas de la paz positiva (25,5%), la paz neutra (12,1%)  y la paz social 

(11,4%), que están interrelacionadas entre sí, pues dimensionan la construcción de la paz 
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desde la solución de los orígenes del conflicto y por lo tanto, se ajustan a la concepción de 

paz que se pretende obtener a través del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 

No Repetición (SIVJRNR).  

Tabla 8: Conceptos de Verdad identificados por la población encuestada 

Tipos de verdad Porcentaje 

Verdad factual, forense o judicial 26,8% 

Verdad narrativa o personal 43% 

Verdad dialógica o social 12,1% 

Verdad sanadora o restauradora 5,4% 

Otra 2,7% 

No sabe/ no responde 10% 

Total 100% 

Fuente: Elaboración propia 

 

En este gráfico se demuestra cómo la mayoría de los encuestados (43,0%), acogen el 

concepto de verdad como una narración desde la dimensión personal (verdad narrativa o 

personal), configurada por la percepción personal del individuo frente a un determinado 

hecho acorde a sus vivencias personales, impactos o idiosincrasias. Paralelamente a ello, 

también existe un porcentaje significativo de personas (26,8%) que asimilan la verdad como 

verdad factual o forense, o sea, conciben a la verdad como el resultado del contraste entre los 

hechos y las pruebas. Por último, se evidencia la poca percepción o asimilación que se tiene 

sobre la verdad desde su dimensión restauradora o sanadora (5,4 %), o como una 

construcción dialógica (12,1%);  las cuales en su conjunto, son categorías trascendentales de 

la verdad dentro del SIVJRNR, ya que su aplicabilidad permite la reconstrucción de una 

memoria histórica para la no repetición de los fenómenos de violencia y además, coadyuvan 

al esclarecimiento de la verdad como medidas de reparación a favor de las víctimas.  
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Tabla 9: Conceptos de Justicia identificados por la población encuestada 

Tipos de justicia Porcentaje 

Justicia restaurativa 10,1% 

Justicia retributiva 38,9% 

Justicia distributiva 10,7% 

Justicia legal o general 21,5% 

Justicia procesal o procedimental 4% 

Justicia transicional 0,7% 

No sabe/no responde 14,1% 

Total 100% 

Fuente: Elaboración propia 

 

En el anterior cuadro, se evidencia ostensiblemente como un alto porcentaje de los 

encuestados acogen la idea de justicia retributiva, la cual fue asimilada por el 38,9 % de los 

encuestados y quienes perciben a la justicia como un medio de otorgar a cada quien lo que 

merece acorde a sus actuaciones. Consecuentemente a ello, también hay un alto grado de 

aceptación de la noción de justicia legal, representada en el 21,5 % de los encuestados, por 

lo tanto, la justicia reside en la aplicabilidad abstracta de un orden legal. Así pues, se puede 

inferir que el 60,4% de los habitantes del Municipio de Tuluá perciben la noción de justicia, 

desde una perspectiva tradicionalista, donde cada sujeto recibe legalmente un trato específico 

y proporcional como contraprestación al comportamiento que ejerce dentro de la sociedad. 

Con esta situación, se evidencia como la gran mayoría de los encuestados, no asimilan o 

tienen poco conocimiento sobre la trascendencia de conceptos alternativos de justicia como 

la justicia transicional (0.7 %) o la justicia restaurativa (10,1 %), las cuales son los 

componentes de justicia básicos y fundantes del SIVJRNR, el cual que propende la 

reparación y restauración frente al daño causado y la reconstrucción del tejido social. 
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Tabla 10: Conceptos de Reparación identificados por la población encuestada 

Tipos de reparación Porcentaje 

Reparación con dimensión reparativa 51,7% 

Reparación con dimensión restaurativa 38,9% 

No sabe/no responde 9,4% 

Total 100% 

Fuente: Elaboración propia 

 

En cuanto a la noción y percepción de reparación, se hace plenamente indiscutible 

como más de la mitad de los tulueños (51,7 %), perciben la reparación como esa forma de 

corregir o compensar el daño causado, mediante medidas materiales o económicas a favor de 

la víctima. No obstante, existe un porcentaje importante de encuestados representados en el 

38,9%,  que trascienden en la conceptualización de la reparación y  acogen la idea aplicada 

en el SIVJRNR, donde la reparación también contiene una dimensión restaurativa, lo que 

conlleva a que  tenga una connotación de superación del daño de forma integral, pues se 

atiende no sólo desde lo material sino además desde lo moral, psicológico y social, a través 

de la consecución de la verdad, el perdón  y la reconciliación como medidas sanadoras. 
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9. CONCLUSIONES 

Los anteriores resultados, han posibilitado llegar a las siguientes conclusiones: 

Se puede determinar primero que todo, que en Tuluá un alto porcentaje de su 

ciudadanía ha podido informarse o adquirir algún tipo de conocimiento sobre la existencia 

del SIVJRNR, pues reconocen que saben qué es el sistema y de forma similar saben cuáles 

son sus organismos, especialmente la JEP y la Comisión para el Esclarecimiento de la 

Verdad. Sin embargo, es plausible reiterar cómo se ha dicho anteriormente, que  conocer el 

sistema no da un seguro de probabilidad de que esto sea el equivalente a una aceptación o un 

respaldo  mayoritario o absoluto al modelo de justicia transicional, lo cual fue reflejado en 

los porcentajes obtenidos frente al grado de confianza que generaban algunos componentes 

del sistema como la JEP. Esto es especialmente interesante en la medida de que por regla 

general, desde que se hizo público la ratificación del Acuerdo final de paz, en Colombia ha 

existido una renuencia (que ha ido reduciéndose) en acoger y principalmente en legitimar 

socialmente los postulados y los mecanismos de transición y transformación propuestos en 

dicho acuerdo. Una prueba de ello fue  la votación en el plebiscito por la paz  del año 2016, 

mediante el cual el entonces Gobierno Nacional de Juan Manuel Santos, pretendía  afianzar 

los acuerdos ante el país y la comunidad internacional;  pero fue el NO  el que ganó con un 

50,23%  de los votos en contraposición al SI que obtuvo el 49,76%,  de tal forma que la 

decisión popular resultaba sorpresiva, pues desde la lógica de quienes firmaron el acuerdo 

hasta de  la misma comunidad internacional esperaban que la paz y la reconciliación fueran 

los anhelos de una nación víctima de la guerra. Es precisamente en este punto donde las 

percepciones jugaron un papel fundamental, pues fueron los acontecimientos de la guerra los 

que condicionaron la idiosincrasia y las percepciones de los ciudadanos con un alto nivel de 

polarización y de desconfianza frente al Estado y con mayor  razón, sobre las FARC, 

derivando en que la población civil se desentendiera o simplemente desde la desinformación, 

rechazara la posibilidad de crear y aplicar un sistema de transición pacífico que facilitara un 

modelo de justicia innovadora y de  reconciliación nacional.  
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Lo anterior también se ve reflejado en el bajo grado de conocimiento que presentaron 

los tulueños sobre el concepto de justicia transicional, pues es una concepción de justicia que 

resulta casi ajena y  la idea imperante en el municipio, es el concepto clásico de la justicia 

retributiva donde los mayores responsables de los crímenes dentro de la guerra deben asumir 

un castigo, lo que ayuda a comprender porque la JEP resulta con los porcentajes más bajos 

de confianza y con una percepción regular generalizada en contraste con los otros organismos 

del SIVJRNR. 

Paralelamente, aunque existe un grado de confianza muy regular frente al sistema, se 

demostró  que los habitantes del municipio de Tuluá comprenden en un alto porcentaje, que 

la paz debe lograrse atendiendo las causas estructurales que dieron origen al conflicto 

armado, por lo tanto,  se infiere que en Tuluá, existe en buena medida, una conciencia de  que 

la paz  se logrará cuando las causa históricas del conflicto sean atendidas, pero irónicamente,  

los ciudadanos no logran comprender o simplemente no legitiman con certeza que el 

SIVJRNR y sus distintos componentes son los llamados constitucionalmente  a suplir las 

principales necesidades de verdad, justicia y reparación que a fin de cuentas son las bases 

para la no repetición de nuevos ciclos de violencia en el país.  

Los nuevos retos que se deben destacar y que son aspecto fundamental en procesos 

de transición son los de mejorar la confianza que generan las instituciones gubernamentales, 

pues los modelos de justicia transicional deben de generar escenarios educativos y de 

promoción de DDHH, así como restablecer la legitimidad y arraigo de la institucionalidad. 

Se debe fortalecer la presencia estatal transversalmente, generando acciones enfocadas a la 

construcción de nuevos capítulos en la sociedad donde la paz sea el eje central; Se tiene la 

labor de superar aquellas etapas del conflicto y contextos de violencias de todo tipo, tanto las 

directas como las estructurales y culturales que han estado presentes durante muchos 

periodos de tiempo donde se ha permeado la forma de pensar de un pueblo y que solo ha 

llevado a desgastar y debilitar el tejido social. Las nuevas dinámicas de paz, espacios de 

reconciliación, reparación y educación son la manera más óptima de construir paz para todos.  
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ANEXO A 

FICHA TÉCNICA ENCUESTA 

 

Nombre  

 

Encuesta de percepción ciudadana sobre el Sistema Integral 

de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición 

Universo Municipio de Tuluá 

Diseño muestral  

Muestra Mínimo 149 encuestas 

Nivel de confianza 92% 

Margen de error +/- 5,9% 

Tipo de encuesta Personal, virtual 

Enlace a la encuesta https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSckmeMe-bUk-

cWWy8qTmIjVi94QAlMebL_l_JOM-0MF6BqqHw/viewform 

Aclaraciones Para contar con un buen nivel de confianza y un margen de 

error no superior al 5% que es lo deseado, se establecieron 

valores donde P (encuestados responden correctamente) 

equivale a un 85% mientras que Q (encuestados responden 

incorrectamente) equivale a un 15%, con las  

 

 

Objetivo general Determinar las percepciones ciudadanas sobre el Sistema 

Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición 

(SIVJRNR) del municipio de Tuluá  
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Objetivos específicos • Conocer las percepciones ciudadanas que se tienen sobre 

el Acuerdo Final para la Paz como momento inicial para 

el SIVJRNR  

• Conocer la percepción ciudadana que se tiene sobre el 

Sistema en general, así como el conocimiento, 

confianza, entre otros de los órganos que lo componen y 

sus funciones  

• Analizar posturas y actitudes frente a enunciados y 

afirmaciones característicos del Sistema y de la justicia 

transicional  

 

Estructura de baterías Perfil demográfico: 7 preguntas 

Percepción general del Acuerdo Final: 3 preguntas 

Percepción general del Sistema, sus órganos y funciones: 17 

preguntas 

Definición de conceptos: 4 preguntas abiertas  

 

 


